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Figura 1  Mapa de los Estados miembros de la Unión Europea y el año 
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El proteccionismo tuvo como consecuencia que las transacciones económicas 
internacionales fueran particularmente diferenciadas de las transacciones internas. 
La integración económica es el proceso mediante el cual los países suprimen estas 
diferencias. Por razones políticas y económicas, este proceso de integración se 
efectúa de manera parcial cubriendo países de la misma zona geográfica, lo que 
finalmente se denomina proceso de integración regional. Es en este contexto que 
surge la Unión Europea, su construcción remonta a los años 1946 con una vocación 
casi exclusivamente económica pero que hoy fue sobrepasado gracias a la 
consolidación de un mercado común. Es por esta razón que la UE es una fuerte 
fuente de  inspiración para las organizaciones más recientes, particularmente la 
CAN, que empezó su construcción en el año 1969 con el objetivo del 
establecimiento de un mercado común, pero que aún no ha sido alcanzado. Sin 
embargo, la CAN ha logrado una liberación comercial regional, que ha ocasionado 
la supresión de las barreras tarifarias y no tarifarias a los intercambios 
intracomunitarios, teniendo como modelo a seguir el derecho de la EU. 
Por consiguiente, este trabajo de derecho comparado propone una inmersión en el 
derecho de la UE y del CAN con el fin de analizar como la CAN ha regulado su 
derecho de la libre circulación de mercancía de acuerdo a la experiencia europea 
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1. INTRODUCCIÓN  
 
 
Dos teorías tradicionales realizan un estudio a las relaciones económicas entre los 
Estados: el librecambismo y proteccionismo1. La primera afirma que el comercio es 
libre por naturaleza y por ello, el Estado no debe interferir en sus actos de comercio; 
a diferencia de la segunda teoría que sostiene que el libre comercio sirve a las 
economías más desarrolladas para dominar a las menos desarrolladas y por esto, 
es necesario que sean habilitadas todas las medidas necesarias para la protección, 
nacimiento y desarrollo de su propia industria2.  
 
La extensión del proteccionismo tuvo como consecuencia que las transacciones 
económicas internacionales se diferenciaran de las transacciones internas, 
debiendo las primeras asumir imposiciones administrativas tarifarias y no tarifarias3. 
Por otra parte, gracias a la integración económica, los Estados van eliminando 
dichas imposiciones, que generalmente, por razones políticas y económicas, 
procede de manera parcial cubriendo países de una misma zona geográfica, lo que 
se llama proceso de integración regional o regionalización4.  
 
                                            
1 FAUCCI, Riccardo. Liberalismo y proteccionismo. Barcelona. Oikos-Tau, 1989, p. 25, 33-43. 
Citado por ¿Qué es la integración económica? , Espacio Público, p.1 Disponible en internet: 
http://www.espaciopublico.com/wpcontent/uploads/2015/10/5138%C2%BFQU%C3%89%20ES%20
LA%20INTEGRACI%C3%93N%20ECON%C3%93MICA.pdf   
2 Ibíd. 
3 TUGORES QUES, Juan. Economía internacional. Globalización e integración regional. Madrid. 
McGraw-Hill,  2006, p. 109 et s. Citado por Id., p. 2. 
 




Es en el escenario de integración regional que aparece la Unión Europea, cuya 
construcción comienza en 1946 con una vocación casi exclusivamente económica 
que actualmente ha superado, obteniendo como meta  un mercado interior, es decir, 
un espacio sin fronteras interiores en la cual se aseguran la libre circulación de 
mercancías, de personas, de servicios y de capital5. Es por esto que la Unión 
Europea es una fuente de inspiración para las organizaciones más jóvenes, como 
la Comunidad Andina de Naciones cuya construcción empieza en 1969 con el 
objetivo de la instauración de un mercado común, pero que ha fracasado a causa 
de la incompatibilidad de ideologías políticas y ambiciones de los Estados andinos; 
sin embargo, la Comunidad Andina ha logrado una liberación comercial subregional 
que implica la eliminación de obstáculos tarifarios y no tarifarios a los intercambio 
intracomunitarios, en otras palabras, el establecimiento del principio de la libre 
circulación de mercancía. Esta liberación ha permitido el crecimiento sostenido del 
comercio intracomunitario, el incremento sustantivo del componente manufacturero 
de exportaciones, el aprendizaje para competir en otros mercados, así como la 
generación de empleo de calidad por parte de las exportadoras. 
 
El proceso de integración andino sigue el modelo comunitario europeo que 
establece elementos meta-económicos, lo cual implica una construcción política, 
social y económica para la consolidación de un mercado común; contrariamente a 
un modelo simplemente librecambista o anglosajón que impulsa el libre intercambio 
sin ningún grado de integración más allá de un simple aspecto comercial6. 
 
                                            
5 GHEVONTIAN, Richard. Droit de l’Union européenne. Paris. Dalloz, 4e édition, 2010, p. 20 
 
6 SCHEMBRI CARRASQUILLA, Ricardo. NÚÑEZ RIVERO, Cayetano. La Comunidad Andina de 
Naciones (CAN). Revista de Derecho UNED, núm 16, 2015, RDUNED, 2015 p. 664. Disponible en 




Siguiendo esta tendencia comunitaria europea, la Comunidad Andina es creada 
como una entidad única con personalidad jurídica y con un conjunto de organismos 
e instituciones que integran el Sistema Andino de Integración (SAI) dotadas de un 
sistema jurídico propio7. Para impulsar el proceso de integración, el sistema jurídico 
andino es establecido como una estructura jurídica compleja con competencias 
legislativas, ejecutivas y judiciales8.  Además, las normas andinas son gobernadas 
por los principios de supranacionalidad, autonomía, aplicación directa y efecto 
directo9 igual que el precedente del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, hoy Tribunal de Justicia de la Unión Europa.  
 
De esta manera, hoy la Comunidad Andina cuenta con disposiciones normativas y 
jurisprudenciales solidas que desarrollan la libre circulación de mercancías en la 
subregión, esto gracias a la inspiración y ejemplo que ha tomado de la Unión 
Europea, al punto de establecerla como una fuente supletoria del derecho andino.  
 
Por consiguiente, este trabajo de investigación propone una inmersión en el derecho 
de la Unión Europa y de la Comunidad Andina para analizar cómo la Comunidad 
Andina ha basado casi exclusivamente su derecho de la libre circulación de 
mercancía en el derecho de la Unión Europea. 
 
 
                                            
7 PALACIO PUERTA, Marcela. Conflicto de leyes al interior del régimen común de derechos de autor 
y derechos conexos de la Comunidad Andina de Naciones. La Propiedad Inmaterial. Colombia. 
Revista Universidad Externado de Colombia- Núm. 17 (2013) Palacio Puerta, 2013, Disponible en 







2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
La libre circulación de mercancías constituye un principio primordial, el pilar de la 
integración tanto europea como andina. Es por esto que esta libertad se encuentra 
consagrada por los instrumentos comunitarios que dieron nacimiento a estas 
organizaciones.  
 
Así, el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea- TFUE regula la libre 
circulación de mercancías en sus artículos 28, 29, 30, 34, 35 y 36, donde se prohíbe 
en los intercambios de mercancías entre los Estados miembros, tanto los obstáculos 
tarifarios, es decir, los derechos de aduana de importación y exportación o 
exacciones de efecto equivalente, como los obstáculos no tarifarios que comprende 
las restricciones cuantitativas a la importación y exportación, así como también 
todas las medidas de efecto equivalente.  
 
De manera similar, el Acuerdo de Integración Subregional Andino- Acuerdo de 
Cartagena regula la libertad de circulación de mercancía en sus artículos 72, 73 y 
77, donde eliminan y  prohíben de las importaciones los gravámenes y las 
restricciones de todo orden, los primeros se entienden como los derechos de 
aduana y cualquier otros recargos de efectos equivalentes, y las segundas como 
cualquier medida de carácter administrativo, financiero o cambiario que impida o 
dificulte las importaciones. 
 
El derecho de la libre circulación de mercancías es gran objeto de investigación y 
de estudio por los doctrinantes y juristas europeos, pero lastimosamente, en los 
5 
 
países andinos, este sujeto no es abordado de manera precisa y especial, es decir,  
aunque existen muchos trabajos de investigación y doctrina sobre la integración 
económica andina, ninguno de ellos se centra especialmente sobre el derecho de 
la libre circulación de mercancía, sobre la noción, alcance e interpretación de las 
disposiciones descritas anteriormente, sin embargo, se pueden encontrar algunos 
conceptos del derecho de la libre circulación de mercancía en el derecho andino en 
algunos trabajos de investigación ninguno describe de manera global, integral y 
detallada esta libertad. Por otra parte, pasa un fenómeno parecido en los trabajos 
de derecho comparado, hay muchos trabajos de investigación donde comparan el 
proceso de integración, el ordenamiento jurídico o las instituciones de la Unión 
Europea y de la Comunidad Andina, pero ninguno se centra en un derecho 
comparado del derecho de la libre circulación de mercancía.  
 
Por otra parte, la mayoría de programas de pregrado de derecho no proponen a los 
estudiantes un estudio especial del derecho andino y aún menos del derecho de la 
libre circulación de mercancías, lo que no ocurre en universidades europeas donde 
el estudio del derecho de la Unión Europea es obligatorio para los estudiantes 
incluso desde primer año de pregrado, y el estudio de la libre circulación de 
mercancías es propuesto en algunos casos como obligatorio y en otros como 
optativa. Vale la pena mencionar también que gran parte de los ciudadanos andinos 
no conocen verdaderamente lo que implica la integración económica andina. 
 
Lo anterior para afirmar que si verdaderamente los Estados miembros andinos 
quieren llegar a cumplir todos sus objetivos de integración, se debe hacer más 




Es por estas razones expuestas que he propuesto este trabajo de investigación que 
busca hacer una inmersión en el derecho andino para analizar la manera cómo este 
ha consolidado el derecho de la libre circulación de mercancías a partir de la 
experiencia europea, para poder brindar a la comunidad un estudio de recopilación 
y análisis especializado y organizado.  
 
En este sentido se plantea el siguiente interrogante: ¿Cómo la Comunidad Andina  
ha regulado su derecho de la libre circulación de mercancía de acuerdo al 
















3. JUSTIFICACIÓN  
 
 
Desde 1960, Latinoamérica le ha apostado a la integración regional, pero al día de 
hoy esta integración no ha podido lograrse, es por esto que se debe abandonar la 
idea que los procesos de integración deben ser sólo responsabilidad de los 
gobernantes, pues la integración debe ser un proceso de toda la comunidad. Por 
esta razón, la academia jurídica debe evolucionar al ritmo de la sociedad, y hoy el 
derecho internacional económico y el derecho comunitario ocupa una importante 
plaza en el mundo jurídico, motivo por el cual trabajos de investigación deben ser 
ampliamente dedicados a estos entornos. 
 
Las normas que gobiernan el derecho de la libre circulación de mercancías, así 
como las decisiones que lo interpretan y lo aplican son de obligatorio cumplimiento 
para los Estados andinos. Es por esto tan importante el estudio de esta libertad para 
los estudiosos de derecho tanto para accionar, como para defender a los Estados 
que desconocen estas normas comunitarias. 
 
La mejor manera para estudiar y comprender el derecho, sus disciplinas y sus 
instituciones, es ir a su historia y sus origines, es por esto tan importante para la 
academia de juristas, conocer de primera mano las normas que inspiraron el 
derecho andino, aún más cuando en decisiones importantes la Secretaria Andina y 
el Tribunal Andino evocan y analizan el derecho de la Unión Europea para la 




De esta manera un estudio de derecho comparado de la libre circulación de 
mercancías sería de gran utilidad, aporte y beneficiosa a la disciplina jurídica y 
económica, así como a la comunidad en general, pues al momento de iniciar este 
proyecto de investigación no existen antecedentes de un trabajo de derecho 
comparado que pretenda recopilar, analizar y comparar normas, jurisprudencias y 
doctrina que gobiernan el derecho de la libre circulación de mercancía en el derecho 


















4. OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 
 
 
4.1  GENERAL  
Comparar el ordenamiento jurídico que regula el derecho de la libre circulación de 
mercancías en la Unión Europea y la Comunidad Andina de Naciones para describir 




4.2   ESPECÍFICOS 
  
 Comparar los instrumentos aduaneros comunes establecidos en la Unión 
Europea y la Comunidad Andina de Naciones.  
 
 Comparar las normas que regulan la supresión de las barreras tarifarias a la 
libre circulación de mercancía en el derecho de la Unión Europea y la 
Comunidad Andina de Naciones. 
 
 Comparar las normas que regulan la supresión de la barreras no tarifarias a 
la libre circulación de mercancía en el derecho de Unión Europea y la 
Comunidad Andina de Naciones. 
 
 Describir las diferentes acciones comunitarias preventivas contra las 
restricciones a la libre circulación de mercancía en la Unión Europea y la 




5. MARCO REFERENCIAL 
 
 
5.1   MARCO HISTÓRICO  
 
Para que la Unión Europea y la Comunidad Andina pudieran establecer el derecho 
de la libre circulación de mercancía como se conoce hoy en día, estas dos 
organizaciones tuvieron que seguir una ardua construcción institucional así como 
un largo proceso de consolidación de una integración económica que permita la libre 
circulación de mercancía entre los Estados miembros.   
 
 
5.1.1  La construcción de la Unión Europea 
Las Comunidades Europeas fueron creadas por los Tratados de Paris y de Roma 
en 1950, compuestas por la Comunidad Europa del Carbón y del Acero (que expira 
en julio de 2002), la Comunidad Económica Europea y la Comunidad Europea de la 
energía  Atómica10. En su origen, las Comunidades Europeas estaban centradas 
exclusivamente en los aspectos económicos de la integración europea11.  
 
Sin embargo, hoy, la Unión europea ha superado ese carácter exclusivamente 
económico de la integración europea12 y ha establecido un mercado interior que 
conlleva al: reconocimiento de los derechos, libertades y principios enunciados en 
                                            




12 Id. p. 1054 
11 
 
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea; el establecimiento de 
una política extranjera y de seguridad común; la cooperación en el ámbito de la 
Justicia y los asuntos internos; la ciudadanía europea y el fortalecimiento de la 
democracia a nivel europeo13. La Unión Europa cuenta con 28 Estados miembros*14 
(Reino Unido se retirara el 29 de marzo de 201915). 
 
Es importante hacer una distinción entre la noción de mercado interior y el Espacio 
Económico Europea- EEE16 que extiende el mercado interior a los Estados que no 
integran la Unión Europea17. Al día de hoy, el EEE reúne 31 Estados Europeos, 
entre ellos los 28 Estados miembros de la Unión Europea, Islandia, Liechtenstein, y 
Noruega, estos últimos siendo tres de los cuatros Estados pertenecientes a la 









                                            
13 Ibíd. 
 
14* Alemania, Bélgica, Bulgaria, Chipre, Croacia, Croacia, Dinamarca, España, Letonia, Finlandia, 
Francia, Gracia, Hungría, Irlanda, Italia, Lituania, Letonia, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, 
Portugal, República Checa, Rumania, Reino Unido, Eslovaquia, Eslovenia y Suiza. Consultado 




16 Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Oporto, 2 de mayo de 1992) 
 
17 BOUTAYEB, Chahira. Droit Matériel de l’Union européenne. Issy.les-Moulineaux. LGDJ, Lextenso 





Figura 1. Mapa de los Estados miembros de la Unión Europea y el año de su adhesión19 
 
 
La historia propiamente dicha de la construcción europea remonta a los años 
seguidos a la Segunda Guerra mundial, donde el discurso de Winston Churchill en 
la universidad de Zúrich, el 19 de diciembre de 1946, llamaba a la reconstrucción 
de la familia europea, estableciendo los Estados Unidos de Europa20, lo que 
implicaba la reconciliación de Francia y Alemania21. Este proceso permitió el 
establecimiento del Consejo de Europa, fundado durante mucho tiempo en el seno 
de las Comunidades Europeas22.  
                                            
19 Disponible en : https://www.touteleurope.eu/les-pays-de-l-union-europeenne.html 
 
20 ROUX, Jérôme. Droit général de l’Union européenne. Paris. LexisNexis, 5e édition, 2016, p. 3 
paragr. 1. 
 




La declaración Schuman del 9 de mayo de 1950, inspirada por Jean Monnet y 
pronunciada por el Ministro de Asuntos Exteriores de Francia Robert Schuman, es 
el verdadero acto fundador de Europa Unida23. Francia propone a Alemania y a 
todos los otros países de Europa Occidental la creación de un mercado común del 
carbón y del acero24. Así, la Construcción europea es fundada en la reconciliación 
franco-alemana, en la Unión política que será un objetivo a largo plazo y en un 
método de progresividad25.  
 
El 18 de abril de 1951 es firmado el Trato de Paris que crea la Comunidad Europea 
del Carbón y del Acero (CECA, que entró en vigor el 15 de julio de 1952) reuniendo 
Francia, Alemania, Italia, Bélgica, Luxemburgo y Países Bajos, concluida por una 
duración de cincuenta años26. El tratado CECA estableció una zona de libre 
comercio, así, su artículo 71 preveía la abolición de los derechos de aduanas y las 
restricciones cuantitativas al interior de la Comunidad27. La CECA era financiada por 
recursos propios provenientes de pagos obligatorios de las empresas del sector del 
carbón y del acero, además, era dotada de un aparato institucional entre ellos una 
Alta Autoridad, una Asamblea, una Corte de Justicia y un Consejo Especial28.  
                                            
22 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 3 paragr. 1. 
 
23 GHEVONTIAN, Richard, op. cit., p. 16. 
 
24 DUTHEIL DE LA ROCHÈRE, Jacqueline. Introduction au droit de l’Union européenne. Paris. 
Hachette supérieur, 6e édition, 2010, p. 6.  
25 « L’Europe ne se fera pas d’un coup, ni dans une construction d’ensemble : elle se fera par des 
réalisations concrètes créant d’abord des solidarités de fait. Le rassemblement des nations 
européennes exige que l’opposition séculaire de la France et de l’Allemagne soit éliminée. L’action 
entreprise doit toucher au premier chef la France et l’Allemagne. » — Robert Schuman, declaración 
del 9 de mayo de 1950. 
 
26 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 4 paragr. 4. 
 
27 DUBOIS Louis. BLUMANN Claude. Droit matériel de l’Union européenne. Paris. Lextenso éditions, 
6e édition, 2012, p. 255 nº 444 
 




Como consecuencia de la iniciativa de impulsar la construcción comunitaria en el 
ámbito económico, en 1957, dos nuevas comunidades europeas fueron constituidas 
por los Tratados de Roma (o Tratado FUE), concretamente la Comunidad Europea 
de la Energía Atómica (CEEA o EURATOM) y la Comunidad Económica Europea 
(CEE) *29; Estas instaurando progresivamente un gran mercado común30. De esta 
manera, una unión aduanera fue establecida, llevando al abandono de las barreras 
aduaneras y el establecimiento de una tarifa exterior común31.    
 
La composición de la Comunidades Europeas quedará intacta durante los 
siguientes veinte años a causa del rechazo inicial de Gran Bretaña para unirse a la 
Comunidad pero igualmente por la llegada del General de Gaulle al poder francés32. 
 
Para seguir la integración económica europea era necesario que una cooperación 
política europea  (CPE) fuera establecida oficialmente por el Acta Única Europea de 
1986 firmada en Luxemburgo33. Siendo esta la primera reestructuración profunda 
de los tratados originales gracias a reformas institucionales y materiales, este 
tratado establecía un mercado interior único que se define como un espacio sin 
fronteras interiores en el cual es asegurada la libre circulación de mercancías, de 
personas y de capitales34.  
 
                                            
29 * La CEE englobaba el conjunto de intercambios de mercancías con un régimen específico para 
las armas y los productos agrícolas, pero que luego fue remplazado por el derecho común de la libre 
circulación por parte del legislador europeo y el Tribunal de Justicia teniendo en cuenta que en el 
derecho de la Unión Europea las exigencias de la libre circulación priman sobre cualquier otra 
consideración. Consultado en  DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. Cit., p. 255 nº 445.  
 
30 GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 17 
 
31 DUTHEIL DE LA ROCHÈRE, Jacqueline, op. cit., p.9 
 
32 GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 19 
 
33 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 8 paragr. 12 
 
34 GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 20 
15 
 
El tratado de Maastrich, firmado el 7 de febrero de 1992 y entrado en vigor el primero 
de noviembre de 1993, además de modificar y completar los tratos anteriores crea 
la Unión Europea pero desprovista de personalidad jurídica y autonomía 
financiera35. Dicho tratado ambicionando el establecimiento de una unión política, 
social y monetaria (el euro como única moneda) y la instauración una ciudadanía 
de la Unión, comporta tres pilares que son: la revisión de los tratados comunitarios 
existentes, la política extranjera y de seguridad común (PESC), y la cooperación en 
el ámbito de la Justicia y los asuntos interiores. Además, consagra los principios de 
subsidiariedad y proporcionalidad36. 
 
El tratado de Maastricht fue revisado en dos ocasiones. Primero, por el Tratado de 
Ámsterdam de 1997 que publica una versión consolidada de los tratados de la Unión 
Europea y de la Comunidad Europea, aportando un fortalecimiento de los derechos 
fundamentales y de sus garantías y además reformando cada uno de los tres pilares 
de la Unión37. Igualmente, introdujo una clausula general de flexibilidad*38. 
Posteriormente, el tratado de Maastricht fue revisado por el Tratado de Niza de 2001 
que modifica el  sistema institucional necesario para la expansión de la Unión 
Europea y que además adopta la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea39. 
 
                                            
 
35 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 10-11 paragr. 15-16 
 
36 GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 21 
  
37 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 12 paragr. 17 
 
38 * La cláusula general de flexibilidad permite a una mayoría de los Estados miembros 
comprometerse a una cooperación fortalecida a condición de respetar los objetivos, principios y 
procedimientos propios de la Unión y de permitir a otros Estado añadirse en cualquier momento. 
GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 22  




En 2004, fue elaborado un proyecto de Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa que comportaba importantes innovaciones sobre los 
derechos fundamentales, la repartición de las competencias entre la Unión y los 
Estados miembros, la organización y el funcionamiento de las instituciones junto 
con la tipología de sus actos40. Este tratado constitucional preveía una nueva Unión 
dotada de personalidad jurídica41. Sin embardo, por múltiples razones, la ratificación 
de este tratado fracasó, Francia y Países Bajos rechazaron el texto luego de un 
referéndum, lo que ocasiono un periodo de incertitud y que el tratado nacido muerto 
fuera progresivamente abandonado42.      
 
Finalmente, el Tratado de Lisboa entró en vigor el primero de diciembre de 2009 y 
reformó el sistema institucional con el propósito incrementar su eficacidad y su 
carácter democrático, comprendiendo el otorgamiento de personalidad jurídica a la 
Unión Europea. Materialmente, el tratado reconoce el alcance vinculante de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, autoriza la adhesión a la 
Convención Europea de Derechos Humanos y proporciona una nueva base jurídica 






                                            
40 ROUX, Jérôme, op. cit., p.15 paragr. 22 
 




42 ROUX, Jérôme, op. cit., p. 15 paragr. 23 
 
43 GHEVONTIAN, Richard,  op. cit., p. 29 
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5.1.2  El proceso de integración en América Latina: La comunidad Andina de 
Naciones 
Las negociaciones para la creación de un mercado común en América Latina han 
comenzado desde 1950 bajo la dirección de la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe- CEPAL. Este proceso debía cumplirse por etapas para finalmente 
lograr la conformación de un sistema de preferencias comerciales con el fin de 
promover la independencia regional, generar desarrollo económico, así como 
mecanismos de liberalización comercial entre la mayoría de los países 
latinoamericanos44. 
 
Bajo este propósito aparece la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio – 
ALALC (Tratado de Montevideo de 1960)*45. Sin embargo, la liberalización 
comercial no es lograda al nivel esperado en los años 1960 y 1970, esto a causa de 
los diferentes niveles de desarrollo económico de los países signatarios de este 
tratado46. 
 
Para contrarrestar las incoherencias en el desarrollo económico latinoamericano 
aparecen nuevos escenarios para empezar los procesos de integración sobre la 
base del regionalismo y la complementación de factores de producción entre los 
países que tenían características económicas y sociales análogas. En este 
contexto, aparece el acuerdo de Cartagena de 1969 que es el tratado fundador para 
                                            
44 SALGADO, 1979, citado por ORTIZ VALENZUELA, Enio Enrique. PINHO, María Fátima. Evolución 
jurídica y convergencia de las normas de origen en los procesos de integración económica de la 
Comunidad Andina de Naciones (CAN) y el Mercado Común del Sur (Mercosur) . Acta Universitaria, 
25(1), 31-43, 2015, doi: 10.15174/ au.2015.631, p. 31. Disponible en internet: 
http://www.scielo.org.mx/pdf/au/v25n1/v25n1a4.pdf 
 
45 *Los países signatarios del primer tratado de Montevideo en 1960 concluyen un nuevo tratado en 
1980. Estos son Argentina, Bolivia, Brasil Chile, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela. Consultado en : 
http://perspective.usherbrooke.ca/bilan/servlet/BMEve?codeEve=900 
 




la integración andina, firmado inicialmente por los gobiernos de Bolivia, Colombia, 
Chile (quien denuncia el acuerdo en 1976), ecuador y Perú; Venezuela integra el 
acuerdo en 197347.  
 

















El propósito de esta unión, llamada anteriormente Pacto Andino, era el 
establecimiento de una unión aduanera con el fin de fortalecer el poder de 
negociación y acción de los países de la subregión en el ámbito comercial 
internacional49. Con respecto a los intercambios de mercancías entre los Estados 




48 Disponible en : http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?tipo=QU 
 
49 CONTIPELLI, Ernani. Gobernanza global y análisis comparado de los procesos de integración en 
América Latina: Comunidad Andina y el Mercado del Sur. Bogotá- Colombia, Revista de Relaciones 
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andinos, estos eran sometidos a los acuerdos firmados en torno a la zona de libre 
comercio iniciada por este acuerdo y finalmente concluida en 199350. El acuerdo de 
Cartagena preveía una liberación total del universo de productos a más tardar en 
1980*51. De esta manera, fueron previstas unas modalidades de desgravación entre 
los Estados andinos teniendo en cuenta la situación de los Países relativamente 
menos desarrollados económicamente, es por esto que Bolivia y Ecuador se 
beneficiaron de un acceso más rápido a los otros mercados andinos y de un plazo 
más largo para la apertura de sus propios mercados. Por lo que se refiera a las 
restricciones de todo orden, estas fueron eliminadas desde 1970 entre Colombia, 
Chile y Perú, luego Venezuela las elimina al momento de entrar a la Comunidad en 
1973. Por su parte, Bolivia y Ecuador al momento de desgravación aduanera ya 
mencionado52.  
 
Más tarde, la integración que era en un principio basada en términos económicos 
comenzó a adoptar cada vez más una vocación social. En tal sentido, una reforma 
al Acuerdo de Cartagena es dada por el Protocolo de Trujillo (1996) y de Sucre 
(1997), gracias a la cual, la Comunidad Andina es creada como una integración y 
cooperación entre los Estados en búsqueda de un desarrollo económico y social 
                                            
Internacionales, Estrategia y Seguridad, 12(2), 93-110, 2017. DOI: 
http://dx.doi.org/10.18359/ries.2802 p. 101. Disponible  en ineternet : 
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=6130844 
 
50 BICHARA, Julimar Da Silva.  La comunidad andina. Madrid. La economía internacional en el siglo 
XXI.  Universidad Autónoma de Madrid- Mediterráneo económico 22- ISSN: 1698-3726 | ISBN-13: 




51* «El Programa de Liberación será automático e irrevocable y comprenderá la universalidad de los 
productos, para llegar a su liberación total a más tardar el 31 de diciembre de 1980». Artículo 25 del 
Acuerdo de Cartagena (versión original). 
  
52 SELA (Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe), Secretaría Permanente. Evolución de 
la Comunidad Andina (CAN). Caracas, Venezuela. SELA, 2014, XI Reunión Ordinaria del Consejo 





armónico y equilibrado; comprendiendo reformas institucionales que permitían el 
establecimiento de una zona de libre comercio y de un arancel externo común53.  
 
En el proceso de formación de la Comunidad Andina, los Estados andino 
constataron rápidamente que para poder alcanzar una integración que superara la 
noción de una unión aduanera, la comunidad debía tener sus propios organismos, 
instituciones y sistema jurídico. En consecuencia, la Comunidad Andina es creada 
como una entidad única con personalidad jurídica y un conjunto de organismos e 
instituciones que integran el Sistema Andino de Integración – SAI que a su vez es 
dotado de un sistema jurídico propio54. 
 
 
5.1.3  El proceso gradual para la consolidación de una integración económica 
en la Unión Europea y en la Comunidad Andina de Naciones  
Con el fin que la Unión Europea y la Comunidad Andina pudieran cumplir su proceso 
de integración económica, al día de hoy, la Unión Europea como un mercado interior 
y la Comunidad Andina como una unión aduanera, estas dos organizaciones 
debieron prever diferentes disposiciones en búsqueda de la liberación comercial.  
 
Por su parte el Tratado de Roma, en lo que relativo a los derechos de aduana tanto 
a las importaciones como a las exportaciones entre los Estados miembros previó: 
una cláusula de standstill destinada a suspender las situaciones existentes, un 
calendario preciso y programado para la eliminación de derechos existentes 
puntuales en tres etapas de periodo de transición, así como también, la posibilidad 
de acelerar de dicho calendario de acuerdo a un procedimiento comunitario55; Por 
                                            
53 CONTIPELLI, Ernani, Gobernanza global y análisis comparado de los procesos de integración en 
América Latina: Comunidad Andina y el Mercado del Sur, op. Cit., p.102 
 
54 Ibíd  
 
55 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op.cit., p. 256 nº 446 
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otro lado, en lo relacionado a las restricciones cuantitativas entre los Estados 
miembros, el Tratado previo igualmente una cláusula de standstill que preveía la 
apertura de contingentes nacionales existentes mediante una multilateralización  de 
dichos contingentes tras una ampliación de cantidades de mercancías liberadas, y 
una posibilidad de aceleración del ritmo de desmantelamiento56.  
 
De igual forma en búsqueda de la liberación de derechos y restricciones, el Acuerdo 
de Cartagena previó un programa de liberación estableciendo cuatro grupos o 
canastas de productos: a) Los productos del primer tramo de la Lista Común de la 
ALAC que comprendían productos agropecuarios, semillas, oleaginosas, alimentos 
procesados, productos minerales, libros, fibras textiles, minerales metálicos y 
máquinas; b) La Nómina de no-producidos que comprendía bienes de sectores 
químico, papel, minerales y manufacturas de hierro, manufacturas de otros metales, 
maquinaria, aparatos eléctricos, aparatos de precisión, relojería e instrumentos de 
pesca; c) La nómina de  con productos preseleccionados de sectores industriales; 
y d) la nómina de desgravación automática que cubría los productos no 
comprendidos en las categorías  anteriores57. De igual manera, el Acuerdo de 
Cartagena preveía la presentación de listas de productos por parte de los Estados 
miembros con el fin de excluirlos de los compromisos de liberación comercial y del 
Arancel Exterior Común pero bajo la reserva que estas listas no comprendieran los 
bienes incluidos en la lista común de la ALALC y de los bienes no fabricados. Estas 
listas excluyentes produjeron efecto hasta 1988, pero para Bolivia y Ecuador hasta 
199358.  
 
                                            
 
56 Ibíd.  
 
57  SELA, Secretaría Permanente, Evolución de la Comunidad Andina (CAN), op. cit., p. 9-10 
 




Más rápido que el calendario inicialmente previsto por el Tratado de Roma y a pesar 
del mal tiempo reinante entre los seis Estados miembro, la Unión aduanera europea 
pudo realizarse tanto para los productos agrícolas como para los productos 
industriales. Fue así que desde el primero de julio de 1968 la Comunidad Económica 
Europea contaba con una unión aduanera, donde los Estados miembros debían 
eliminar los derechos de aduana y las restricciones cuantitativas en los intercambios 
intracomunitarios59. 
 
Contrariamente a la Comunidad Económica Europea, el programa de liberación 
andino tuvo estancamientos y un retroceso, como por ejemplo en 1980, debido a la 
complejidad de la puesta en marcha de las diferentes modalidades de desgravación, 
e igualmente situaciones internas de los Estados miembros que ponían en dificultad 
el progreso60. Es por esta razón que desde 1989 los presidentes establecieron la 
simplificación y aceleración del programa de liberación, de esta manera, en 
septiembre de 1992 Bolivia, Colombia, Ecuador y Venezuela terminaron de liberar 
los intercambios entre ellos eliminando los derechos de aduana y las restricciones 
de todo orden. No obstante, el 27 de agosto de 1992, Perú suspendió sus 
compromisos relativos a dicho programa, y además amenazaba con dejar la 
Comunidad, lo que llevo a un periodo de crisis. Sin embargo, los países andinos 
encontraron una solución para evitar que Perú dejará la Comunidad y que se fuera 
integrando poco a poco al programa de liberación61.  Ahora bien, desde el primero 
de enero de 2006 todos los productos originarios de la Comunidad Andina circulan 
libremente, a pesar de que en cada cruce de fronteras internas sean aplicados 
controles aduaneros con respecto a la determinación del origen de las 
mercancías62. En abril de 2006, la Comunidad Andina debió afrontar una nueva 
                                            
59 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op.cit., p. 271 nº 490 
60 CERQUEIRA TORRES, Olga María. La Comunidad Andina de Naciones y la Unión Europea frente 






crisis cuando Venezuela decidiera abandonar la Comunidad aunque se 
comprometiera a mantener las preferencias de derechos de aduana reciprocas 
durante cinco años63.   
 
Por otro lado, aunque los obstáculos tarifarios y no tarifarios debieron desaparecer 
de los intercambios intracomunitarios, tanto la unión aduanera Europa como la 
andina tuvieron que superar obstáculos que frenaban la consecución de un mercado 
común. 
 
Por una parte, en el seno de la Comunidad Económica Europa, durante muchos 
años, diferentes obstáculos de naturaleza fiscal, comercial, sanitaria, reglamentaria 
y técnica perduraron. Es por esto que en 1985, después de una confrontación de la 
Comisión y del Tribunal de Justicia para determinar instrumentos eficaces de lucha 
contra las barreras de naturaleza no tarifaria, fueron clasificadas en un documento 
(el libro blanco) todos los obstáculos en tres categorías: los obstáculos técnicos que 
resultaban de normas de producción o de comercialización, los obstáculos físicos 
cualificados principalmente de controles aduaneros en las fronteras internas de la 
Unión, y los obstáculos fiscales constituido por divergencias entre las tasas del IVA 
o de los impuestos especiales64. Gracias a la cautela del libro blanco y del Acta 
Única Europea (1986), que dotaba al Consejo de Ministros de mejores instrumentes 
de decisión, es establecido un proceso de decadencia relativo de los obstáculos a 
los intercambios: las exacciones de efecto equivalente a los derechos de aduana y 
las medidas de efecto equivalente a las restricciones cuantitativas.  
 









Por otra parte, para la prevención de barreras injustificadas a la libre circulación de 
mercancías en la subregión, la Comunidad Andina ha establecido disciplinas 
básicas indispensables como la regulación de medidas sanitarias y fitosanitarias, 
así como la regulación del derecho comunitario de la propiedad intelectual. Todo lo 
anterior de gran importancia para la libre circulación de mercancías y la regulación 
de obstáculos técnicos al comercio regional65.  
 
 
5.2. MARCO TEÓRICO 
 
Tradicionalmente, las relaciones económicas entre los Estados se apoyaban en dos 
principales teorías: el librecambismo y el proteccionismo66.  
 
En primer lugar, el librecambismo (free tarde) fue anunciado por Charles Davenant 
en el siglo XVII, quien afirmaba que el comercio era libre por naturaleza « trade is in 
its nature free »  y que el Estado no debía hacer nada para interferir en el mismo. 
Más tarde en el siglo XVIII, aparece el economista escoses Adam Smith quien 
apoyaría esta teoría sosteniendo que el comercio permitía la ampliación del 
mercado, siendo su estrechez el principal obstáculo para la aplicación del principio 
de la división del trabajo y de  la productividad; y también que el comercio permitía 
la exportación del producto restante que de manera contraría no tendría demanda; 
estos dos argumentos formaron el leit motiv de todos los librecambistas de los siglos 
XIX y XX67. 
                                            
65  SELA, Secretaría Permanente, Evolución de la Comunidad Andina (CAN), op. cit., p. 17 
 
66 FAUCCI, Riccardo. Liberalismo y proteccionismo. Oikos-Tau, 1989, Barcelona, pp. 25, 33-43. 






En segundo lugar, el proteccionismo, que fue anunciado por el economista alemán 
Friedrich List (1789- 1846) quien afirmaba que el libre comercio servía a las 
economías más desarrolladas para dominar las menos desarrolladas, y que por lo 
tanto, era indispensable habilitar todos los remedios necesarios para la protección 
del nacimiento y desarrollo de la propia industria68.  
 
Más allá, el librecambismo tuvo una existencia efímera debido a que en el último 
tercio del siglo XIX, la tesis proteccionista conoció una popularidad progresiva en 
los Estados Unidos y en Europa. Esta fue sostenida durante la Primera Guerra 
Mundial (obligando la implementación de los numerosos " aparejos de guerra ", es 
decir formas de intervención y de control gubernamental de la economía), y 
posteriormente confirmada con la gran depresión en 1929 cuando cada Estado trató 
de proteger su propia industria para evitar el crecimiento del desempleo69.  
 
La extensión del proteccionismo tuvo por consecuencia que las transacciones 
económicas internacionales fueran diferenciadas de las transacciones internas70. 
Las primeras a diferencia de las segundas debían soportar imposiciones aduaneras, 
cuotas de importación, controles de divisas y  capitales, así como la reglamentación 
bilateral o multilateral de los intercambios71. 
 
Prospectivamente, la integración económica es el proceso por el cual los Estados  
eliminan estas imposiciones administrativas, dichas imposiciones podrían ser 
eliminadas entre todos los Estados para ir logrando una economía mundial 
integrada; no obstante, por razones políticas y económicas, los procesos de 





70 TUGORES QUES, Juan. Economía internacional. Globalización e integración regional. Madrid. 
McGraw-Hill,  2006, p. 109 et s. Citado por Id., p. 2. 
 




integración se efectúan de manera parcial, es decir, cubriendo un número reducido; 
este proceso tiene el nombre de integración regional o de regionalización, 
especialmente cuando implican la integración  de países de una misma zona 
geográfica72.  
 
Existen algunos antecedentes de integración regional, entre ellos Gran Bretaña en 
el siglo XVIII, o Alemania e Italia en el siglo XIX73. Sin embargo, es solo después de 
la Segunda Guerra Mundial que el regionalismo comienza a extenderse de la 
manera en que se conoce hoy74. 
  
Históricamente, la primera ola de modelos regionalista ocurre en los años 1950 
hasta 197075. En esta época,  Corral M. evoca experiencias como la Comunidad 
Económica Europa o el Mercado Común de América Central. Pero, es importante 
señalar que en 1960 fue firmado el Tratado Constitutivo de la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio- ALALC (Tratado de Montevideo, 1960), con el 
cual se inicia el proceso de integración de América Latina76.  
 
Por motivos de los pocos resultados derivados del proceso de integración de 
ALAC77, en 1969 Colombia, Chile, Bolivia, Ecuador y Perú firmaron el Acuerdo de 
                                            
72 Ibíd.  
 
73 MAESSO CORRAL, María.  La integración económica. España. Tendencias y nuevos desarrollos 
de la teoría económica. Información Comercial Española, nº 858, Enero-Febrero 2011, p. 119. 
Disponible sur internet: http://www.revistasice.com/CachePDF/ICE_858_119-
132__660D0F2D853D0505C9F365F4B9CF7C45.pdf 
 
74 Ibíd.  
 
75 Ibíd.  
 
76 SCHEMBRI CARRASQUILLA, Ricardo. NÚÑEZ RIVERO, Cayetano. La Comunidad Andina de 
Naciones (CAN). Revista de Derecho UNED, núm 16, 2015, RDUNED, 2015 p. 664. Disponible en 
internet: http://revistas.uned.es/index.php/RDUNED/article/view/15243/13348  
 




Cartagena que creó la Comunidad Andina de Naciones y que consagra mecanismos 
que buscan la conformación de una unión aduanera entre estos Estado firmantes78. 
En aquella época, la Zona de Libre Comercio Andina fue la primera del continente 
y por esto la que constituye la vanguardia de los procesos de integración de América 
Latina79. 
  
El “patrimonio histórico de la integración” de América Latina en los niveles 
regionales y subregionales se ha construido a partir de una base sólida, que se 
debate entre dos tendencias: el modelo librecambista o anglosajón que impulsa el 
libre comercio sin ningún otro grado de integración que el aspecto comercial, y el 
modelo comunitario o europeo que constituye elementos metaeconómicos, 
implicando así acciones políticas y sociales para la realización de un mercado 
común80.   
 
«El presente Acuerdo tiene por objetivos promover el desarrollo equilibrado y 
armónico de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante la 
integración y la cooperación económica y social; acelerar su crecimiento y la 
generación de ocupación; facilitar su participación en el proceso de integración 
regional, con miras a la formación gradual de un mercado común latinoamericano» 
(Artículo 1, primer párrafo del Acuerdo de Integración subregional Andino) 
 
A partir de la lectura de los objetivos de la Comunidad Andina, especialmente la 
consolidación gradual de un mercado común latinoamericano81, es evidente que 
                                            
78 SELA, Secretaría Permanente, Evolución de la Comunidad Andina (CAN), op. cit., p. 3.  
 
79 CAN, Zona de libre comercio, consultado en: 
http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?id=138&tipo=TE&title=comercio-de-bienes 
 






esta organización se inclina hacía el modelo comunitario europeo y no hacia un 
modelo librecambista.  
 
 
5.3. MARCO JURÍDICO 
 
 
5.3.1  El ordenamiento jurídico de la Unión Europea y de la Comunidad Andina 
de Naciones 
La Unión Europea es una “comunidad de derecho”. Ella crea el derecho europeo, 
es fuente de derecho en los Estados miembros de la Unión y además constituye un 
orden jurídico autónomo en relación con sus Estados miembros y sus órdenes 
jurídicos internos82. De la misma manera que la Unión Europea, la Comunidad 
Andina constituye un orden jurídico establecido como una estructura jurídica 
completa con competencias para crear normas, aplicarlas y ejecutarlas, esto con el 
objetivo de facilitar la integración armonizando las legislaciones nacionales en 
ciertas materias relativas al comercio83. 
 
El derecho comunitario de la Unión Europea84 y la Comunidad Andina85 están 
compuestos por un derecho primario y un derecho derivado. El derecho comunitario 
primario o constitutivo es establecido por Tratados Internacionales, firmados entre 
los Estados miembros, por medio de los cuales se crea la integración, sus órganos 
y sus competencias. En cuanto al derecho comunitario derivado o secundario, la 
Unión Europea define su derecho derivado como las normas derivadas de sus 
                                            
82 DEGRYSE, Christophe,  op. cit ., p. 297 
 
83 PALACIO PUERTA, Marcela. op. cit. 
84 DEGRYSE, Christophe,  op. cit ., p. 297-298 
 
85 SCHEMBRI CARRASQUILLA, Ricardo. NÚÑEZ RIVERO, Cayetano, op. cit., p. 675 
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instituciones*86 ; mientras que la Comunidad Andina lo define como las normas 
derivadas de sus órganos supranacionales*87 a través de las cuales son ejercidas 
las competencias comunitarias cedidas por los Estados miembros a la 
Comunidad88.   
 
Teniendo en cuenta que la Comunidad Andina se ha apoyado fuertemente de las 
fuentes del derecho de la Unión Europea, el Tribunal de Justicia Andino así como 
los órganos institucionales andinos se han inspirado de esta línea normativa89. Por 
esta razón, se encuentra que los principios de primacía y de aplicación directa han 
sido consagrados por el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina (1996)90, los cuales habían sido ya reconocidos por la 
jurisprudencia andina (Sentencia de Nulidad de 10/06/1987- Sentencia 
26/10/1989) ; como anteriormente lo había hecho el Tribunal de Justicia Europeo en 
sus famosas sentencias Van Gend & Loos 5/02/1963, Costa 15/07/1964 et 
Simenthal 9/03/197891.  
 
                                            
 
86 *« …le droit dérivé (c’est-à-dire les normes issues des institutions : règlements, directives, 
décisions, avis et recommandations)» DEGRYSE, Christophe,  op. cit ., p. 298 Traducción propia : 
El derecho derivado, es decir las normas derivadas de las instituciones : reglamentos, directivas, 
decisiones, opiniones (o dictámenes) y recomendaciones  .  
 
87  *Los órganos del CAN que pueden llamarse supranacionales son el Consejo Presidencial Andino, 
el Consejo Andino de Ministros Extranjeros de Relaciones, el Parlamento Andino, la Comisión del 
CAN, el Tribunal de Justicia del CAN y el Secretariado general del CAN; otros órganos del sistema 
Andino de integración son de naturaleza intergubernamental. SCHEMBRI CARRASQUILLA, 
Ricardo. NÚÑEZ RIVERO, Cayetano, op. cit., p. 668-669   
 
88 Id., p. 675 
89Id., p. 674 
 
90 Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (1996), Articulo 3, disponible 
en version : http://www.tribunalandino.org.ec/sitetjca1/TCREACION.pdf 
 




En lo relativo a los principios básicos (que son idénticos en el seno de estas dos 
instituciones), la primacía sobre el derecho nacional implica que la normativa 
comunitaria sea superior al derecho nacional, así este último sería inaplicable en 
caso de ser contrario al primero92. A propósito de la aplicación directa o  carácter 
inmediato, las normas comunitarias conforman directamente el orden jurídico de los 
Estados miembros sin necesidad de un proceso de implementación a nivel interno93. 
Por otro lado, el efecto directo permite la aplicación directa de las normas 
comunitarias a sus ciudadanos*94.   
 
Desde una óptica andina, un elemento de seguridad jurídica necesita precisión, así 
el hecho que la Comunidad Andina disponga de competencias normativas y en la 
medida que estas sean efectivamente ejercidas, dichas normas supranacionales 
harán inaplicables las normas nacionales, especialmente por su expedición y por la 
activación del sistema de solución de diferendos por el desconocimiento de las 
mismas95 ; todo esto en materia de propiedad intelectual y de inversiones 
extranjeras (art. 5 del Acuerdo de Cartagena), de empresas multinacionales andinas 
(art. 56 del Acuerdo de Cartagena), de la libre competencia (art. 93 del Acuerdo de 
Cartagena), de las competencias por la construcción y defensa del mercado común, 
de la libre circulación de bienes y servicios y de la unión aduanera (art. 72-86 del 
Acuerdo de Cartagena)96. 
 
                                            
92 Id., p. 675 
 
93 PUERTA PALACIO, Marcela, op. Cit. 
 
94 “el principio de efecto directo hace referencia a que las normas andinas crean derechos y 
obligaciones en cabeza de los nacionales de los países miembros; de esta forma, los nacionales de 
los países miembros se encuentran habilitados para exigir el cumplimiento de la norma andina a las 
autoridades” (Proceso 90-IP-2008, supra nota 17). Ibíd. note 16 
 






Según Ricardo Schembri C. y Cayetano Núñez R., las normas comunitarias andinas 
no presentan el nivel de desarrollo, extensión a los diferentes cuerpos normativos, 
eficacidad y dinámica social del derecho de la Unión Europea97. Aunque dichos 
autores no brindan una justificación precisa de esta afirmación, esta aseveración 
podría intentar justificarse en razón del desconocimiento de las normas comunitarias 
andinas por ciertos Estados miembros98 y por el hecho que el modelo comunitario 
europeo aporta ampliamente elementos meta económicos99, a diferencia de la CAN.  
 
De igual manera Carolina Blanco Alvarado afirma que el SAI*100 es ineficaz a causa 
de falta de coordinación entre los órganos e instituciones andinas, especialmente 
por : “i) No acatamiento de los fallos de los órganos del Sistema Andino de 
Integración, por la prioridad asignada a las consideraciones locales o internas de 
los países sobre los intereses comunitarios; ii) Por el énfasis dado en la estructura 
institucional de la Comunidad Andina a las actividades adelantadas por entes 
ejecutivos como los Ministerios de Relaciones Exteriores, la Comisión y la 
Secretaría General de la Comunidad Andina, iii) Por la inexistencia de políticas de 
coordinación de los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración en el 
marco del Derecho Andino de la Integración”101.     
 
                                            
97  Id., p. 670 
 
98 Perú y Ecuador no cuentan con bases constitucionales necesarias para asegurar una verdadera 
supranacionalidad y eficacia del derecho comunitario. Id., p. 681 
 
99 SCHEMBRI CARRASQUILLA Ricardo. NÚÑEZ RIVERO Cayetano, op. cit., p. 664  
 
100 *EL SAI,  sistema Andino de Integración, establecido por el Protocolo de Trujillo de 1996, es el 
conjunto de órganos e instituciones andinas  para profundizar la integración subregional andina, 
promover su proyección externa y fortalecer las acciones relacionadas con el proceso de 
integración. Consultado en : http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?tipo=SA 
 
101 BLANCO ALVARADO, Carolina, 2014, citado por CONTIPELLI, Ernani. La Comunidad Andina de 
Naciones y la evolución de integración socioeconómica.  Estudios de Deusto ISSN 0423-4847 • 
ISSN-e 2386-9062, Vol. 64/1, Enero-Junio 2016, Universidad de Deusto, p. 270. DOI: 10.18543/ed-




Del mismo modo, Contipelli sostiene que con mira a los objetivos alcanzados por la 
Comunidad Andina al día de hoy, esta Comunidad no es más que una unión 
aduanera entre los Estados miembros sin alcanzar a consolidarse como una entidad 
supranacional102, debido a que el proceso de integración no se desarrolla mediante 
la otorgación definitiva de la soberanía sino por la atribución de competencias 
conforme al orden jurídico constitucional de los Estados miembros103. Además, es 
ampliamente criticada la utilización de directivas del Consejo Presidencial Andino 
para la toma de decisiones estratégicas relativas al proceso de integración, pues no 
tienen consecuencias jurídico-institucionales por su desconocimiento104. Según 
dicho autor, esta tendencia pone de manifiesto el aspecto intergubernamental que 
domina la dirección política de la Comunidad, la defensa de los intereses nacionales 
en detrimento de los comunitarios; todo esto debilitando cada vez más el proceso 
de integración105.  
 
 
5.3.2  El ordenamiento jurídico en lo relativo a la libre circulación de 
mercancías en la Unión Europea. 
La libre circulación de mercancías constituye un principio primordial de la integración 
europea. Es por esta razón que esta libertad se encuentra consagrada en los 
instrumentos comunitarios que le dio nacimiento a la Unión Europea- TFUE, es decir 
norma que constituye el derecho primario o constitutivo.  
                                            
 
102 CONTIPELLI, Ernani, Gobernanza global y análisis comparado de los procesos de integración en 
América Latina: Comunidad Andina y el Mercado del Sur, op. Cit., p. 108 
 
103 CONTIPELLI, Ernani, La Comunidad Andina de Naciones y la evolución de integración 
socioeconómico, op. cit., p.4. 
 





Así, el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea- TFUE regula la libre 
circulación de mercancías en sus artículos 28, 29, 30, 34, 35 y 36, donde se prohíbe 
en los intercambios de mercancías entre los Estados miembros, tanto los obstáculos 
tarifarios, es decir, los derechos de aduana de importación y exportación o 
exacciones de efecto equivalente, como los obstáculos no tarifarios que comprende 
las restricciones cuantitativas a la importación y exportación, así como también 
todas las medidas de efecto equivalente.  
 
Artículo 28 TFUE 
1. La Unión comprenderá una unión aduanera, que abarcará la totalidad de los 
intercambios de mercancías y que implicará la prohibición, entre los Estados 
miembros, de los derechos de aduana de importación y exportación y de 
cualesquiera exacciones de efecto equivalente, así como la adopción de un 
arancel aduanero común en sus relaciones con terceros países. 
2. Las disposiciones del artículo 30 y las del capítulo 3 del presente título se 
aplicarán a los productos originarios de los Estados miembros y a los productos 
procedentes de terceros países que se encuentren en libre práctica en los Estados 
miembros. 
 
Artículo 29 TFUE 
Se considerarán en libre práctica en un Estado miembro los productos 
procedentes de terceros países respecto de los cuales se hayan cumplido, en 
dicho Estado miembro, las formalidades de importación y percibido los derechos 
de aduana y cualesquiera otras exacciones de efecto equivalente exigibles, 




Artículo 30 TFUE 
Quedarán prohibidos entre los Estados miembros los derechos de aduana de 
importación y exportación o exacciones de efecto equivalente. Esta prohibición se 
aplicará también a los derechos de aduana de carácter fiscal. 
 
Artículo 34 TFUE 
Quedarán prohibidas entre los Estados miembros las restricciones cuantitativas a 
la importación, así como todas las medidas de efecto equivalente. 
 
Artículo 35 TFUE 
Quedarán prohibidas entre los Estados miembros las restricciones cuantitativas a 
la exportación, así como todas las medidas de efecto equivalente. 
 
Artículo 36 TFUE 
Las disposiciones de los artículos 34 y 35 no serán obstáculo para las 
prohibiciones o restricciones a la importación, exportación o tránsito justificadas 
por razones de orden público, moralidad y seguridad públicas, protección de la 
salud y vida de las personas y animales, preservación de los vegetales, protección 
del patrimonio artístico, histórico o arqueológico nacional o protección de la 
propiedad industrial y comercial. No obstante, tales prohibiciones o restricciones 
no deberán constituir un medio de discriminación arbitraria ni una restricción 




El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha velado y garantizado el principio de 
la libre circulación de mercancía constantemente, es por esto que el estudio de sus 
decisiones son imprescindibles para este estudio, además de la obligatoriedad para 
los Estados miembros de la Unión Europea, sus famosas decisiones han sido 
tomadas por la jurisprudencia andina para regular e impulsar su propio derecho de 
la libre circulación de mercancía. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha 
venido no sólo a interpretar el derecho primario de esta libertad, sino a completarlo 
y en ocasiones a limitarlo, aquí se relacionaran algunas de las decisiones del 
Tribunal de la Justicia Europea entre el gran número de decisiones que ha tomado 
concernientes a la libre circulación de mercancía, cada una de estas decisiones 
serán desarrolladas en los resultados o cuerpo de esta investigación: 
 TJCE, 14 de diciembre de 1962, Comisión c/ Luxemburgo  
 TJCE, 16 de junio de 1966, Comisión c/ Alemania  
 TJCE, primero de julio de 1969, Comisión c/ Italia, asunto. 24/28 
 TJCE, 8 de junio de 1971, Deutsche Gramophon, asunto. 78/80, 
    TJCE, 12 de julio de 1973. Riseria Luigi Geddo c/ Ente Nazionale 
Risi.  Petición de decisión prejudicial: Pretura di Milano – Italie, asunto. 2-73.  
 TJCE, 25 de enero de 1977, Bauhuis, asunto. 46/76.  
 TJCE, 27 de marzo de 1977, Iannelli y Volpi, asunto.74/76,  
 TJCE, 20 de febrero de 1979, Rewe-Zentral, asunto.120/78 
 TJCE, 25 de octubre de 1979, Comisión/Italia, asunto. 159/78 
 TJCE, 8 de noviembre de 1979, Groenveld, asunto.15/79  
 TJCE, 14 de diciembre de 1979, Henn y Darby, asunto.34/79,  
 TJCE, 27 de marzo de 1980, Denkavit Italiana, asunto. 61/79 
 TJCE, 7 de abril de 1981, United foods, asunto. 132/80  
 TJCE, 14 de julio de 1981, Oebel, asunto.155/80 
 TJCE, 9 de junio de 1982, Orlandi, asunto.206 al 210/80 
 TJCE, 24 de noviembre de 1982, Comisión c/ Irlanda, asunto.294/81 
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 TJCE, 16 de marzo de 1983, sté italienne pour l’oléoduc transalpin, asunto. 
266/81 
 TJCE, 22 de marzo de 1983, Comisión c. Francia, asunto.42/82 
 TJCE, 20 de abril de 1983, Schutzverband, asunto.59/82  
 TJCE, 11 de diciembre de 1985, Comisión c/ Grecia, asunto.192/84,  
 TJCE, 16 de diciembre de 1986, Comisión c/ Grecia, asunto.124/85 
 TJCE, 7 de mayo de 1987, Cooperativa frutta, asunto.  24/28,  
 TJCE, 30 de mayo de 1989, Comisión c/ Italia 
 TJCE, 14 de marzo de 1990, Comisión c/ Italia, asunto.  C-137/89 
 TJCE, 24 de noviembre de 1993, asunto. C-267 et 268/91,  
 TJCE, 30 de noviembre de 1993, Deutsche Renaut, asunto.C- 317/91,  
 TJCE 15 de diciembre de 1993, Ruth Hünermund y otros, asunto. C-292/92,  
 TJCE, 9 febrero de 1994, Comisión c/ Italia, asunto. C-119/ 92 
 TJCE, 26 de noviembre de 1996, Graffione c/ Fransa, asunto. C-313/94, 
 TJCE, 7 de mayo de 1997, Pistre, asunto. C- 321 et 324/94 
 TJCE, 9 de julio de 1997, Konsumenombudsmannen, asunto.C-34, 35 y 
36/95 
 TJCE, 22 de abril de 1999 CRT France international, asunto. C-109/98,  
 TJCE, 26 septiembre de 2000, Comisión c/ Francia, asunto. C-23/99, 
 TJCE, 27 de febrero de 2002, Comisión c/ Francia, asunto. C-302/00 
 TJCE, 22 de junio de 2003, Schmidberger, asunto.C-112/00, 
 TJCE, 8 de junio de 2006, Visserijdriff D.J. Koornstra, asunto. C-517/04,  
 TJCE, 18 de enero de 2007, Brzezinski, asunto.  C-313/05 
 TJUE, 17 noviembre 2009, Regione Sardegna, asunto. C- 169/08 






5.3.3  El ordenamiento jurídico en lo relativo a la libre circulación de mercancía 
en la Comunidad Andina de Naciones. 
La libre circulación de mercancías constituye el pilar de la integración andina. Es 
por esto que esta libertad se encuentra consagrada en el Acuerdo de Cartagena, el 
instrumento comunitario que dio nacimiento a esta Comunidad y que constituye el 
derecho primario o constitutivo.   
 
El Acuerdo de Integración Subregional Andino- Acuerdo de Cartagena regula la 
libertad de circulación de mercancía en sus artículos 72, 73 y 77, donde eliminan y  
prohíben de las importaciones los gravámenes y las restricciones de todo orden, los 
primeros se entienden como los derechos de aduana y cualquier otros recargos de 
efectos equivalentes, y las segundas como cualquier medida de carácter 
administrativo, financiero o cambiario que impida o dificulte las importaciones. 
 
Artículo 72 del Acuerdo de Cartagena 
El Programa de Liberación de bienes tiene por objeto eliminar los gravámenes y 
las restricciones de todo orden que incidan sobre la importación de productos 
originarios del territorio de cualquier País Miembro. 
 
Artículo 73 del Acuerdo de Cartagena  
Se entenderá por “gravámenes” los derechos aduaneros y cualesquier otros 
recargos de efectos equivalentes, sean de carácter fiscal, monetario o cambiario, 
que incidan sobre las importaciones. No quedarán comprendidos en este concepto 




Se entenderá por “restricciones de todo orden” cualquier medida de carácter 
administrativo, financiero o cambiario, mediante la cual un País Miembro impida o 
dificulte las importaciones, por decisión unilateral. No quedarán comprendidas en 
este concepto la adopción y el cumplimiento de medidas destinadas a la: 
a) Protección de la moralidad pública; 
b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad; 
c) Regulación de las importaciones o exportaciones de armas, municiones y otros 
materiales de guerra y, en circunstancias excepcionales, de todos los demás 
artículos militares, siempre que no interfieran con lo dispuesto en tratados sobre 
libre tránsito irrestricto vigentes entre los Países Miembros; 
d) Protección de la vida y salud de las personas, los animales y los vegetales; 
e) Importación y exportación de oro y plata metálicos; 
f) Protección del patrimonio nacional de valor artístico, histórico o arqueológico; y 
g) Exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, productos 
radiactivos o cualquier otro material utilizable en el desarrollo o aprovechamiento 
de la energía nuclear. 
 
Artículo 77 del Acuerdo de Cartagena  
Los Países Miembros se abstendrán de aplicar gravámenes y de introducir 






De acuerdo al artículo 74 del Acuerdo de Cartagena, la Secretaria General Andina, 
de oficio o a petición de parte, determinará, en los casos en que sea necesario, si 
una medida adoptada unilateralmente por un País Miembro constituye “gravamen” 
o “restricción”. Es por eso, tan importante para el estudio del derecho de la libre 
circulación de mercancía, analizar las resoluciones de la Secretaria General a lo 
largo de esta investigación, entre ellas las siguientes: 
 Secretaria General, Resolución 1254 12 de agosto 2004  
 Secretaria General,  Resolución 958- 23 de septiembre 2005  
 Secretaria General,  Resolución 1289 - 12 de noviembre de 2009.  
 Secretaria General, Resolución Nº 1695, 6 de junio 2014.  
 
El Tribunal Andina de Justicia es el órgano jurisdiccional de la Comunidad Andina, 
de carácter permanente, supranacional y  comunitario, instituido para declarar la 
legalidad del derecho comunitario y asegurar su aplicación e interpretación 
uniforme en todos los Países Miembros. Es por esto, que  para el estudio del 
derecho de la libre circulación de mercancías en la Comunidad Andina es 
necesario estudiar y analizar sus sentencias más importantes relativas a este 
tema, entre ellas: 
 Tribunal Andino. Proceso 03-AI-96, 24 de marzo 1997  
 Tribunal Andino. Proceso 3-AI-97, 07 de diciembre de 1998 
 Tribunal Andino. Proceso 12-AN-99 de 24 de septiembre de 1999    
 Tribunal Andino. Proceso 2-AN-98, 2 de junio, 2000 







5.4. MARCO CONCEPTUAL 
 
 
5.4.1  Acuerdos supraestatales de integración económica  
En el ámbito económico, existen cuatro tipos de acuerdos supraestatales de 
integración económica, estos son: los acuerdos de libre comercio, las uniones 
aduaneras, el mercado común y la unidad económica supraestatal106. Siguiendo 
este orden, los acuerdos de libre comercio tiene como principal característica la 
reducción o en algunos casos la eliminación de las barreras arancelarias a los 
productos comerciales intrarregionales. Por su parte, las uniones aduaneras 
profundizan la integración pues además de eliminar las barreras arancelarias, estas 
fijan objetivos comunes hacia el exterior, es decir buscan una política comercial 
común. El mercado común implica una política comercial común así como una 
entera liberación de factores de producción, donde se crea un nuevo orden 
supraestatal que se relaciona con los órdenes jurídicos nacionales de los Estados 
miembros, especialmente mediante el principio de competencia. Finalmente, la 
unidad económica supranacional que además de las mismas exigencias del 
mercado común, consta de una armonización de políticas macroeconómicas y 
regulatorias107. 
 
De acuerdo con esta definición, la Comunidad Andina pertenece al segundo tipo de 
integración: la unión aduanera. Así pues, aunque este proceso preveía la creación 
                                            
 
106 GRACIA GUERRERO José Luis, L. Las Integraciones Económicas Supraestatales y los Acuerdos 
entre Bloques Económicos en Definitiva, la Globalización como Último embate al Concepto Racional 
Normativo de Constitución (2014) – En PRATS, E. J. . JIMINIÀN, M. V. (coords) Constitución, Justicia 
Constitucional y Derecho Procesal Constitucional. República Dominicana: Instituto Dominicano de 
Derecho Constitucional, 2014. citado por CONTIPELLI, Ernani, La Comunidad Andina de Naciones 





de un mercado común, este objetivo ha fracaso especialmente por la creación de la 
Alianza del Pacifico que cubre México, Colombia, Perú y Chile108.  
 
Pero el fracaso de la creación de un mercado común andino ha sido también la 
consecuencia de la ausencia de voluntad política y de concordancia entre los Estado 
miembros para el establecimiento de una política común. En otras palabras, la falta 
de una percepción única sobre el fututo del proceso de integración109. 
 
A pesar de las discordancias internas entre los gobiernos andinos se ha llegado a 
un consenso relativo a la necesidad de mantener y fortalecer la cooperación entre 
los Estados andino, y así desarrollar su proceso de integración como un medio para 
darle un rol más importante a la región en la escena política y comercial 
internacional y de esta manera poder afrontar los desafíos de la globalización110. En 
este contexto, el proceso de liberación andina ha permitido el crecimiento sostenido 
del comercio intracomunitario, el incremento sustantivo del componente 
manufacturero de exportaciones, el aprendizaje para competir en otros mercados, 
así como la generación de empleo de calidad por parte de las exportadoras.111.  
 
Por lo que respecto a la experiencia europea, la Unión Europa ha logrado la 
consolidación de un mercado único europeo, o también llamado mercado común 
europeo, que se define como un espacio sin fronteras interiores en el cual es 
asegurada la libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales112.  
                                            
 
108 GRACIA GUERRERO, José Luis, 2014, citado por  Id., p. 10 
 








Es importante evocar estos conceptos relativos a los diferentes niveles de 
integración en un estudio del derecho de la libre circulación de mercancías, pues, 
las disposiciones del TFUE relativas a la libertad analizada en esta investigación 
empiezan con la afirmación “La Unión comprenderá una unión aduanera, que 
abarcará la totalidad de los intercambios de mercancías y que implicará la 
prohibición, entre los Estados miembros, de los derechos de aduana de importación 
y exportación y de cualesquiera exacciones de efecto equivalente, así como la 
adopción de un arancel aduanero común en sus relaciones con terceros países” 
(Artículo 28-1 TFUE). 
 
Pero esta noción no sólo se presenta a nivel comunitario sino también a nivel 
internacional donde el artículo XXIV-8 del Acuerdo General sobre Aranceles 
aduaneros y comercio (GATT de 1947) dispone que: 
“a) se entenderá por unión aduanera, la substitución de dos o más territorios 
aduaneros por un solo territorio aduanero, de manera: 
i) que los derechos de aduana y las demás reglamentaciones comerciales 
restrictivas (excepto, en la medida en que sea necesario, las restricciones 
autorizadas en virtud de los artículos XI, XII, XIII, XIV, XV y XX) sean 
eliminados con respecto a lo esencial de los intercambios comerciales entre 
los territorios constitutivos de la unión o, al menos, en lo que concierne a lo 
esencial de los intercambios comerciales de los productos originarios de 
dichos territorios; y 
ii) que, a reserva de las disposiciones del párrafo 9, cada uno de los 
miembros de la unión aplique al comercio con los territorios que no estén 
comprendidos en ella derechos de aduana y demás reglamentaciones del 
comercio que, en substancia, sean idénticos;” 
 
En resumen, a partir de esta definición, la unión aduanera comporta dos 
consecuencias, la primera en el plan interno que implica la eliminación de derechos 
                                            





de aduana y las reglamentaciones comerciales restrictivas de los intercambios 
comerciales entre los Estados miembros, es decir los dos grandes componentes 
que comportan la libre circulación de mercancía, y otra consecuencia en el plan 
externo que exige la identidad de derechos de aduanas aplicables a los 
intercambios con tercero Estados. 
  
 
5.4.2  La libre circulación de mercancías  
Gracias al establecimiento de la libre circulación de mercancías, los intercambios 
entre Estados miembros de una unión aduanera deberán gozar  la mismas 
libertades y atribuciones que se atribuyen a los intercambios nacionales, es decir 
que se deberán eliminar tanto las barreras tarifarias como las no tarifarias de estos 
intercambios.  
 
5.4.2.1  Las barreras tarifarias a la libre circulación de mercancía.  
La supresión de barreras tarifarias a la libre circulación de mercancías implica la 
eliminación tanto de derechos de aduana que de las exacciones de efecto 
equivalente, lo anterior está regulado en el artículo 28 TFUE y los artículos 72 y 73 
del Acuerdo de Cartagena. 
 
Por una parte, los derechos de aduana son un impuesto de consumo que aqueja 
las mercancías en la importación o exportación, lo que conduce a reglamentar 
también su reparto en territorio; pero es sobre todo la entrada de los productos de 
procedencia extranjera que da lugar a percepciones establecidas y combinadas, de 
manera sea a mantener la igualdad entre los productos o  mercancías importadas y 
sus similares sometidos en el interior, a impuestos de consumo, o sea a 
proporcionar la eficacia de los mismos impuestos interiores, o sea por último, a 
44 
 
animar ciertas industrias nacionales y a defenderlas contra la competencia 
extranjera (G. Dufour, 1869) 
 
Por otra parte, en cuanto a las exacciones de efecto equivalente a los derechos de 
aduana, tanto el Tribunal de Justicia de la UE como de la CAN han aportado 
precisiones necesarias sobre su noción; primero, el Tribunal de Justicia de la UE 
precisa que una carga pecuniaria, así sea mínima, unilateralmente impuesta, 
cualquiera que sea su denominación y su técnica, y que grave, las mercancías 
nacionales o extranjeras por el hecho de su tránsito por una frontera, constituye una 
exacción de efecto equivalente, aunque no sea percibida en beneficio del Estado, 
ni que ejerza ningún efecto discriminatorio o protector y a pesar de que el producto 
gravado no se encuentre en competencia con un producto nacional (TJCE, primero 
de julio de 1969, Comisión c/ Italia, 24/68); después, el Tribunal de Justicia Andino 
ha establecido que « la definición legal no restringe el concepto de gravámenes a 
los derechos aduaneros sino que lo amplía, de una manera bien generosa a, 
cualesquier otros recargos de efectos equivalentes »113; en esta lógica, cualquiera 
que sea la suma que imponga unilateralmente un Estado miembro por el hecho de 
las importaciones que se efectúen en su territorio provenientes y originarias de otro 
Estado miembro, sin que esta constituya una contraprestación financiera de un 
servicio prestado, constituye una recargo de efecto equivalente114. 
 
5.4.2.2  Las barreras no tarifarias a la libre circulación de mercancía. 
La libre circulación de mercancías no puede ser completada solamente con las 
barreras tarifarias sino que también debe asegurarse la supresión de obstáculos no 
tarifarios que tienen como característica común actuar de una manera disfrazada y 
                                            
113TJA, 24 septiembre 1999, proceso 12-AN-99, disponible en: 
http://intranet.comunidadandina.org/Documentos/DocumentosEntrada/E00001052011.pdf  
 




así tener una influencia preponderante en la circulación de mercancía115. La 
supresión de las barreras no tarifarias implican la eliminación de restricciones 
cuantitativas como de las medidas de efecto equivalente. 
 
Por una parte, se suprimen los  contingentes cuantitativos los cuales  tienen por 
finalidad fijar por un periodo dado la cantidad de mercancías determinadas que se 
están dispuestas a admitir en el territorio116. 
 
Por otra parte, las medidas de efecto equivalente podrían definirse como todo acto 
de los Estados miembros susceptible de impedir directamente o indirectamente, 
actualmente o potencialmente el comercio intracomunitario 
  
 
5.5. ESTADO DEL ARTE  
 
Esta investigación pretende realizar un estudio de derecho comparado del derecho 
de la libre circulación de mercancías entre las integraciones regionales de 
integración: Unión Europea y Comunidad Andina, con el fin de analizar y describir 
como la Comunidad Andina ha basado su derecho de la libre circulación de 
mercancía desde el derecho de la Unión Europea, es por esta razón que fue hecha 
una búsqueda entre las diferentes fuentes europeas y latinoamericanas, esta 
investigación se dividió en tres partes: una primera dedicada al estudio de esta 
libertad en la Unión Europea, la segunda al estudio de dicha libertad en la 
Comunidad Andina, y por último la búsqueda de estudios de derecho comparado 
                                            
115 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 55 nº 90  
 
116 BERR, Claude J, op. cit., p. 28. 
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implicando estas dos organizaciones en la libre circulación de mercancía, así pues 
en este orden:  
 
 
5.5.1  Estado del arte en el marco europeo  
Las investigaciones en las fuentes europeas, principalmente en las fuentes 
francesas nos arrojaron que el estudio de la libre circulación de mercancía ha sido 
un tema muy abordado por los juristas, doctores y doctrinantes.  
 
Así en las fuentes electrónicas europeas se encontró diferentes trabajos de 
investigación relativos a este tema, entre los más recientes:  
 
En 2015, Jacques Hémon, en la Universidad Rennes 1, realizó una tesis titulada “le 
rôle de la Cour de justice de l’Unión européenne dans le processus de constitution 
et d’évolution du marché intérieur des marchandises”, en español: El rol del Tribunal 
de justicia de la Unión Europa en el proceso de constitución y evolución del mercado 
interior de mercancías, en la cual sostiene que la jurisprudencia del Tribunal de 
justicia de la Unión Europea equivale a una verdadera guía del mercado interior de 
mercancías, donde a falta de una armonización, esta viene a dirimir los conflictos 
entre el principio de la libre circulación de mercancías y las políticas no económicas 
alegadas por los Estados miembros de la Unión Europea. Por otra parte, la acción 
de los jueces comunitarios se caracteriza por interpretaciones ambiciosas del 
tratado que pone en riesgo la claridad de dicha línea jurisprudencial. De esta manera 
el análisis realizado en esta tesis indica un compromiso algunas veces criticado 
entre los desafíos mercantiles y los imperativos no comerciales. Asimismo, el 
Tribunal de justicia de la Unión Europea promueve una evolución hacía una 
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jurisprudencia estable que es indicio de madurez en la búsqueda del compromiso 
necesario para la realización de un mercado integrado y el respeto de la soberanía 
nacional. 
 
En 2013, Ousmane Bougouma en la Universidad Ouaga II realizó una tesis titulada 
“la libre circulation des marchandises en droit communautaire européen et UEMOA”, 
en español la libre circulación de mercancías en derecho comunitario europeo y 
UEMO, donde se sostiene que la libre circulación de mercancías es una de las 
cuatro libertades comunitarias consagradas por el Tratado FUE y el Tratado 
UEMOA (Unión Económica y monetaria de África Occidental), siendo el alter ego de 
los artículos 28 al 37 del TFUE los artículos 4 y 77-81 del Tratado UEMOA, en esta 
tesis el doctor examina el cuadro jurídico UEMOA de la libre circulación de 
mercancías siendo este suficientemente análogo al modelo europeo. 
 
En 2012, Luis Gonzales Vaqué, bajo el  British Institute of International and 
Comparative Law, hizo un estudio titulado libre circulación de mercancías: no todo 
es perfecto117 donde se pretendía examinar el progresivo desarrollo de la libre 
circulación de mercancías desde el primitivo Mercado Común hacía su futuro, 
utilizando un esquema clásico que implicaba tener en cuenta que esta libertad se 
sienta en un conjunto de reglas, que implican la supresión de obstáculos de 
cualquier naturaleza que interfieran en su realización a través de la prevención de 
nuevas restricciones gracias a la creación de reglas armonizadas y reglas comunes, 
teniendo como objetivo final la conformación de un único espacio económico.    
 
                                            





Por otra parte, se acudieron a las fuentes documentales de la Biblioteca 
Universitaria y de Doctorado de la Universidad de Poitiers donde se encontró un 
numero pertinente de manuales de derecho de diferentes actores que coincidían 
con presentar de una manera organizada e integral el derecho de la libre circulación 
de mercancía describiendo para esto, lo que implicaba la conformación de una unión 
aduanera  y su reglamentación aduanera; la supresión de barreras tarifarias, su 
noción, su campo de aplicación y su rembolso; así como la supresión de barreras 
no tarifarias que implica el estudio de su noción, clasificación y derogación; además 
de describir los diferentes mecanismos de prevención de barreras a la libre 
circulación de mercancía entre ellos, la armonización e instrumentos de información, 
alerta y control. De esta manera, estos manuales presentan una recopilación de las 
normas concerniente a la libre circulación de mercancía, así como la jurisprudencia 
de la Unión Europa, entre ellos en el curso de esta investigación se analizaron los 
siguientes: 
 Chahira BOUTAYEB. Droit matériel de l’Union européenne. Issy-Les-
Moulineaux. Lextenso éditions, 4e édition, 2017. 
 Claude J. BERR. Introduction au droit douanier. Paris. ED. ECONOMICA, 
nouvelle édition, 2008. 
 Cyril NOURISSAT. Droit des affaires de l’Union européenne. Paris. Dalloz, 3e 
édition, 2010. 
 Jean-Luc Albert. Douane et droit douanier. Paris. Puf, question judiciaires, 1er 
édition, 2013.  
 Jean-Bernard BLAISE & Anne-Sophie Choné- GRIMALDI. Droit des affaires 
de l’Union européenne. Paris. Thémis droit puf, 1er édition, 2017 
 Louis DUBOIS et Claude BLUMANN. Droit matériel de l’Union européenne. 





5.5.2  Estado del arte en el marco andino 
El proceso de investigación en las bases de datos de la Universidad Libre así como 
en google académico nos arroja como resultado que el derecho de la libre 
circulación de mercancía es un tema medianamente estudiado pues la mayoría de 
las investigaciones dedicadas a  la Comunidad Andina tienen el objeto analizar el 
proceso de integración económica andina (lista 1), o abordan este tema pero desde 
una óptica simplemente económica y no jurídica (lista 2). Sin embargo, existen 
ciertos estudios destinados a ciertos elementos de la libre circulación de mercancía 
en la Comunidad Andina pero no abordan esta libertad de forma integral y ordenada 
(lista 3). No obstante la Secretaria General Andina ha presentado algunos estudios 
que podrán guiar la investigación concerniente al derecho de la libre circulación de 
mercancía pero siendo estos muy antiguos a la fecha de hoy (lista 4). 
 
 Lista 1: Antecedentes investigativos que tienen como objeto analizar el 
proceso de integración económica andina 
 
Teniendo en cuenta que la integración económica andina no es objeto central de 
esta investigación, las diferentes investigaciones encontradas relativas a este tema  
serán expuestas brevemente: 
 
En 2017, en Bogotá- Colombia, Ernani CONTIPELLI, realizo un estudio titulado 
“Gobernanza global y análisis comparado de los procesos de integración en 
América Latina: Comunidad Andina y el Mercado del Sur”, que fue publicado en la 
Revista de Relaciones Internacionales, Estrategia y Seguridad, 12(2), 93-110, 2017,  
En 2016, Ernani CONTIPELLI, realizó un estudio titulado “La Comunidad Andina de 
Naciones y la evolución de integración socioeconómico”, que fue publicado en 
Estudios de Deusto ISSN 0423-4847 • ISSN-e 2386-9062, Vol. 64/1, Enero-Junio 




En 2012, En Madrid, España, Julimar Da Silva BICHARA realizo un estudio 
llamado La comunidad andina, que fue publicado en “La economía internacional en 
el siglo XXI”.  Universidad Autónoma de Madrid- Mediterráneo económico 22- ISSN: 
1698-3726 | ISBN-13: 978-84-95531-54-4 | [285-294]. 
 
En 2011, en  España, María  MAESSO CORRAL realizó un estudio titulado “La 
integración económica” que fue publicado en Tendencias y nuevos desarrollos de 
la teoría económica. Información Comercial Española, nº 858, Enero-Febrero 2011. 
 
 Lista 2: Antecedentes investigativos que abordan la libre circulación de 
mercancía en la Comunidad Andina desde una óptica meramente 
económica 
 
Los resultados de la búsqueda de antecedentes investigativos relativos al derecho 
de la libre circulación de mercancía en la Comunidad Andina, nos indica que esta 
libertad ha sido repetidamente estudiada e investigada pero desde una óptica 
meramente económica, muy diferente a la óptica que pretende este trabajo de 
investigación que es analizar y describir dicha libertad desde una óptica jurídica y 
particularmente desde el derecho comparado. Algunos de estos estudios 
encontrados son: 
 
En cumplimiento de la Actividad I.1.5. del Programa de Trabajo de la Secretaría 
Permanente del SELA para el Año 2014, denominada “Evaluación de los 
mecanismos subregionales de integración de América Latina y el Caribe: CAN-
CARICOM– MERCOSUR-SICA; y de las nuevas modalidades de integración: 
ALBA-TCP y de la Alianza del Pacífico, su dimensión latinoamericana y caribeña”, 
la secretaría Permanente del SELA (Sistema Económico Latinoamericano y del 
Caribe) realizó un estudio titulado “la Evolución de la Comunidad Andina (CAN)” con 
el objetivo de  destacar la situación actual y el grado de evolución de la Comunidad 
Andina en sus aspectos económicos, comerciales e institucionales, conforme a sus 
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objetivos y en sus diferentes dimensiones y aspectos relevantes. Con el fin de 
fundamentar un conjunto de conclusiones y recomendaciones para impulsar su 
profundización. En este estudio se pueden ilustrar diferentes elementos de la libre 
circulación de mercancía pero esto, desde una óptica económica donde se describe 
su historia y su situación actual. 
 
En 2007, Fausto Maldonado, estudiante de maestría en relaciones internacionales 
mención economía política internacional de la Universidad Andina Simón Bolívar, 
realizó una tesis titulada “El Comercio Intracomunitario de Bienes dentro del 
Proceso de Integración Andino” donde analiza la evolución del comercio 
intracomunitario andino de bienes pero enfocándose en los principales productos 
exportados por los Estados miembros andinos, y así determinando sus 
características, beneficiarios y los limitantes que no permitieron avances en la 
integración andina.  
  
 Lista 3: Antecedentes investigativos que estudian de manera parcial 
elementos que comporta la libre circulación de mercancías en la 
Comunidad Andina 
 
La búsqueda de antecedentes investigativos en las bases de datos de la 
Universidad Libre y en google académico arrojo como resultado ciertos estudios que 
se han centrado en algunos elementos que comportan la libre circulación de 
mercancía como las normas de origines o las sanciones aduaneras como medidas 
restrictivas del comercio, pero que no abordan de una manera integral y ordenada 
todos los componentes, nociones, derogaciones, interpretaciones o instrumentos 
preventivos de la libre circulación de mercancías. 
 
En 2017, Gonzalo David Gamarra Podberscek estudiante de maestría en Derecho 
Internacional Económico de la Pontificia Universidad Católica del Perú realizó una 
tesis titulada “las sanciones aduaneras como medidas restrictivas del comercio: una 
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revisión a partir de la jurisprudencia del  Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina” , con el objetivo de demostrar de qué manera las sanciones aduaneras o 
sus propuestas pueden constituir medidas restrictivas al comercio contrarias al 
principio de libre circulación de mercancías que protege el artículo 72 y 73 del 
Acuerdo de Cartagena, este estudio se realiza a través de la revisión de la 
jurisprudencia andina, como también de la legislación y jurisprudencia europea, así 
pues, estas dos organizaciones sostienen que sólo pueden ser cuestionadas las 
sanciones o propuestas de sanción que tengan un efecto restrictivo, es por eso que 
en el curso de esta investigación es estudiado el principio de proporcionalidad que 
deben seguir las restricciones al comercio para ser justificadas conforme al derecho 
de la Unión Europea y de la Comunidad Andina. Finalmente, la tesis concluye que 
las sanciones aduaneras, tales como las multas o las propuestas de multas emitidas 
por las autoridades aduaneras de los Estados andinos, pueden tener un efecto 
restrictivo del comercio y, por ello, pueden constituir una medida de efecto 
equivalente a las restricciones cuantitativas incompatibles con los artículos 72 y 73 
del Acuerdo de Cartagena. 
 
En 2015, Enio Enrique ORTIZ VALENZUELA y María Fátima PINHO realizaron un 
estudio titulado “Evolución jurídica y convergencia de las normas de origen en los 
procesos de integración económica de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y 
el Mercado Común del Sur (Mercosur)”, publicado en Acta Universitaria, 25(1), 31-
43, 2015, doi: 10.15174/ au.2015.631 que tenía por objetivo hacer un estudio de la 
evolución jurídica de las normas de origen como instrumento de política comercial 
para el acceso de bienes al mercado de países del Mercado Común del Sur 
(Mercosur) y la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Dicha investigación se 
realizó mediante un análisis documental de las normativas andinas y del Mercosur 





La Universidad Andina Simón Bolívar, como Órgano académico del Sistema Andino 
de Integración, durante las gestiones académicas del 2005 a 2007, ha realizado un 
amplio trabajo de cooperación con el Proyecto ATR Comercio I UE/CAN con mira a 
la enseñanza virtual aduanera. En este contexto en 2007 es realizado un estudio 
por María N. Salvato Ferrara titulado: “Normas de origen de las mercancías”, que 
comprende el estudio de las principales normas o regímenes de origen 
preferenciales y no preferenciales que aplican los Países miembros de la 
Comunidad Andina para calificar el origen de las mercancías de exportación o 
importación que son objeto de intercambio: dentro de la subregión; con los países 
participantes de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI); y con 
terceros países como los Estados Unidos, Canadá y los países de la Comunidad 
Europea. Este trabajo de investigación con el objetivo de que los alumnos: conozcan 
el alcance y contenido de los regímenes de origen preferenciales y no preferenciales 
aplicados a las mercancías de exportación o importación de la Comunidad Andina; 
interpreten y apliquen los regímenes de origen preferenciales y no preferenciales 
que conciernen al intercambio comercial de la Comunidad Andina; estén 
capacitados para determinar o calificar el origen de las mercancías a los fines de 
declaración y certificación del origen, de  revisión del certificado de origen al 
momento del despacho aduanero de las mercancías y del control posterior del 
origen. 
 
 Lista 4: Los antecedentes investigativos relativos al derecho de la libre 
circulación de mercancía realizados por la Secretaria General Andina 
 
La Secretaria General Andina ha realizado algunos estudios que abordan el derecho 
de la libre circulación de mercancía en la Comunidad Andina y que podrán guiar 
esta investigación, sin embargo, estos estudios son muy antiguos a la fecha de hoy, 
por lo que en el trascurso de la investigación se deberán hacer esfuerzos 
complementarios para determinar el estado actual de la libre circulación de 




La Comisión de la Comunidad Andina en su Noventa Período Ordinario de 
Sesiones, realizado, el 28 y 29 de marzo de 2005 en Lima - Perú, encargó a la 
Secretaría General identificar las restricciones al comercio intracomunitario y 
recomendar acciones para resolver dificultades de acceso al mercado andino para 
productos de interés de los países. En este contexto, en 2005 la Secretaria General 
Andina presentó un documento de trabajo donde identifica 27 casos en los cuales 
se registraban problemas en el intercambio comercial entre los países andinos, en 
productos del sector agropecuario (13 de naturaleza sanitaria y fitosanitaria y 14 de 
naturaleza administrativa y comercial). De esta manera gracias a que este informe 
recopila la información de los casos, su estado y recomendaciones, este podrá ser  
una guía de esta investigación para identificar las jurisprudencias andinas a analizar. 
 
En 2003, el abogado de la Secretaría General de la Comunidad Andina, Pierino 
Stucchi López Raygada realizó un artículo titulado “Libre comercio de bienes en la 
Comunidad Andina- Eliminación de gravámenes y restricciones” donde describe la 
evolución del comercio en la Comunidad Andina entre los años 1961 y 2001, 
evocando las disposiciones normativas y jurisprudenciales relativas al programa de 
liberación andino, es decir, las que regulan la eliminación de gravámenes, 
restricciones y sus excepciones. 
 
 
5.5.3  Estado del arte en el marco derecho comparado: Unión Europea – 
Comunidad Andina de Naciones  
En el proceso de búsqueda de antecedentes investigativos relativos a trabajos de 
derecho comparado del derecho de la libre circulación de mercancía en la Unión 
Europea y la Comunidad Andina, ningún estudio fue encontrado. 
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Fueron solamente encontrados trabajos de derecho comparado centrados en el 
proceso de integración que no es el objeto de investigación, y por ello serán 
mencionados algunos entre ellos brevemente: el artículo escrito en 2015 por  
Ricardo Schembri Carrasquilla y Cayetano Núñez Rivero titulado “La Comunidad 
Andina de Naciones (CAN)”; así como también el libro titulado “La Comunidad 
Andina de Naciones y la Unión Europea frente a la dinámica global” escrito por Olga 
María Cerqueira Torres en España en el año 2013. 
 
En resumen, la búsqueda de antecedentes investigativos relativos al tema de esta 
investigación que es el derecho de la libre circulación de mercancía en las 
organizaciones de integración: Unión Europea y Comunidad Andina, da como 
resultado que este tema es un tema medianamente conocido y que aunque ha sido 
examinado repetidamente desde una óptica meramente económica ninguno de 
ellos ha sido dedicado exclusivamente a la comparación de esta libertad en estas 





6. DISEÑO METODOLÓGICO  
 
 
6.1   TIPO DE ESTUDIO  
 
Este estudio de investigación es descriptivo-exploratorio-correlacional en razón de 
que primero se analizará el derecho de la libre circulación de mercancías en los 
ordenamientos jurídicos de la Unión Europea y de la Comunidad Andina 
descomponiendo cada uno sus elementos para de esta manera poder centrar la 
atención que amerita su noción, clasificación, distinción, interpretación y excepción. 
Después, se procederá a la comparación entre cada uno de los elementos que 
comporta la libre circulación de mercancía en estos dos derechos comunitarios 
viendo sus semejanzas y diferencia para así poder describir cómo la Comunidad 




6.2  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
El proyecto de investigación “DERECHO DE LA LIBRE CIRCULACIÓN DE 
MERCANCIAS EN LAS ORGANIZACIONES REGIONALES DE INTEGRACIÓN: 
UNION EUROPEA – COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES. TRABAJO DE 
DERECHO COMPARADO” tiene un enfoque cualitativo puesto que se utiliza la 
recolección de datos sin medición numérica para resolver la pregunta de 
investigación ¿Cómo la Comunidad Andina  ha regulado su derecho de la libre 
circulación de mercancía de acuerdo al modelo de la Unión europea?  
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El método de investigación utilizado en el presente estudio es inductivo, debido a 
que se pretende conocer en mayor profundidad el derecho de la libre circulación de 
mercancías en la Unión Europea y la Comunidad Andina a través  de la recolección 
y el análisis de las normas comunitarias, jurisprudencia y doctrina.  
 
 
6.3  INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
 
Para la recolección de la información se realizara una actividad exploratoria de las  
normativas comunitarias, jurisprudencia y doctrina relativas al derecho de la libre 
circulación de mercancía en la Unión Europea y la Comunidad Andina.  
 
 
6.4  TÉCNICAS DE ANÁLISIS DE INFORMACIÓN  
 
La intención de este proyecto de investigación es analizar y describir cómo la 
Comunidad Andina ha regulado su derecho de la libre circulación de mercancía de 
acuerdo a la experiencia europea, para esto se tendrá en cuenta la descripción 







7. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  
 
 
7.1   LOS INSTRUMENTOS ADUANEROS COMUNES EN LA UNIÓN EUROPEA 
Y LA COMUNIDAD ANDINA  
 
El establecimiento de una unión aduanera en el seno de la Unión Europea (de ahora 
en adelante: UE) y de la Comunidad Andina de Naciones (de ahora de adelante: 
CAN) ha dado lugar a la reglamentación de múltiples normas comunitarias que 
establecen un procedimiento y un tratamiento armonizado para las mercancías que 
entran en el territorio. Cabe señalar que los instrumentos aduaneros europeos han 
sido objeto de una codificación a través de un Código Aduanero Comunitario (hoy 
Código Aduanero de la UE –CAU)118. 
 
Los derechos de aduana aplicados a una mercancía son calculados según la 
clasificación de la mercancía, su valor y su origen119.  
 
 
7.1.1  La clasificación de las mercancías  
Para la identificación y clasificación de la mercancía, la UE y la CAN han establecido 
un Sistema Común de Nomenclatura. De esta manera, por medio del reglamento 
(CEE) nº 2658/87 del 23 de julio de 1987 del Consejo Europeo, una nomenclatura 
tarifaria y estadística fue adoptada en la UE120. Por su parte, la CAN adoptó un 
                                            
118Id. p. 43 nº 63 
 
119 BLAISE, Jean-Bernard. CHONÉ-GRIMALDI, Anne-Sophie, op. cit., p. 27 nº 41 
 
120BOUTAYEB, Chahira, op. cit.,p. 44 nº 66 
59 
 
Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías de la 
Comunidad Andina – NANDINA establecido en la Decisión 812 y posteriormente 
modificada por la Decisión 821121. Así pues, tanto el sistema de nomenclatura 
adoptado por la UE122 como aquel adoptado por la CAN123 tienen por objeto 
establecer un Sistema Armonizado de Designación y de Codificación de Mercancías 
dirigido por la Organización Mundial de Aduanas (OMA) que permite simplificar la 
labor de los importadores, exportadores, productores, transportadores y autoridad 
aduaneras. Estos dos sistemas además de clasificar las mercancías para la 
determinación de los derechos de aduana aplicables a la importación, cumplen un 
rol de estadística del comercio exterior124. Además, para la recopilación y la 
traducción informática de los datos del Sistema de Nomenclatura, la UE y la CAN 
han establecido una tarifa integrada, el código TARIC- Tarifa integrada de la UE125 
y el ARIAN- Arancel Integrado Andino126.  
 
 
7.1.2  El valor en aduana de la mercancía  
El valor en aduana de la mercancía es regulada por el artículo 70 del Código 
Aduanero de la UE con respecto a la UE127 y por la Decisión 571 relativo a la CAN128, 
                                            




122 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p 44 nº 66 
 




124Ibid. ; et  BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p 44 nº 66 
 
125BOUTAYEB, Chahira, op. cit.,p 46 nº 73 
 
126 Consultado en: http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?id=118&tipo=TE&title=arancel-
integrado-andino-arian 
 




en estas dos normas se precisa que el valor en aduana es el valor de transacción, 
es decir el precio efectivamente pagado o a pagar por la mercancía, no obstante 
estas normas establecen otros métodos secundarios para la determinación del valor 
de la mercancía. 
 
7.1.3  La determinación del origen de la mercancía 
El origen de la mercancía es el criterio que designa el país donde la mercancía ha 
sido producida, fabricado o transformada129. Dentro de la UE y la CAN, para la 
determinación del origen de la mercancía se encuentran dos situaciones: 
Por una parte, son consideradas como originarias las mercancías completamente 
obtenidas en un Estado miembro, esto tanto en la UE como en la CAN130, así como 
también las completamente obtenidas en un país beneficiario, esto solamente en la 
UE131. 
 
Por otra parte,en el derecho de la UE132 y de la CAN133  son consideradas como 
originarias las mercancías que hayan tenido una transformación substancial en un 
Estado miembro; la UE también admite como originarias  las mercancías que hayan 
                                            
128 Comisión de la CAN, Decisión 571 de diciembre 2003, Valor en Aduana de las Mercancías 




129 BLAISE, Jean-Bernard. CHONÉ-GRIMALDI, Anne-Sophie, op. cit., p. 31 nº 47  
 
130 Comisión de la CAN, Decisión 416 del 30 julio de 1997- Normas Especiales para la Calificación y 




131 SALVATO FERRARA, María N. « Normas de origen de las mercancías». UE CAN Asistencia 
Técnica Relativa al comercio I. Universidad Andina Simón Bolívar, 2007, Lima Perú, p. 184. 
Disponible en version numérique sur:   
http://www.comunidadandina.org/StaticFiles/201164224832libro_atrc_origen.pdf 
 
132BOUTAYEB, Chahira, op. cit.,pp. 48-49 nº 79 
 




tenido una transformación substancial en un país beneficiario134según los criterios 
de variación de posición tarifaria en la nomenclatura comunitaria, de elaboración o 
transformación y del criterio de porcentaje de materiales no originarios resultante de 
un proceso de ensamblaje e incorporación. Vale la pena advertir que los criterios 
anteriores solo se aplican cuando la mercancía no está sujeta a exigencias 
específicas. 
 
Además, existen otros criterios complementarios para la determinación del origen 
de la mercancía en estas dos organizaciones135, como la acumulación, el transporte 
directo o la transformación insuficiente. 
 
Ahora bien, aunque las normas descritas se parecen en su contenido, fueron 
establecidas con un objetivo diferente. Así pues en la UE, la determinación del 
origen real de las mercancía, cuando estas entran en la Unión provenientes de 
terceros países, es indispensable para que sea correctamente ejecutada la Política 
Comercial de la Unión (art. 206 y s. TFUE); esta política implica un tratamiento 
diverso de intercambios exteriores, especialmente por el Sistema de Preferencias 
Tarifarias acordadas a ciertos países136. He aquí la gran diferencia entre la UE y la 
CAN, el lento establecimiento de una Política Aduanera Común en la CAN 
particularmente a causa del abandono del Arancel Externo Común- AEC, 
remplazado por el compromiso de adoptar una Política Aduanera que aún no ha 
sido pactada, lo que trae como consecuencia que la CAN sea considerada como 
una Unión Aduanera imperfecta (Anexo A). En este sentido, la Decisión 416 
                                            
134 SALVATO FERRARA, María N, op. cit., p. 184. 
 
135Relativo a la UE, Id. p. 37, también Origen preferencial en la UE consultado en: http://origen-
mercancias.es/es/origen-en-la-ue/origen-preferencial-en-la-ue. Relativo a la CAN: decisión 416, op. 
Cit artículos 7, 9 et 11.   
 
136« la connaissance de l’origine réelle des marchandises, lorsqu’elles entrent dans l’Union en 
provenance de pays tiers, est indispensable pour que soit correctement exécutée la politique 
commerciale de l’union (art. 206 et s. TFUE). Cette politique comporte en effet un traitement diversifié 
des échanges extérieurs, notamment par le système des préférences tarifaires consenties à certains 
pays »BLAISE, Jean-Bernard. CHONÉ-GRIMALDI, Anne-Sophie, op. cit., p. 30 nº 47. 
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establece los criterios generales que tienen que cumplir las mercancías para ser 
consideradas como originarias de un Estado miembro y así beneficiarse  del 
programa de liberación comercial andina137.  
 
Es pertinente señalar otra diferencia entre estas dos integraciones, como lo es el 
hecho que en la CAN solamente los productos originarios de la comunidad sean 
beneficiarios del principio de la libre circulación de mercancía. Mientras que en la 
UE, la libre circulación de mercancía beneficia tanto a las mercancías originarias de 
los Estados miembros como a los productos puestos en libre práctica138, es decir, 
“los productos procedentes de terceros países respecto de los cuales se hayan 
cumplido, en dicho Estado miembro, las formalidades de importación y percibido los 













                                            
 
137 Decisión 416 del 30 julio 1997, op. cit. 
 
138 “Las disposiciones del artículo 30 y las del capítulo 3 del presente título se aplicarán a los 
productos originarios de los Estados miembros y a los productos procedentes de terceros países que 
se encuentren en libre práctica en los Estados miembros”  Articulo  28-2, TFUE. 
139Artículo 29 del TFUE.  
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7.2   LA SUPRESION DE BARRERAS TARIFARIAS A LA LIBRE CIRCULACIÓN 
DE MERCANCIAS 
 
La supresión de barreras tarifarias a la libre circulación de mercancías implica la 
eliminación tanto de derechos de aduana que de exacciones de efecto equivalente, 
lo anterior está regulado en el artículo 28 TFUE y los artículos 72 y 73 del Acuerdo 
de Cartagena. Sin embargo, el derecho de la UE y de la CAN reconocen ciertas 
tasas legítimas como las imposiciones interiores no discriminatorias y la 
remuneración de un servicio prestado.  
 
 
7.2.1  La prohibición de derechos de aduana y de exacciones de efecto 
equivalente en los intercambios intracomunitarios 
Debido al establecimiento de la unión aduanera de la UE (art. 28 del TFUE) y del 
programa de liberación de bienes (art. 72 del Acuerdo de Cartagena), tanto los 
derechos de aduana como las exacciones de efecto equivalente fueron eliminadas 
de los intercambios intracomunitarios. 
 
De esta manera, es necesario analizar lo que implica la eliminación de derechos de 
aduana, para luego dedicar la atención a las exacciones de efecto equivalente, 







7.2.1.1  La supresión de derechos de aduana en los intercambios 
intracomunitarios  
Desde una perspectiva etimológica, el término “Douane” viene de la palabra person 
“Divan” designando el gobierno del sultan y su poder absoluto140. Así, la tasación 
aduanera es el medio más antiguo y más elaborado de protección contra la invasión 
de productos extranjeros en competencia con la producción interna; siguiendo esta 
lógica, imponer a la mercancía importada una tasa que aumenta su precio, es un 
medio de restablecer el equilibrio entre los productores nacionales y extranjeros141.  
 
En otras palabras, Los derechos de aduana son un impuesto de consumo que 
aqueja las mercancías en la importación o exportación, lo que conduce a 
reglamentar también su reparto en el territorio; pero es sobre todo la entrada de los 
productos de procedencia extranjera que da lugar a percepciones establecidas y 
combinadas, con el objeto, sea a manera de mantener la igualdad entre los 
productos o  mercancías importadas y sus similares sometidos en el interior, a 
impuestos de consumo, o sea a proporcionar la eficacia de los mismos impuestos 
interiores, o sea por último, a animar ciertas industrias nacionales y a defenderlas 
contra la competencia extranjera (G. Dufour, 1869)142. 
 
El aduanero puede interesarse en cualquier bien mueble corporal, desde que tenga 
como finalidad el tránsito de una frontera. Es entonces difícil buscar excepciones a 
esto, puesto que en el campo del derecho aduanero, pueden encontrarse tanto  
bienes de uso personal como bienes destinados al comercio, y tanto los bienes del 
Estado como de los individuos. Así pues una simple carta que contiene una 
                                            
140 BERR, Claude J. Introduction au droit douanier, ED. ECONOMICA, nouvelle édition, 2008, Paris, 
p. 5. 
 
141Id.,  p. 23. 
 
142 DUFOUR, G., 1869, citado por ALBERT, Jean-Luc. Douane et droit douanier. Puf, question 




información onerosa  sobre virus productos de un laboratorio puede convertirse en 
una mercancía143 .  
 
Dar una definición realmente satisfactoria del derecho de aduana no es fácil. En 
primer lugar, porque el concepto de una percepción efectuada al momento del 
tránsito de una mercancía es muy amplia, puesto que el transito puede dar lugar a 
otros gravámenes como por ejemplo la fiscalidad indirecta, las tasas de control o 
estadísticas. En segundo lugar, una definición centrada en las características 
propias del derecho de aduana y especialmente en sus efectos no es menos difícil 
pues con omisión al efecto inmediato de un derecho de aduana (su valor se añade 
al de la mercancía), el hecho de atribuir la calidad de derecho de aduana solamente 
a las tasas destinadas a proteger una producción nacional conduciría a buscar el 
carácter protector en cada percepción en la frontera.   
 
En este sentido, cómo hacer para entrar en la categoría de derechos de aduana, 
dignos de este nombre, aquellos derechos que tienen una tasa mínima, como por 
ejemplo de 2% o 3% donde su efecto económico significativo estaría en 
discusión144. 
 
Es así que de acuerdo a la actual ideología del derecho positivo,  el derecho de 
aduna sería un derecho particular especial145. Es por esta razón que tanto el 
derecho de la UE como el derecho de la CAN establecieron la prohibición no 
solamente de derecho de aduana sino de exacciones o recargos de efecto 
equivalente.  
 
                                            
143 BERR, Claude J., op. cit., p. 9 
 






7.2.1.2  La supresión de exacciones de efecto equivalente a los derechos de 
aduana en los intercambios intracomunitarios 
Las exacciones de efectos equivalentes a los derechos de aduana son prohibidas 
en el TFUE y el Acuerdo de Cartagena, es entonces pertinente hacer un estudio 
comparativo sobre la noción de estos recargos en el derecho de la UE y de la CAN, 
con el fin de saber si la cualificación proporcionada por la CAN ha sido una 
incorporación del derecho de la UE o si esta organización ha propuesto nuevos 
elementos relativos a la misma. 
 
A diferencia del TFUE que guarda silencio sobre la noción de las exacciones de 
efecto equivalente a derechos de aduana146 , El Acuerdo de Cartagena da una pista 
sobre la noción de estos recargos de efecto equivalente disponiendo que estos 
pueden ser de carácter fiscal, monetario o cambiario, que inciden sobre las 
importaciones147. 
 
Tanto el Tribunal de Justicia de la UE como de la CAN han aportado precisiones 
necesarias sobre la noción de estas exacciones. Por una parte, el Tribunal de 
Justicia de la UE precisa que una carga pecuniaria, así sea mínima, unilateralmente 
impuesta, cualquiera que sea su denominación y su técnica, y que grave, las 
mercancías nacionales o extranjeras por el hecho de su tránsito por una frontera, 
constituya una exacción de efecto equivalente, aunque no sea percibida en 
beneficio del Estado, ni que ejerza ningún efecto discriminatorio o protector y a 
pesar de que el producto gravado no se encuentre en competencia con un producto 
nacional (TJCE, primero de julio de 1969, Comisión c/ Italia, 24/68)*148. Por otra 
                                            
146  DUBOUIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 273 nº 493. 
 
147 Artículo 73, Acuerdo de Cartagena.  
 
148 *Se debe subrayar que el Tribunal de Justicia Europea se había pronunciado ya sobre la noción 
de exacciones de efecto equivalente, el 14 de diciembre de 1962 comisión c/ Luxemburgo, donde 
había advertido que una exacción de efecto equivalente es un derecho unilateralmente impuesto, no 
importa cuál sea su denominación que afecte específicamente el producto importado a exclusión del 
producto nacional similar, teniendo como resultado la alteración en el precio como un derecho de 
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parte el Tribunal de Justicia Andino ha establecido que « la definición legal no 
restringe el concepto de gravámenes a los derechos aduaneros sino que lo amplía, 
de una manera bien generosa a, cualesquier otros recargos de efectos equivalentes 
»149; en esta lógica, cualquiera que sea la suma que imponga unilateralmente un 
Estado miembro por el hecho de las importaciones que se efectúen en su territorio 
provenientes y originarias de otro Estado miembro, sin que esta constituya una 
contraprestación financiera de un servicio prestado, constituye una recargo de 
efecto equivalente150. 
 
A partir de estas definiciones, en sentido del derecho de la UE y de la CAN se 
encuentran elementos comunes en estas nociones. Es así posible  distinguir unos 
elementos formales y materiales151. 
 
 LOS ELEMENTOS FORMALES  
En primer lugar, de acuerdo a los elementos formales, tanto la cualificación como la 
naturaleza de un recargo (el carácter fiscal, monetario o cambiario) impuesto por un 
Estado miembro dificultando la libre circulación de mercancías intracomunitarias,  




                                            
aduanas. Pero es luego de 1969 que la exigencia de carácter discriminatorio es abandonado por el 
Tribunal y prefiere adoptar una definición más amplia 
  
 
149TJA, 24 septiembre 1999, proceso 12-AN-99, disponible en internet: 
http://intranet.comunidadandina.org/Documentos/DocumentosEntrada/E00001052011.pdf  
 
150 Id., p. 13. 
 
151 Este estudio comparativo va a seguirse de acuerdo a la distinción hecho por Louis Dubouis et 
Claude Blumann sobre los elementos formales y materiales de la noción de exacciones de efecto 
equivalente en el derecho de la UE, consultada en  DUBOUIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. Cit.,   




ORIGEN ESTATAL  
En el derecho de la UE y de la CAN, el origen estatal de una exacción de efecto 
equivalente es evidente; por una parte, el antiguo artículo 12 CEE indicaba que los 
Estados miembros se abstendrían de introducir entre ellos nuevos derechos de 
aduana a la importación y a la exportación o exacciones de efecto equivalente y de 
aumentar aquellas que se aplican en sus relaciones comerciales mutuas; por otra 
parte, el artículo 77 del Acuerdo de Cartagena dispone que los Estados miembros 
se abstendrán de aplicar derechos y de introducir restricciones de todo orden a las 
importaciones de los bienes originarios de la subregión.  
 
En este contexto, fue necesaria una aceptación más larga de este elemento; con 
este fin, el Tribunal de Justicia de la UE extendió la calificación de exacciones de 
efecto equivalente a las medidas adoptadas por las colectividades sub estatales así 
como también por los organismos privados que ejercen prerrogativas de poder 
público152. En igual sentido, el Tribunal de Justicia Andino ha calificado como un 
recargo de efecto equivalente una tasa destinada a un instituto público o privado, 
en pro o no de fin estatales, después de haberse demostrado que dicho recargo no 
constituía una remuneración por un servicio prestado*153. 
 
EL TRÁNSITO DE UNA FRONTERA COMO HECHO GENERADOR  
Tanto para el derecho de la UE que para el derecho andino, una exacción de efecto 
equivalente es generada por el tránsito de una frontera. Pues en el derecho de la 
UE, en virtud del artículo 28 del TFUE, una exacción de efecto equivalente es 
prohibida cuando grave los productos nacionales exportados así como los 
productos importados. Ahora bien, en una primera lectura del artículo 72 del 
                                            
152 DUBOUIS, Louis.  BLUMANN, Claude, op. Cit., p. 274 nº 496. 
 
153* « (…) Y es indiferente el destino de la misma, toda vez que la discutida cuota puede ser destinada 
a una institución pública o privada, para cumplir fines estatales o no, sin que ello, una vez demostrado 
que no se trata de una tasa por los servicios prestados al importador, tenga para los efectos de la 




Acuerdo de Cartagena, un recargo de efecto equivalente es prohibida cuando graba 
los productos importados provenientes y originarios de otro Estado miembro, esta 
lectura descartaría los recargos de efecto equivalente a los productos exportados, 
sin embargo a partir de la lectura de la decisión  28, Normas para Prevenir o Corregir 
las Distorsiones en la Competencia Generadas por Restricciones a las 
Exportaciones, de la Comisión Andina, se puede afirmar que la CAN también ha 
reconocido la noción de recargos de efecto equivalente a las exportaciones*154. 
Todo lo anterior, refleja la gran semejanza que existe en estos dos derechos 
comunitarios, en otras palabras, la incorporación del derecho de la UE en el derecho 
de la libre circulación de mercancía en la CAN. 
 
 ELEMENTO SUSTANCIAL : LA CARGA PECUNIARIA COMO FINALIDAD DE 
UNA EXACCIÓN DE EFECTO EQUIVALENTE 
Ahora, tanto el Tribunal de Justicia de la UE*155 como el Tribunal de Justicia 
Andino*156 han admitido como único elemento determinante para la calificación de 
                                            
154 * “Constituyen restricciones a las exportaciones objeto de la presente Decisión, todas aquellas 
medidas de carácter cuantitativo o administrativo, mediante las cuales los Países Miembros impiden, 
restringen o dificultan sus ventas dentro de la Subregión. Asimismo, los derechos aduaneros u otros 
impuestos que graven exclusivamente las exportaciones a otro País Miembro. Quedan excluidas de 
la presente Decisión, entre otras, las restricciones a las exportaciones de productos primarios 
tradicionales, amparadas en Convenios Internacionales, y de productos alimenticios de primera 
necesidad cuando exista desabastecimiento en el País Miembro que las aplica”. Decisión 284 de la 
Comisión Andina, op. cit. Artículo 3.  
 
155 * la tasa conduce necesariamente a un encarecimiento, así sea minimo, del costo del producto 
en el mercado  TJCE, 25 de enero de 1977, Bauhuis, asunto. 46/76., Rec., 5. Citado par DUBOUIS, 
Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 277 nº 502   
 
156 *“la definición legal no restringe el concepto de gravámenes a los derechos aduaneros sino que 
los amplía de una manera bien generosa, a “cualesquier otros recargos de efectos equivalentes”… 
cuyo único condicionante es que incidan sobre las importaciones, encareciéndolas o dificultándolas” 
TJA, proceso 12. AN-99, op. cit., p. 12 – “Se protege todas aquellas situaciones con las cuales se 
pretenda recargar el valor de las importaciones que, por estar realizándose dentro de una zona de 
libre comercio, no deben gravarse con suma alguna derivada del hecho mismo de las importaciones 





una exacción de efecto equivalente el enriquecimiento de las mercancías así resulte 
mínimo.   
 
De esta manera, los dos órganos jurisdiccionales comunitarios han calificado ciertas 
situaciones como exacciones de efecto equivalente, entre ellas: los gastos 
administrativos y tasas correspondientes a la elaboración de documentos 
administrativos necesarios para el tránsito de la frontera157 ; por parte de la UE, la 
introducción del Documento Administrativo Único158  ha permitido la eliminación de 
más de setenta documentos, comprobantes o formularios159. Por otro lado, la 
Secretaría General Andina*160 ha calificado como un recargo de efecto equivalente 
una tasa impuesta por Venezuela por el concepto de legalización consular para los 
certificados de inspección sanitaria,  como condición previa para la importación de 
ciertos productos alimentarios161. Los gastos ocasionados por los controles 
técnicos, sanitarios, veterinarios, entre otros,  impuestos sobre las mercancías que 
transitan las fronteras fueron prohibidos por el Tribunal de Justicia de la UE162 ; de 
                                            
157 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 280 nº 508 
 




160 La Secretaria General como órgano ejecutivo de la CAN debe velar por el cumplimiento del orden 
juridico comunitario, y por esta razón dispone de un poder resolutivo propio para determinar si una 
medida unilateralmente adoptada por un Estado miembro constituye una restricción o un derecho en 
virtud al Acuerdo de Cartagena. Consultado en: Consultado en: 
http://www.comunidadandina.org/SolControversias.aspx?fr=99 o también Decisión 425, Reglamento 
de Procedimientos Administrativos de la Secretaría General de la Comunidad Andina disponible en: 
https://view.officeapps.live.com/op/view.aspx?src=http://intranet.comunidadandina.org/ 
Documentos/decisiones/dec425.doc    
 
161 Secretaria General de la CAN, Resolución 958, 23 septiembre 2005, p.3 disponible en: 
http://www.comunidadandina.org/solucionControversias/DetalleExpediente2.aspx?IdExp=1806&IdP
roced=202&CodExp=SG-RG-  16&Con=0  
 
162 TJCE, 14 de marzo de 1990, Comisión c/ Italia, asunto.  C-137/89, CDE 1991, p. 143, nº 152 




la misma manera, el Tribunal de Justicia Andino ha calificado como un recargo de 
efecto equivalente una tasa por concepto de un control fitosanitario163. Las tasas 
destinadas a la recolección y establecimiento de datos estadísticos o económicos 
también son prohibidas164. 
 
Como fue mencionado anteriormente, la sola carga pecuniaria es suficiente para la 
calificación de una exacción de efecto equivalente. De esta manera, el Tribunal de 
Justicia de la UE ha condenado como una exacción de efecto equivalente una tasa  
controvertida aun si el producto extranjero no se encontraba en competencia con 
ningún producto nacional165, o incluso cuando esta no tuviera ningún efecto 
discriminatorio o protector hacía los productos nacionales166.  
 
Siguiendo la lógica según la cual las exacciones o recargos de efecto equivalente 
son prohibidos en los intercambios intracomunitario, pedir un rembolso de las tasas 
indebidamente pagadas podría ser solicitado por los individuos afectados.  
 
7.2.1.3  El rembolso del pago indebido de una exacción de efecto equivalente  
En primer lugar, un recurso por incumplimiento ha sido previsto en el derecho de la 
UE y la CAN para asegurar que los Estados miembros cumplan con sus 
obligaciones frente a la integración, en este caso, la obligación de suprimir y 
abstenerse de establecer tanto las barreras tarifarias como las no tarifarias al 
                                            





164 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,p. 280 nº 509 
 
165 TJCE, 7 mayo 1987, cooperativa frutta, asunto 24/28, Rec., 193 citado por DUBOIS, Louis. 
BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 277 nº 502 
 




principio de la libre circulación de mercancía. En el contexto europeo, este recurso 
puede ser presentado por la Comisión quien es guardiana de los tratados o por los 
Estado miembros167.  Mientras que en el derecho andino, dicho recurso puede ser 
iniciado por la Secretaria General, un Estado miembro, y también los particular 
afectados168. No obstante, este recurso conduce a una simple declaración de 
incumplimiento, y parece insuficiente para reparar el perjuicio sufrido por los 
importadores o exportadores por la imposición de restricciones tarifarias contrarias 
al derecho de integración169. 
 
Es por esta razón que el Tribunal de Justicia de la UE ha reconocido el principio de 
rembolso, siendo a su razonamiento la sola sanción eficaz con respecto a los 
Estados miembros170. Esta obligación de restitución es reconocida por el nacimiento 
de los hecho litigiosos, en otras palabras, al momento de la institución de la tasa y 
no al momento de la decisión judicial de condenación171, por otra parte, conforme al 
principio de autonomía institucional y procedimental de los Estados miembros el 
establecimiento de los parámetros del rembolso incumbe a las jurisdicciones 
nacionales172. Aun así, el Tribunal de Justicia de la UE, tratando de conciliar este 
último principio con el principio de rembolso, ha establecido que las modalidades de 
dicho rembolso no deben ser menos favorables que aquellos relativos a recursos 
internos idénticos173. Este elemento se combina con el hecho que la misma 
                                            
167 Id. p. 282-283 nº 583  
 
168 Artículo 23, 34 et 25, Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
(1996) 
 
169 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,,  p. 283,  nº517 
 
170 TJCE, 27 de marzo de 1980, Denkavit Italiana, asunto. 61/79, Rec, 1205. Citado por Id. p. 282 nº 
517 
 
171Ibid. p. 283 nº 519 
 





disposición debe igualmente permitir a los litigantes ejercer los derechos que 
obtienen del efecto directo de la disposición europea en causa174.  
 
Contrario al Tribunal de Justicia de la UE, la jurisprudencia andina no ha reconocido 
expresamente el principio de rembolso, puesto que, de una parte aunque una tasa 
sea calificada como una barrera contraria al Acuerdo de Cartagena y debiendo el 
Estado miembro eliminarla, la Secretaria General Andina no puede decidir, indicar 
o evocar los medios adecuados para que un Estado cumpla dicha obligación y/o la 
obligación de eliminar la restricción175; por otra parte, el Tribunal de Justicia Andino 
ha indicado que compete al Estado que estableció la restricción adoptar las 
acciones que considere pertinente para este efecto176.  Se tiene el ejemplo de la 
DIAN Colombiana que por la solicitud de unos particulares afectados, procedió al 
rembolso de tasas percibidas a Título de remuneración por servicio aduaneros 
prestados, siendo estas calificadas como derechos contrarios al Acuerdo de 
Cartagena, pero donde fue discutida la fecha a partir de la cual la obligación de 
rembolso se origina y siendo esta cuestión objeto de recurso de interpretación 
judicial177 . 
 
Gracias a los principios de supremacía, la aplicación y el efecto directo del derecho 
andino, el desconocimiento de normas jurídicas del orden comunitario ocasiona la 
responsabilidad de quien causa un daño a otro por medio de una conducta ilícita178. 




175 LÓPEZ RAYGADA, Pierino Stucchi. « Libre comercio de bienes en la Comunidad Andina- 









178 LÓPEZ RAYGADA, Pierino Stucchi, op. cit., p.311. 
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Bajo esta lógica, frente a las tasas indebidamente pagadas, las personas afectadas 
podrán acudir a los tribunales nacionales competentes para reclamar su rembolso 
en detrimento de la Administración Publica o del servicio correspondiente179. Pero 
esto después de que dichas tasas hayan sido calificadas como restricciones al 
comercio intra subregional.  
 
Como ha sido mencionado anteriormente, un cierto número de impuestos o cánones 
han sido calificados como exacciones de efecto equivalente, lo que permite el 
reembolso de los impuestos indebidamente pagados. No obstante, ciertas tasas son 
lícitas en virtud derecho de la UE y de la CAN, entre ellas, las tasas concebidas 
como contraprestación financiera de un servicio prestado a un operador económico 
como tasas por descargo, utilización de puertos y hangares, almacenes, y otras 
gestiones derivadas del comercio internacional de mercancías180. En este 
escenario, es cierto que la distinción entre las exacciones de efecto equivalente y 
las mencionadas tasas no es siempre fácil, es por esto que los órganos 




7.2.2  La distinción de los obstáculos tarifarios a la libre circulación de 
mercancías y de las tasas legitimas presentes en el derecho de la UE y de la 
CAN 
Como fue evocado anteriormente, a la par del derecho de la UE y de la CAN, se 
establecieron ciertas tasas licitas, entre ellas, las imposiciones interiores no 
discriminatorias y la remuneración de un servicio prestado. De esta manera, para 
seguir este estudio del derecho de la libre circulación de mercancía es necesario 




180 Resolución 1254, 12 agosto 2004, op. cit., p. 3. 
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abordar la distinción y el estudio de dichas tasas que son diferentes a las exacciones 
de efecto equivalente, las imposiciones interiores no discriminatorias, por su parte, 
constituyen un instrumento de política fiscal de los estados181; y por otra parte, la 
remuneración de un servicio prestado siendo licitas siempre y cuando deriven de la 
prestación de un servicio efectivo, facultativo e individual y presentando también un 
costo proporcional. 
 
7.2.2.1  Las imposiciones interiores no discriminatorias por parte de los 
Estados miembros  
Una confusión entre la noción de exacciones de efecto equivalente, particularmente 
de las medidas fiscales y de las imposiciones no discriminatorias, podría 
aparecer182. Es por esto importante de evocar que a diferencia de las exacciones 
de efecto equivalente, las imposiciones interiores se aplican tanto a los productos 
nacionales como a los productos extranjeros e indistintamente de los movimientos 
transfronterizos183. 
 
Las imposiciones interiores tienen un régimen jurídico propio e independiente al de 
las exacciones de efecto equivalente, se trata de los artículos 110 al 113 del TFUE 
en lo que  a la UE, y del artículo 75 del Acuerdo de Cartagena relativo a la CAN. Por 
una parte, el artículo 110 del TFUE dispone que “ningún Estado miembro gravará 
directa o indirectamente los productos de los demás Estados miembros con tributos 
internos, cualquiera que sea su naturaleza, superiores a los que graven directa o 
indirectamente los productos nacionales similares”, igualmente consagra que 
“ningún Estado miembro gravará los productos de los demás Estados miembros con 
                                            
181 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 58 nº 99 
 
182 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 278 nº 504 
 




tributos internos que puedan proteger indirectamente otras producciones”. Por otra 
parte, el artículo 75 del Acuerdo de Cartagena reza que “en materia de impuestos, 
tasas y otros gravámenes internos, los productos originarios de un País Miembro 
gozarán en el territorio de otro País Miembro de tratamiento no menos favorable 
que el que se aplica a productos similares nacionales”. 
 
Las imposiciones interiores no discriminatorias surgen del principio general de 
igualdad de trato de los productos nacional y productos extranjeros. Conocido en el 
lenguaje de la integración económica como el trato nacional184. El fin de esta 
obligación es de asegurar la libre circulación de mercancías intracomunitarias bajo 
condiciones normales de competencia, eliminando todo tipo de protección derivadas 
de la aplicación de medidas internas que discriminan los productos de los otros 
Estados miembros185. Así pues, los Estados miembros deben ser totalmente neutros 
en lo relativo a la competencia entre las mercancías nacionales e importadas186. 
 
Según el principio de prohibición de discriminaciones fiscales, aunque los Estado 
miembros de la UE187 y de la CAN*188, tienen soberanía fiscal nacional, esta no 
puede afectar más fuerte a las mercancías extranjeras189. El tratamiento 
                                            
184 TJA, Proceso 79-AN-2000, op. cit., pp. 14- 15  






187 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 58 nº 99 
 
188 *“como quiera que los Estados son libres de determinar la organización interna de sus rentas 
públicas y de conservar la autonomía necesaria para regular el régimen de los bienes fiscales” TJA, 
Sentencia de 8-XII-98. Proceso 3-AI-97, op. cit., p. 29 
 
189 Directamente o indirectamente : TJCE, 27 de febrero de 2002, Comisión c/ Francia, asunto. C-
302/00, Rec., I-2055 ; J. CAVALLINI, Chron., RMCUE enero 2003, p. 53 ; TJCE, 18 de enero de 
2007, Brzezinski, asunto.  C-313/05, Rec., I-513, Europa marzo 2007, nº 85, note E.BERNANRD. 




discriminatorio refiere “a la conducta de un Estado que mediante normas internas 
impone condiciones de cualquier orden a los productos importados o extranjeros, 
los cuales como consecuencia de ello se encuentran en una situación desfavorable 
en comparación con el trato o beneficios concedidos a favor de los productos 
nacionales” ( TJA. Sentencia de 8-XII-98. Proceso 3-AI-97, p. 21).  
 
Con vistas a abordar esta cuestión así como otras relativas a la libre circulación de 
mercancías, el Tribunal de Justicia Andino se ha inspirado de las decisiones del 
Tribunal de Justicia de la UE, a tal punto de citar la jurisprudencia europea en sus 
decisiones190. Particularmente, las evoca en los puntos que requieren precisiones 
como en las consideraciones previas191,  así como en el desarrollo de su decisión 
donde toma como punto de referencia los conceptos dados por el Tribunal de 
Justicia de la UE; una gran prueba de que la CAN se ha inspirado del modelo andino 
es que incluso el Tribunal de Justicia Andino ha llegado a calificar como acertadas  
las decisiones tomadas en el seno de CAN que son análogas o fuertemente 
inspiradas en la jurisprudencia europea192. La jurisprudencia europea es también 
citada por el Tribunal de Justicia Andino por medio del derecho comparado en el 
que sentencias análogas a los casos en cuestión como sentencias famosas o 
celebres son citadas y desarrolladas193. Aún más allá, cuando dicho Tribunal evoca 
las conclusiones de los abogados generales de ciertos casos para una mejor 
comprensión de las sentencias europeas194. En esta lógica, el Tribunal de Justicia 
Andino también emite conceptos tomando como punto de referencia la 
jurisprudencia de la UE195. Es por esta razón, que se puede afirmar que sobre los 
                                            
190 Ver Sentencia de 8-XII-98. Proceso 3-AI-97, op. cit.,  pp. 20-21 ; 23 ; 26-27 ; 29 
 
191  Id., pp. 20-21.  
 
192 “El dictamen de la Junta del Acuerdo de Cartagena Nº 01-97, que dio origen a la presente acción 
de incumplimiento expresó acertadamente en uno de los considerandos” Id., p. 23. 
 
193 Id., p. 25-27. 
194 Ibid. 
 
195 Id., p. 29. 
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puntos o situaciones que no hayan sido abordados por el Tribunal de Justicia 
Andino, este tomaría una posición similar al de la jurisdicción europea. 
 
Siguiendo esta lógica, existen situaciones donde la falta de claridad de la distinción 
entre una exacción de efecto equivalente y una imposición interior ha generado 
enfrentamientos. De esta manera, el Tribunal de Justicia de la UE ha calificado 
como una exacción de efecto equivalente una imposición interior bajo el pretexto de 
generalidad que no afectaba sino los productos importados puesto que no existía 
significativamente una producción nacional similar196. También fue calificada como 
una imposición interior discriminatoria una tasa interior que era causada de manera 
diferente según si esta se aplicaba a productos nacionales o a productos 
importados; en otras palabras, las imposiciones interiores gozan de una presunción 
de validez salvo cuando resulten discriminatorias hacía las mercancías 
extranjeras197. Es también frecuente que se confronten imposiciones interiores de 
carácter general pero que benefician a los productos nacionales, en estos casos, el 
Tribunal de Justicia de la UE ha distinguido dos situaciones: si la totalidad del 
importe de la tasa beneficia solamente a los productos nacionales, existirá una 
exacción de efecto equivalente prohibida en su totalidad; si el importe de la tasa es 
utilizado en parte solamente a los productos nacionales, entonces esta tasa es una 
imposición interior discriminatoria198. 
 
                                            
 
196 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 279 nº 505 ver  TJCE, 7 de mayo de 1987, 
Cooperativa frutta, asunto. 193/85, Rec., 2085, también, TJCE, 22 de abril de 1999 CRT France 
international, asunto. C-109/98, Rec., I-2237 
 
197 Según los terminos de Louis Dubois et Claude Blumann en un estudio de la jurisprudencia TJCE, 
Charalampos Doumias, note nº 20 ; Europe avr. 2000 nº 101, obs A. RIGAUX. Citado por Ibid.  
 
198 Op. Cit. Jean-Bernard Blaise & Anne- Sophie Choné-Grimaldi- Droit des affaires de l’Union 
européenne (2017) p. 41 nº 65. ver TJCE, 8 de junio de 2006, Visserijdriff D.J. Koornstra, asunto. C-




En resumen, en el modelo europeo y después incorporado en la CAN, por una parte, 
las imposiciones interiores se presumen licitas conforme a la soberanía fiscal 
nacional, salvo cuando estas resultan siendo discriminatorias con respecto a las 
mercancías extranjeras y en consecuencia impidiendo la libre circulación de 
mercancías intracomunitarias; por otra parte, las exacciones de efecto equivalente 
son ilícitas salvo casos excepcionales, es decir, cuando se trata de la 
contraprestación financiera de un servicio prestado. 
 
7.2.2.2  La contraprestación financiera de un servicio prestado como la 
excepción al principio de prohibición de barreras tarifarias 
 
El Tribunal de Justicia de la UE considera que todos las cargas pecuniarias a la 
entrada o salida de las mercancías que tienen por objeto la remuneración de un 
servicio prestado a la operación económica no son contrarias a la interdicción de 
derechos de aduana y exacciones de efecto equivalente entre los Estados 
miembros199. De manera similar, el Acuerdo de Cartagena desde su versión original 
del 26 de mayo de 1969 enuncia como única excepción al concepto de derechos 
(derechos de aduana y recargos de efecto equivalente), los de derechos, tasas y 
sobretasas análogas cuando correspondan al costo aproximado de un servicio 
prestado. 
 
Tanto el Tribunal de Justicia de la UE como el Tribunal de Justicia Andino proponen 
una interpretación restrictiva al momento de aplicar esta derogación al principio de 
prohibición de medidas tarifarias a la libre circulación de mercancías 
                                            
199 TJCE, 16 de junio de 1966, Comisión c/ Alemania Consultado en: 
http://coursdedroit.free.fr/droit/public/commu/fich2.htm. también Aussi, TJCE, primero de julio de 
1969, Comisión c/ Italia, citado por BOUTAYEB, Charira, op. cit., p. 61 nº 105. 
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intracomunitarias, estableciendo las mismas condiciones: un servicio efectivo, 
facultativo e individual, así como un costo proporcional. 
 
Un servicio efectivo: tanto el órgano jurisdiccional europeo como andino coinciden 
en que la tasa debe corresponder al cumplimiento de un servicio efectivamente 
prestado200, y que es el Estado miembro quien debe demostrar la efectividad del 
servicio201.  
 
Un servicio facultativo: el servicio proporcionado al operador económico debe 
conservar un carácter facultativo y no obligatorio, esto de acuerdo a la jurisprudencia 
europea202 , y también incorporado en la jurisprudencia andina203. 
 
                                            
200 Relativo a la UE: la tasa no será tolerada sino cuando corresponda al cumplimiento de un servicio 
efectivo, BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 61 nº 106, evocando TJCE, 30 de mayo de 1989, Comisión 
c/ Italia 
Relativo a la CAN: “(…) de modo que constituya una tasa que corresponda al costo aproximado de 
los servicios prestados, es necesario verificar que dicho cobro responde a un servicio efectivamente 
prestado (…)”  Resolución 1254, op. cit., p.3. 
 
201 Relativo a la UE: Es el Estado miembro quien debe demostrar que la administración ha procurado 
un real beneficio al operador económico BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 61 nº 106, evocando 
évoquant TJCE, 16 de marzo de 1983, sté italienne pour l’oléoduc transalpin, asunto. 266/81 
Relativo a la CAN: “al no haberse demostrado por parte del Gobierno del Ecuador en qué consiste 
en detalle el servicio prestado, que éste efectivamente prestado o que el monto de la tasa cobrada 
guarde relación con costo de dicho servicio, este Órgano Comunitario considera que la exigencia de 
un pago por la importación de cerdos originarios de la Subregión no se encuentra amparada por la 
excepción al concepto de gravámenes establecido en el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena”  
Resolución 1254, op. cit., p. 4.  
 
202 TJCE, 9 febrero de 1994, Comisión c/ Italia, asunto. C-119/ 92 citado por BOUTAYEB, Chahira, 
op. cit., p. 61 nº 106. 
 
203  “En principio, puede afirmarse, también, que la rasa no es una imposición obligatoria, toda vez 
que el particular tiene la opción de adquirir o no el bien o servicio “. Proceso 12-AN-99, op. cit.  
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Un servicio individual: para que una tasa sea lícita en virtud del derecho de la 
UE204 y de la CAN205, esta debe involucrar individualmente al operador económico. 
Dicho de otro modo, se trata de tasas establecidas para ser pagadas por operadores 
de un servicio determinado.  
 
Un costo proporcional: para ser lícita a luz del derecho de la UE206  y de la CAN207, 
estas tasas deben tener una relación directa y proporcional con el servicio prestado, 
es decir, que su importe debe ser calculado de manera precisa en función del 












                                            
 
204 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 61 nº 107 
 
205  “las tasas son generalmente establecidas para ser pagadas por los usuarios de un servicio 
determinado (…)”. Proceso 12-AN-99, op. cit. 
 
206 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 61 nº 108 
 
207 “su cuantía, es decir la tarifa, debe guardar una relación directa y proporcional con el costo del 
bien o servicio prestado, ya que su objeto es, por lo general, el de financiar servicios públicos 
divisibles”. Proceso 12-AN-99, op. cit.  
 




7.3  LA SUPRESIÓN DE BARRERAS NO TARIFARIAS A LA LIBRE 
CIRCULACIÓN DE MERCANCIAS 
 
La libre circulación de mercancías no puede ser completada solamente con la 
supresión de derechos de aduana y de exacciones de efecto equivalente, es decir 
las barreras tarifarias sino que también debe asegurarse la supresión de obstáculos 
no tarifarios que tienen como característica común actuar de una manera disfrazada 
y así tener una influencia preponderante en la circulación de mercancía209.  
 
Estas medidas y restricciones no aduaneras pueden tomar la forma, por ejemplo de, 
licencia de importaciones automáticas o no automáticas, vigilancia de 
importaciones, prohibición total o temporal de esta, precios de referencia, 
exigencias relativas a las caracterices de mercancías, medidas financieras, 
obstáculos administrativos a las importaciones, entre otros.210 
 
Tanto los obstáculos tarifarios como los no tarifarios fueron eliminados dentro de la 
UE y de la CAN, su desgrave fue un proceso muy proceso muy difícil y tardío como 
fue descrito en el marco histórico de este proyecto de investigación; gracias a la 
supresión de mencionados obstáculos, estas dos integraciones apuntan a que los 
intercambios de mercancías sean los más parecidos posibles a aquellos causados 
en el mercado interno211.  
                                            
209 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 55 nº 90  
 
210 Consultado en: 
http://www.comunidadandina.org/ATRCII/taller/03_Acceso_a_Mercados_Elementos_II.pdf  
 
211 (Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas del 25 de octubre de 1979; 
asunto 159/78 -Comisión/Italia- Repertorio de Jurisprudencia del TJCE. 1979, p. 3247/79).  Citado 





Igual a como paso con el Tratado de Roma, el TFUE consagra un capitulo a la 
prohibición de las restricciones cuantitativas entre los Estados miembros en su título 
III denominado la libre circulación de mercancías; por una parte, el articulo 34 del 
TFUE dispone que “quedarán prohibidas entre los Estados miembros las 
restricciones cuantitativas a la importación, así como todas las medidas de efecto 
equivalente”, por otra parte el articulo 35 reza que “quedarán prohibidas entre los 
Estados miembros las restricciones cuantitativas a la exportación, así como todas 
las medidas de efecto equivalente” 
 
El Acuerdo de Cartagena, por su parte, en su capítulo programa de liberación 
dispone en su artículo 72 que “el Programa de Liberación de bienes tiene por objeto 
eliminar los gravámenes y las restricciones de todo orden que incidan sobre la 
importación de productos originarios del territorio de cualquier País Miembro”. En el 
mismo sentido el articulo 77 sostiene que “los Países Miembros se abstendrán de 
aplicar gravámenes y de introducir restricciones de todo orden a las importaciones 
de bienes originarios de la Subregión” 
 
Aun cuando las mercancías deben circular sin ninguna barrera en todo el territorio 
comunitario, eso no significa que los Estados miembros no tengan ninguna 
posibilidad de oponerse a la entrada de mercancías importada desde otro Estado 
miembro en su territorio nacional212. Es por esta razón que los legisladores europeos 
y andinos consagraron ciertas restricciones justificadas para que un Estados 
miembro pudiera prohibir o restringir lo intercambio comunitarios. 
 
El artículo 36 del TFUE reconoce como legitimas ciertas prohibiciones a la 
importación y exportación o de transito por nombradas razones relativas a una 
amplia idea de orden público pero todas  fundadas en motivos no económicos, el 
                                            
 
212 NOURISSAT, Cyril, op. cit., p.112 nº 142. 
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legislador europeo estableció estas excepciones bajo la reserva de no constituirse 
ningún medio de discriminación arbitraria ni una restricción encubierta del comercio 
en los Estados miembros213.  Por su parte el Acuerdo de Cartagena reconoce 
también excepciones a la libre circulación de mercancías, al igual que la UE por 
motivos no económicos, que describe en su artículo 73. 
 
Es importante advertir que estas medidas deben respetar los principios de 
proporcionalidad, necesidad y substitución, esto siendo un régimen establecido en 
la jurisprudencia europea y luego tomada por la jurisprudencia andina, he aquí otra 
vez una prueba de la gran influencia del derecho europeo en la regulación del 
derecho de la libre circulación de mercancía dentro de la CAN.  
 
En este orden de ideas, en este capítulo se propone analizar en profundidad y 
detalle la cuestión de supresión de los obstáculos no tarifarios particularmente su 
noción, clasificación y distinción, así como también las medidas justificadas o 
legítimas a los intercambios intracomunitarios 
 
 
7.3.1 Las restricciones no tarifarias prohibidas en los intercambios 
intracomunitarios de mercancías  
.Mientras que la UE prohíbe expresamente tanto las restricciones cuantitativas 
como todas las medidas de efecto equivalente a las importaciones y exportaciones 
entre los Estados miembros. El Acuerdo de Cartagena prohíbe las restricciones de 
todo orden a los intercambios intracomunitarios, definiendo estos como toda medida 
de carácter administrativo, financiero o cambiario por la cual un Estado miembro 
evita o dificulta las importaciones por decisión unilateral  
 
                                            
213 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., pp. 311-312 nº 569 
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Resulta así que el legislador andino no ha prohibido expresamente las medidas de 
efecto equivalente a las restricciones cuantitativas de los intercambios 
intracomunitarios, es entonces donde se plantea la pregunta si la CAN ha querido 
limitar los obstáculos tarifarios solamente a las restricciones administrativas, 
financieras o cambiarias y sí siendo así las otras restricciones podrían escapar de 
esta prohibición general; para resolver este interrogante se analiza la noción y 
clasificación de estas restricciones. 
 
7.3.1.1  La influencia europea en el derecho andino para el reconocimiento de 
la prohibición de medidas de efecto equivalente a las restricciones 
cuantitativas   
La libre circulación de mercancías es la piedra angular del proceso de integración 
andino, así pues si las medidas restrictivas estuvieran limitadas a las restricciones 
administrativas, financieras o cambiarias, este principio se vería fuertemente 
restringido. Es por esta razón que la Secretaria General Andina, sosteniendo su 
posición con la sentencia europea Dassonville, ha expresado que las medidas de 
efecto equivalente deben considerarse como comprendidas en el enunciado 
“restricciones de todo orden”214. En  el mismo sentido, el Tribunal de Justicia Andino 
ha manifestado que bien si el Acuerdo de Cartagena no establece una norma 
dedicada a las medidas de efecto equivalente como lo hace el articulo 30 CEE (hoy 
TFUE), este Tratado puede constituir una importante fuente supletoria del derecho 
andino (así como las normas relativas a las restricciones cuantitativas de la OMC), 
esto con el fin de concluir que un obstáculo o impedimento a la libre circulación de 
mercancías que se salga del objeto especifico de la medida y que tenga como fin 
evitar, dificultar o encarecer la importación de mercancías injustamente, pueda ser 
                                            
214 Resolución 047-1998 de la Secretaría General de la CAN, citado por GAMARRA PODBRSCEK, 
Gonzalo David. las sanciones aduaneras como medidas restrictivas del comercio: una revisión a 
partir de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. Pontificia Universidad 





considerado como una restricción al comercio, aun mas en el caso que esta medida 
sea discriminatoria215. Además, el artículo 30 del Tratado de Toma (hoy artículo 34 
del TFUE) constituye un fuente de inspiración del artículo 74 del Acuerdo de 
Cartagena216.  
 
Para una mejor comprensión del gran valor que la jurisprudencia andina ha 
aumentado al principio de la libre circulación de mercancías, otra vez tomado del 
derecho material de la libre circulación de mercancías de la UE, es necesario 
profundizar en el análisis sobre la noción de las medidas de efecto equivalente pero 
esto después de abordar la noción de restricciones cuantitativas de acuerdo al 
derecho de la UE o de restricciones administrativas, financieras o cambiaras en 
términos del derecho andino  
 
 Las restricciones cuantitativas y las restricciones administrativas, 
financieras o cambiarias. 
En virtud del derecho de la UE, las restricciones cuantitativas pueden comprender  
contingentes o cuotas, topes máximos o prohibiciones totales de importación de las 
mercancías, frente a los cuales los productores o comerciantes nacionales son 
beneficiados217. En otros términos, la instauración de contingentes cuantitativos 
consiste en fijar por un periodo dado la cantidad de mercancías determinadas que 
se están dispuestas a admitir218. El Tribunal de Justicia de la UE ha precisado que 
la interdicción de restricciones cuantitativas comprende medidas que tiene carácter 
                                            




216  Resolución 047-1998 de la Secretaría General de la CAN, citado por  GAMARRA PODBRSCEK, 
Gonzalo David, op. cit., p. 40 
 
217 Calvo Cavaraca et Carrascosa, citado por GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 
23. 
 
218 BERR, Claude J, op. cit., p. 28. 
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de prohibición total o parcial de las importaciones, exportaciones o tránsitos219. De 
igual forma, estas restricciones pueden aparecer en el contexto de diferentes limites 
en cuanto la cantidad de unidades o del valor total de la importación en ciertos 
periodos220. Esta noción no genera dificultad hoy en día puesto que estas 
restricciones han desaparecido en las relaciones entre los Estados miembros de  la 
UE221.  
 
El legislador andino no tomó el término “restricciones cuantitativas” como lo hizo la 
UE, sino que consagro un vocablo más amplio “restricciones de todo orden” en el 
cual están comprendidas las restricciones cuantitativas. En este sentido, la 
implementación de cuotas y contingentes a la importación han sido juzgadas como 
restricciones contrarias al artículo 73 del Acuerdo de Cartagena222. El Tribunal de 
Justicia Andino ha confirmado este concepto, afirmando que las restricciones de 
todo orden ”incluyen no sólo las restricciones cuantitativas sino cualquier medida 
administrativa, financiera o cambiaria, que sea capaz de impedir o dificultar la libre 
circulación de mercancías »223. Así pues, las medidas administrativas pueden 
comprender la imposición de precios fijos, mínimos o máximos menos favorables 
para las mercancías importadas ocasionando el impedimento de la libre circulación 
de mercancías, así como también lo son  las limitaciones directas a las 
exportaciones224. 
                                            
 
219 TJCE, 12 de julio de 1973. Riseria Luigi Geddo c/ Ente Nazionale Risi.  Petición de decisión 
prejudicial: Pretura di Milano – Italie, asunto. 2-73.  Paragr. 7. Disponible en: https://eur-
lex.europa.eu/legal-content/FR/TXT/PDF/?uri=CELEX:61973CJ0002&from=FR  
 
220 CHALMERS, D., DAVIES G. MNTI, G, 2010, citado porr GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo 
David, op. cit., p. 24. 
 
221 BLAISE, Jean-Bernard. CHONÉ-GRIMALDI, Anne-Sophie, op. cit., p. 67 nº 109. 
222 Resolución Nº 634 et 258 de la Secretaría General de la CAN, citado por GAMARRA 
PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 37 
 
223 Proceso 2-AN-98, op. cit.,  p 10.  
 
224 Ibid.  
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Evidentemente, la noción de restricciones cuantitativas no presenta tanta dificultad 
como la noción de medidas de efecto equivalente que comprende un campo de 
estudio más largo. 
  
 La noción de medidas de efecto equivalente 
Tanto los textos europeos como andinos han guardado silencio sobre la noción de 
medidas de efecto equivalente. Es por esto que en el contexto europeo, en 1969 la 
Comisión Europa quiso dar una definición de estas medidas en directiva225 donde 
esta distingue, de un parte, las medidas que afectan específicamente los productos 
importados teniendo estas una presunción de ilicitud, las cuales son reguladas por 
el artículo 34 del TFUE; y otra parte, las medidas que se aplican a los productos 
nacional e importantes, las cuales son válidas salvo si los productos extranjeros son 
individualmente más afectados o penalizados226. Igualmente los órganos 
jurisdiccionales europeos y andino se vieron obligados a pronunciarse sobre la 
noción de medidas de efecto equivalente; y como ya se ha demostrado en varios 
postulados el Tribunal de Justicia Andino se ha inspirado considerablemente del 
derecho y la jurisprudencia andina. 
 
De esta manera, el Tribunal de Justicia de la UE, en la sentencia Dassoville ha 
definido una medida de efecto equivalente como toda reglamentación comercial de 
los Estados miembros que es susceptible de impedir directamente o indirectamente, 
actualmente o potencialmente el comercio intracomunitario227. No obstante se 
                                            
 
225 Directiva nº 70/50/CEE, 22 dic. 1969, relativa a la supresión de mesuras de efecto equivalente a 
las restricciones cuantitativas a la importación no provistas por las otras disposiciones del tratado 
CEE; JOCE nº L 13, 19 ene. 1970 ;  
 
226DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,   p. 285 nº 523 
 
227 CJCE, 11 juil. 1974, asunto 8/74, Rec. 837. Citado por DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. 
cit.,  pp. 285- 286 nº 524  
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advierte que la definición expuesta no se aplica en lo relativo a las medidas de efecto 
equivalente a las exportaciones que tiene un régimen específico228. 
 
Bien si el Tribunal de Justicia Andina no ha definido expresamente las medidas de 
efecto equivalente, este órgano jurisdiccional ha señalado que “ por medida 
restrictiva se entiende cualquier acto imputable a una autoridad pública con efecto 
limitativo sobre las importaciones Dicho efecto puede consistir en imposibilitar las 
importaciones o en hacerlas más difíciles, o más costosas que los bienes de 
producción nacional (...)” (TJA, 2 de junio de 2000, Proceso 2-AN- 98)229. Y al igual 
que en el modelo europeo, estas medidas pueden consistir en actos  actuales y 
potenciales230  
 
De acuerdo a la lectura de estas definiciones se encuentran elementos comunes en 
la noción de medidas de efecto equivalente establecidas por el derecho de  la UE y 






                                            
 
228 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 286 nº 524. 
 




230 Proceso 2-AN-98,  “La Secretaría General debe intervenir siempre que el efecto restrictivo, actual 
o potencial, se produzca, independientemente del tipo de acto interno del que se trate, fuere éste 
definitivo o de trámite” citado por Ibid.  p. 20.  
 
231 El estudio comparativo va a realizarse de acuerdo a la distinción hecho por Louis Dubouis et 
Claude Blumann relativa a los elementos formales y materiales de la noción de medidas de efecto 




o Elementos formales: 
En lectura de las definiciones de una medida de efecto equivalente encontradas en 
la jurisprudencia europea y andina, dicha medida es una reglamentación comercial  
imputable a una autoridad pública. 
 
LA EXISTENCIA DE UNA REGLAMENTACIÓN / DE UN ACTO: 
En virtud del derecho de la UE y de la CAN, una medida de efecto equivalente es 
un acto jurídico de alcance normativo232. Si bien el Tribunal de Justicia de la UE a 
empleado el término “reglamentación”, las legislaciones stricto sensu, las 
reglamentaciones o incluso las simples practicas nacionales informales pueden ser 
calificadas como una medida de efecto equivalente233; lo anterior ha sido 
incorporado en el derecho andino*234.  Es importante anotar que una omisión por 
parte del Estado también puede ser considerado como una medida de efecto 
equivalente tanto en el derecho de la UE*235 como en derecho andino*236.   
  
LA IMPUTABILIDAD DE LA MEDIDA RESTRICTIVA: 
Para que una medida pueda ser calificada como una medida de efecto equivalente, 
esta debe tener un origen estatal. Pero es de advertir que esta la noción de esta 
medida restrictiva puede comprender las medidas tomadas por las Autoridades 
                                            




234 “Este tipo de medidas puede revestir la forma de una norma jurídica de efectos generales-aunque 
pudieren afectar, particularmente a un solo sector-, de una decisión o resolución con eficacia inter 
partes o erga omnes, de operaciones materiales o físicas, de omisiones o, en fin, cualquier actitud 
positiva o negativa, incluidas las prácticas administrativas al margen de la ley o incluso derivadas de 
ésta” Proceso 2-AN-98, op. cit.,  p. 10. 
235 *“se entenderá por «obstáculo» todo obstáculo a la libre circulación de mercancías entre Estados 
miembros que sea imputable a un Estado miembro, ya sea por acción u omisión por su parte, que 
pueda constituir un incumplimiento de los artículos 30 a 36 del Tratado (…)” REGLAMENTO (CE) 
No 2679/98 DEL CONSEJO de 7 de diciembre de 1998 sobre el funcionamiento del mercado interior 
en relación con la libre circulación de mercancías entre los Estados miembros, disponible en: 
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:31998R2679&from=FR  
 
236 Proceso 2-AN-98, op. cit., ver la cita n. 234 
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Estatales, Federadas, Territoriales y aquellas Entidades sobre las cuales el 
gobierno ejerce ciertos controles o responsabilidad; lo anterior en virtud del modelo 
europeo237 y luego incoporado en el derecho andino*238. 
 
o Elementos materiales: 
Una medida de efecto equivalente en el contexto de la UE es definida como una 
reglamentación comercial susceptible de impedir directamente, indirectamente, 
actualmente o potencialmente el comercio intracomunitario. Mientras que en los 
términos del Tribunal de Justicia Andino una medida de efecto equivalente puede 
ser todo acto con efecto restrictivo sobre los intercambios intracomunitarios, así 
pues se evidencia que el órgano jurisdiccional andino ha optado por un término más 
amplio a comparación del europeo.  
 
UNA REGLAMENTACIÓN “COMERCIAL” EN VIRTUD DEL DERECHO DE LA 
UNIÓN EUROPEA: 
Si bien en la definición adoptada por el Tribunal de Justicia de la UE, este órgano 
afirmó que una medida de efecto equivalente es una reglamentación de naturaleza 
comercial, y ampliamente conceptualizada. En este sentido, esta concepción 
incluye la distribución, control sanitario, publicidad, formalidades administrativas, 
régimen de precio y hasta de manera extensa la producción y fabricación de 
mercancías239. Sin embargo, el Tribunal de Justicia de la UE debió frenar esta 
amplia concepción240 de medidas de efecto equivalente particularmente a la reventa 
                                            
 
237 BARNARD citado por GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 29.  
 
238 *”(…) la Secretaría General es competente para determinar, ex officio  ou a instancia de parte, si 
una medida, de alcance particular o general, adoptada por un País Miembro constituye una 
restricción a la libre circulación de mercancías en la Subregión, sea que dicha medida provenga de 
los órganos legislativos de esos países, de sus administraciones públicas, órganos judiciales, de 
control o, incluso, de entidades privadas en cumplimiento de actividades o cometidos estatales”. 
Proceso 2-AN-98, op. cit., p. 8. 
 




por debajo del coste, la cual sin duda debía estar cubierta por el artículo 34 del 
TFUE; en este sentido distintas categorías han sido distinguidas, de una parte, las 
reglamentaciones comerciales relativas a las condiciones que deben satisfacer las 
mercancías siendo estas abrigadas por la noción de medida de efecto equivalente, 
y de otra parte, las reglamentaciones comerciales que limitan o prohíben ciertas 
modalidades de venta, las cuales escaparían de una sanción cuando esta afecten 
de la misma manera la comercialización de productos nacionales y aquellos 
provenientes de los Estados miembros241.  
 
LA OBSTACULIZACIÓN DE LOS INTERCAMBIOS INTRACOMUNITARIOS: 
El efecto restrictivo a los intercambios intracomunitarios es común en el concepto 
de medida de efecto equivalente en sentido de ambos derechos objeto de estudio. 
En un principio parecería que las medidas estrictamente internas escaparían de esta 
noción, sin embargo, los órganos jurisdicciones europeo242 y andino243 han reducido 
las situaciones consideradas como puramente internas. 
 
Por consiguiente, la noción de efecto restrictivo al comercio ha sido extendida 
considerablemente inicialmente por el derecho de la UE244 y luego incorporado por 
el derecho andino245, en consecuencia a esto, el efecto actual o simplemente 
                                            
240 TJCE, 24 de noviembre de 1993, asunto. C-267 et 268/91, Rec. I-6097  y  TJCE 15 de diciembre 
de 1993, Ruth Hünermund y otros, asunto. C-292/92, citado por Id. p. 290 nº 531 
 
241 Id. DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, p. 291 nº 531 
 
242 Ver TJCE, 7 de mayo de 1997, Pistre, asunto. C- 321 et 324/94 citado por Id. p. 293 nº 534 
 
243 Ver Proceso 3-AI-97, op. cit. 
 
244 TJCE, 16 de diciembre de 1986, Comisión c/ Grecia, asunto.124/85, Rec., 1993 citado por 




potencial ha sido abrigado en este campo; por otro lado, la amplitud de la afectación 
es sin importancia pues incluso un mínimo efecto es suficiente para que los órganos 
jurisdiccionales europeos246  y andinos247 resuelvan que una medida unilateral e 
injustificada tomada por un Estado miembro corresponda a una restricción a la libre 
circulación de mercancías prohibidas por estos derechos de integración  
 
No obstante, con la sentencia keck y Mithouard, el Tribunal de Justicia de la UE ha 
atenuado fuertemente el elemento del efecto restrictivo a los intercambios 
intracomunitarios, especialmente, en lo relativo a las legislaciones de interés público 
o carácter social248. Bien si parece que este Tribunal no quiere abandonar la 
distinción hecha entre las condiciones relativa a los productos y las modalidades de 
venta, existe una fuerte confrontación sobre la asimilación de la discriminación de 
hecho y obstaculización. Desde luego, aunque la distinción entre la noción de 
discriminación de derecho o de hecho haya sido considerada por este órgano 
jurisdiccional como una noción objetiva e independiente de todo carácter 
intencional, al día de hoy, pareciera que la discriminación de hecho y la 
obstaculización fuera la misma cosa en lo que concierne el derecho de la libre 
circulación de mercancías249.  
 
                                            
245 Resolución 047 de la Secretaría General de la CAN; “La Secretaría General debe intervenir 
siempre que el efecto restrictivo, actual o potencial, se produzca, independientemente del tipo de 
acto interno del que se trate, fuere éste definitivo o de trámite” Proceso 2-AN-98, op. cit., p. 5. 
246 TJCE, 14 de julio de 1981, Oebel, asunto.155/80, Rec., 1993 citado por DUBOUIS, Louis. 
BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 294 nº 535 
 
247“el principio de la libre circulación de mercancías, pilar de la integración, y la aplicación de 
restricciones al comercio se encuentra conectados con el interés general de la Comunidad, por lo 
que aun cuando la medida de carácter restrictivo no se aplique indiscriminadamente o incluso esté 
dirigida a un único destinatario se producirá una afectación al ordenamiento jurídico u a los intereses 
comunitarios” Proceso 2-AN-98, op. cit., p. 9.   
248 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 294 nº 535 
 
249 Id. p. 295-297 nº 538 
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 Una definición particular para las medidas de efecto equivalente a las 
exportaciones 
Tanto el legislador europeo como el andino se pronunciaron separadamente sobre 
la noción de las restricciones a las importaciones. En lo que refiere al modelo 
europeo, el legislador de la UE ha consagrado la prohibición de las restricciones 
cuantificas y de efecto equivalente a las exportaciones entre los Estados miembros 
en el artículo 35 del TFUE. Aunque es de subrayar que estas medidas son 
demasiadas escazas, por lo que es afirmado que este régimen particular es solo 
una copia de los artículos 34 y 36 del TFUE, lo cual es muy criticado por la doctrina 
europeo en virtud al imperativo de coherencia en materia de libre circulación de 
mercancías250. Sin embargo, el Tribunal de Justicia de la UE ha optado por una 
definición restrictiva de medidas de efecto equivalente a las exportaciones251, así, 
tres condiciones son requeridas para establecer esta calificación: estas deben tener 
como objeto o por efecto restringir específicamente las afluencias de exportación; 
estas deben provocar un trato diferente entre el comercio interior de un Estado 
miembro y su comercio exterior; y finalmente, de esta debe resultar una ventaja para 
una producción nacional en detrimento a aquella de otro Estado miembro252.   
 
En el contexto andino, si bien el Acuerdo de Cartagena no previó expresamente la 
prohibición de restricciones a las importaciones, la Comisión Andina, en la decisión 
284 de 1991- Normas para Prevenir o Corregir las Distorsiones en la Competencia 
Generadas por Restricciones a las Exportaciones da un indicio sobre la naturaleza 
de estas restricciones puesto establece que constituyen restricciones a las 
exportaciones todas aquellas medidas de carácter cuantitativo o administrativo, 
                                            
 
250 Id. p. 298 nº 541 
 






mediante las cuales los Países Miembros impiden, restringen o dificultan sus ventas 
dentro de la Subregión*253.  
 
7.3.1.2  La tipificación de medidas de efecto equivalente 
Es importante subrayar que existen medidas de efecto equivalente que afectan 
específicamente los productos importados de los Estados miembro, así como 
medidas de efecto equivalente impuestas a los productos importados y nacionales 
(como normas de producción, reglas de comercialización y reglamentaciones en 
materia de precios)254. Es entonces pertinente para este estudio prestar mayor 
atención a desarrollar las medidas de efecto equivalente que afectan 
específicamente los productos importados.  
 
En primer lugar, son encontradas las condiciones especiales a las importaciones 
como la exigencia de licencias, autorización o formalidades administrativas, las 
cuales son sancionadas por el derecho de la UE255 y de la CAN256.  
 
Igualmente, los órganos jurisdiccionales europeo257 y andino258 han coincidido en 
constatar que las medidas de efecto equivalente pueden tomar la forma de 
                                            
253 * “Constituyen restricciones a las exportaciones objeto de la presente Decisión, todas aquellas 
medidas de carácter cuantitativo o administrativo, mediante las cuales los Países Miembros impiden, 
restringen o dificultan sus ventas dentro de la Subregión. Asimismo, los derechos aduaneros u otros 
impuestos que graven exclusivamente las exportaciones a otro País Miembro. Quedan excluidas de 
la presente Decisión, entre otras, las restricciones a las exportaciones de productos primarios 
tradicionales, amparadas en Convenios Internacionales, y de productos alimenticios de primera 
necesidad cuando exista desabastecimiento en el País Miembro que las aplica”. Decisión 284, op. 
cit. 
254 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 304 nº 555. 
 
255 Id. p. 304 nº 556 
 
256 La Secretaria General, Resolución Nº 967 citado por Op. Cit. Gonzalo David Gamarra Podbrscek 
(2017)  p. 37 
 
257 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 304 nº 556 
 
258 “Considera el Tribunal que una de las medidas que pueden originar dificultades en el comercio 
entre los Países Miembros de la Comunidad, son las formalidades y procedimientos excesivos y 
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legislaciones que imponen cargas excesivas o especificas a los productos 
importados; así es como el juez europeo ha sancionado la obligación de constituir 
cauciones, obtener garantías bancarias o tener que hacer pagos de contado259, al 
igual que los reglamentos que limitan los  puertos de entrada de mercancías a la 
comunidad imponiendo horarios especiales de apertura de las oficinas de 
aduana260.  
 
Luego, se evidencia que las medidas de efecto equivalente toman la forma de 
controles innecesarios o injustificados, que son reglamentos arbitrarios que no 
derivan de reglamentaciones comunitario y que someten a los productos importados 
a controles sanitarios, veterinarios o técnicos261. En el contexto europeo, los litigios 
más abundantes son los controles efectuados a los vehículos importados de otros 
Estados miembros, mientras que en la CAN, son las medidas sanitarias y 
fitosanitarias a los productos agrícolas262. 
 
Así mismo, el Tribunal de Justicia de EU, y luego el Tribunal de Justicia Andino 
inspirándose del primero han calificado como  medidas de efecto equivalente los 
beneficios otorgados a los productos nacionales, por ejemplo, el Tribunal de Justicia 
de la UE ha condenado las legislaciones contiguas a las ayudas indirectas263 o los 
                                            
desproporcionados que deben cumplirse tanto al momento en que una mercancía procedente de la 
Subregión atraviesa las fronteras de otro País Miembro, a lo largo del ciclo de importación, así como 
con posterioridad a la introducción de las mercancías”. Proceso 2-AN-98, op.cit., p. 11. 
 
259 TJCE, 9 de junio de 1982, Orlandi, asunto.206 al 210/80, Rec ., p. 2187. Citado par  DUBOIS, 
Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 304 nº 556 
 
260  TJCE, 7 de abril de 1981, United foods, asunto. 132/80 citado por Ibid.  
261  Id., p. 305 nº 557 
 
262 Comunidad Andina, Secretaria General, Documento de trabajo, Problemas en el intercambio 
comercial entre los Países Miembros de la Comunidad Andina, SG/dt 299, 14 de junio de 2005, 






regímenes nacionales que garantizan publicidad directa o indirecta264 solamente a 
las mercancías nacionales; del mismo modo, un trato favorable a los alcoholes y 
licores estatales de un Departamento frente a los procedentes de los Estados 
miembros ha sido sancionado por el Tribunal de Justicia Andino265.  
 
Finalmente se localizan las reglas de producción y comercialización, las cuales en 
principio deben ser aplicadas a la fabricación o comercialización tanto a las 
mercancías nacionales como aquellas importadas pero que en ciertos casos son 
impuestas solamente a los productos importados266. Como por ejemplo en el 
contexto europeo, las normas francesas de calidad especificada para los vinos de 
procedencia extranjera267 o las exigencias alemanas de grado mínimo de alcohol a 
los aperitivos provenientes del extranjero aun cuando esta exigencia no era aplicada 
a los productos nacionales268, así como también la reglamentación austríaca sobre 
el precio de libros que limitaba las posibilidades de venta de libros extranjeros a un 
precio inferior al mínimo fijado, esto por razones de prevención de la diversidad 
cultural269. Igualmente en el contexto andino, puede ser ilustrada la exigencia 
venezolana relativa a los precios de venta al público de cigarrillos importados que 
exigía que los precios de venta al público de las especies importadas debían 
guardar equilibrio con los precios de venta de producción nacional, y que las 
                                            
263 TJCE, 11 de diciembre de 1985, Comisión c/ Grecia, asunto.192/84 citado por DUBOIS, Louis. 
BLUMANN, Claude, op. cit., p. 305 nº 559 
 
264 TJCE, 24 de noviembre de 1982, Comisión c/ Irlanda, asunto.294/81 citado por Ibid. 
 
265 Proceso 3-AI-97, op.cit., p. 20. 
266 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 306 nº 559. 
 
267 TJCE, 22 de marzo de 1983, Comisión c. Francia, asunto.42/82 citado por Ibíd. 
 
268 TJCE, 20 de abril de 1983, Schutzverband, asunto.59/82 citado por Ibid. 
 
269 TJCE, 26 de noviembre de 1996, Graffione c/ Fransa, asunto. C-313/94, TJCE, 9 de julio de 1997, 




especies importadas no podían ser ofrecidas al consumo a un precio de venta igual 
o menor a los establecidos para los cigarrillos, tabacos y picaduras de producción 
nacional270. 
 
La tendencia que consistía en identificar si una medida es aplicada específicamente 
a los productos importados, o a los productos nacionales y aquellos importando hoy 
tiene menos importancia o acogida después que el Tribunal de Justicia de la UE ha 
tomado la tendencia a hacer llamado a las justificaciones de las exigencias 
imperativas de interés general271. Tendencia que es idéntica en las sentencias del 
Tribunal Andino*272 y las resoluciones de la Secretaria General Andina273 en la 
cuales es ampliamente debatido el punto de identificar si una medida es justificada 
o no y donde no es  casi discutido si estas medidas son aplicables indistintamente 
a las mercancías nacionales e importadas.  
 
7.3.2   La distinción de medidas de efecto equivalente y otras nociones 
restrictivas a los intercambios de mercancías  
El legislador europeo y andino han previsto también otras técnicas destinadas a 
reprimir las infracciones a la libre circulación de mercancía, las cuales necesitan ser 
distinguidas de la noción de las medidas de efecto equivalente274.  
                                            
270 Sentencia del Tribunal 52-AI-2002 citado por Secretaria General, Problemas en el intercambio 
comercial entre los Países Miembros de la Comunidad Andina (2005), p. 7. 
 
271 TJCE, 26 de noviembre de 1996, Graffione c/ Fransa, asunto. C-313/94, op. cit. 
 
272 * “(…) la exigencia de formalidades en los intercambios entre los Países Miembros no se justifica 
más que en la medida necesaria para establecer si la mercancía importada está comprendida en 
alguna de las excepciones de carácter no económico previstas en el artículo 73 del  Acuerdo de 
Cartagena como la moralidad, el orden y la seguridad públicas, la vida y salud de las personas, 
animales o plantas, los patrimonios nacionales de valor artístico o arqueológico, las armas, los 
materiales nucleares; o para aplicar el régimen de cláusulas de salvaguardia establecido en el 
Capítulo IX del Acuerdo de Cartagena” Proceso 2- AN-98, op.cit.,  p. 10.  
 
273 Ex. Resolución 1289 de la Secretaria General de la CAN, 12 de noviembre de 2009.  




En primer lugar se encuentran las exacciones de efecto equivalente, las cuales 
fueron analizadas en el capítulo II de este trabajo de investigación, que constituyen 
medidas financieras consideradas como obstáculos tarifarios a la libre circulación 
de mercancía, mientras que las medidas de efecto equivalente son medidas 
normativas es decir obstáculos no tarifarios. Esta distinción no genera ningún 
problema en el estudio de estos dos ordenamientos jurídicos    
 
Luego, las imposiciones interiores que también ha sido objeto de análisis y como se 
ha dicho, en principio gozan de una presunción de validez salvo cuando presentan 
un carácter discriminatorio en contra de las mercancías importadas; mientras que 
las medidas de efecto equivalente son prohibidas por los artículos 34 y 35 del TFUE, 
y por el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena y podrán ser justificadas solamente 
en los casos expresamente previstos por el articulo 36 TFUE y 73 del Acuerdo de 
Cartagena 
 
Asimismo, es pertinente evocar la noción de ayudas de Estado que si bien parece 
ser a simple vista diferente de la noción de medidas de efecto equivalente puesto 
que tiene un campo de aplicación diferente, pues las ayudas de Estado son 
reguladas en el derecho de la UE y de la CAN para garantizar la libre competencia 
en la integración mientras que la regulación de las medidas de efecto equivalente 
tiene como fin garantizar la libre circulación de mercancía; además, las ayudas de 
Estado son presentadas en medidas financieras mientras que las medidas de efecto 
equivalente tienen un carácter normativo275.   
 
Sin embargo, debido a la extensión constante de las nociones de ayudas de Estado 
y de medidas de efecto equivalente por parte del Tribunal de Justicia Andino, estas 
suelen cruzarse. En este sentido, es admitido que una ayuda de Estado pueda 
resultar de medidas muy indirectas como las reducciones o desgrave fiscal, la 
                                            




exoneración de una carga social, la asignación de una tarifa preferencia en el 
suministro de gas o de electricidad, o un régimen de contratos públicos 
preferenciales276, ocasionando así que esta noción sea muy contigua al objeto o 
efecto de las medidas de efecto equivalente que consiste en beneficio de los 
operadores económicos nacionales en detrimento de sus concurrentes 
comunitarios277.  
 
En el entorno andino, en la búsqueda de consolidar el proceso de integración y por 
lo tanto surgiendo la necesidad de perfeccionar las normas subregionales relativas 
a la competencia278, el legislador andino en la Decisión 283 de 1991 ha 
reglamentado la materia de subsidios, en el cual estaba comprendido las ayudas de 
Estado279 sin embargo la noción de ayudas de Estado no ha sido muy desarrollada 
en el derecho andino sobre todo después de la nueva modificación de dicha norma 
introducida por la decisión 457280, en la cual no son más mencionadas las ayudas 
de Estado. A pesar de esto, podría indicarse que las nociones de ayudas de Estado 
tendrían una gran semejanza a la noción dada en el modelo europeo, puesto que 
de la misma manera que ha sido en otras materias como normas técnicas o 
                                            




278 Considerando Parágrafo 4, Decisión 283, op. cit., 
 
279 “Una importación ha sido subsidiada cuando la producción, fabricación, transporte o exportación 
del producto importado o de sus materias primas o insumos, ha recibido directa o indirectamente 
cualquier prima, ayuda, premio o subvención en el país de origen o de exportación. En relación con 
el transporte, se tendrá en consideración la situación de enclaustramiento geográfico de Bolivia”   
Articulo 8, Decisión 283, op. cit. 
 
280 Comunidad Andina, La Comisión de la Comunidad Andina, Decisión 457 Normas para prevenir o 
corregir las distorsiones en la competencia generadas por prácticas de subvenciones en 





derechos de aduanas, los expertos europeos han capacitado a los agentes andinos 
en materia de competencia281.  
 
A pesar de las afinidades descritas en estas nociones, las ayudas de Estado y las 
medidas de efecto equivalente siguen siendo distintas pues tienen un alcance 
distinto frente a los particulares en razón que cada una cuenta con un régimen 
específico282 y su litigio activa un sistema completo283.  
 
Finalmente, es necesario citar las normas técnicas que establecen las 
características específicas de un producto como el tamaño, la forma, la concepción, 
las funciones y  prestaciones, o el etiquetaje o embalaje, y en algunos casos la 
fabricación284. Dichas normas corresponden a una de las formas más eficaces de 
protección en principio validas, con el objetivo de fomentar la buena calidad de las 
mercancías, el respeto del medio ambiente, la salud y la seguridad pública, así como 
en mira al consumidor285. Sin embargo, estas normas técnicas pueden 
transformarse fácilmente en medidas de efecto equivalente286. Es por esta razón a 
fin de evitar medidas innecesarias o disfrazadas por parte de los Estados miembros 
y para proteger el principio de la libre circulación de mercancías, tanto la UE como 
la CAN han establecido un proceso de armonización de estas normas, el cual es 
descrito en el capítulo IV de este trabajo.  
 
                                            
281 Consultado en: http://www.comunidadandina.org/ATRC/antidumping_1.html  
282 Articulo 109 TFUE relativo a la UE. La decisión 457 relativo a la CAN. 
 
283 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p.. 301 nº 548 
 
284 OMC, «Renseignements techniques sur les obstacles techniques au commerce», Obstacles 
techniques au commerce. Consultado en: https://www.wto.org/french/tratop_f/tbt_f/tbt_info_f.htm 
 
285 BERR, Claude J, op. cit., p. 27  
 
286 DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,  p. 302 nº 550 
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7.3.3   Las excepciones a la prohibición de las medidas restrictivas  
 
Aunque el principio de la libre circulación de mercancías es la piedra angular y la 
razón para la cual estas dos integraciones nacieron, este principio no es absoluto 
porque hay otros motivos y principios fuertes para proteger en la integración, los 
cuales prevalecen sobre la libre circulación de mercancías. Los artículos 36  del 
TFUE y 73 del Acuerdo de Cartagena son la prueba de este raciocinio, autorizando 
los Estados miembro a prohibir o a impedir el intercambio intracomunitario  con  
ciertas medidas justificadas y expresamente enunciadas por dichos artículos. Así, 
como toda excepción o derogación, éstas deben cumplir obligatoriamente ciertas 
condiciones. 
 
7.3.3.1  Las excepciones a la libre circulación de mercancías admitidas en el 
derecho de la Unión Europea y de la Comunidad Andina de Naciones 
Las excepciones a los principios de libre circulación de mercancías son enunciadas, 
primero, por los artículos 36 del TFUE y 73 del Acuerdo de Cartagena. 
Particularmente, en el sentido de la UE, aparecieron  excepciones jurisprudenciales 
que resultaban de exigencias imperativas de interés general y de principios 
superiores.  
 
Es importante precisar que aunque estas medidas son justificadas o aceptadas, esto 
no significa que éstas dejen de ser medidas restrictivas al comercio de efecto 
equivalente, además, no debe olvidarse  que las normas que limitan la libertad 
deben ser interpretadas restrictivamente287. Es por esto que puede ser afirmado que 
estas medidas tienen un régimen jurídico especial particularmente establecido por 
la jurisprudencia europea y andina. 
 
 
                                            
 




 Las excepciones admitidas por el TFUE y el Acuerdo de Cartagena  
Las excepciones justificadas en el sentido del derecho de la UE y del CAN 
encuentran sus orígenes en sus textos fundadores, las excepciones textuales a la 
libre circulación de mercancías en estas integraciones se encuentran de una parte, 
en el artículo 36  del TFUE que dispone que:" Las disposiciones de los artículos 34 
y 35 no serán obstáculo para las prohibiciones o restricciones a la importación, 
exportación o tránsito justificadas por razones de orden público, moralidad y 
seguridad públicas, protección de la salud y vida de las personas y animales, 
preservación de los vegetales, protección del patrimonio artístico, histórico o 
arqueológico nacional o protección de la propiedad industrial y comercial. No 
obstante, tales prohibiciones o restricciones no deberán constituir un medio de 
discriminación arbitraria ni una restricción encubierta del comercio entre los Estados 
miembros”. Por otra parte el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena en su inciso 
segundo dispone que : "(…)No quedarán comprendidas en este concepto la 
adopción y el cumplimiento de medidas destinadas a la: a) protección de la 
moralidad pública; b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad; c) Regulación 
de las importaciones o exportaciones de armas, municiones y otros materiales de 
guerra y, en circunstancias excepcionales, de todos los demás artículos militares, 
siempre que no interfieran con lo dispuesto en los tratados sobre libre tránsito 
irrestricto vigentes entre los Países Miembros; d) Protección de la vida y salud de la 
personas, los animales y los vegetales; e) Importación y exportación de oro y plata 
metálicos; f) Protección del patrimonio nacional de valor artístico, histórico o 
arqueológico; y g) Exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, 
productos radiactivos o cualquier otro material utilizable en el desarrollo o 
aprovechamiento de la energía nuclear" . 
 
En primer lugar, estos dos artículos establecieron ciertas excepciones relativas a 
policías administrativas. Primero, el orden público es enunciado expresamente por 
el TFUE que toca en el corazón de la soberanía estatal y en los cuales los Estados 
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miembro conservan una gran libertad de acción288, se trata del conjunto de  reglas 
obligatorias que tocan a la organización de la Nación, la economía, la moral, la 
salud, la seguridad, la paz pública,  los derechos y a las libertades esenciales de 
cada individuo289. Según esta definición, aunque el Acuerdo de Cartagena no 
enuncia expresamente la excepción al orden público, este se refirió a otras 
excepciones que son acordes con este principio. 
 
El TFUE y el tratado de Cartagena prevén la excepción de la moralidad pública, 
pues en principio, los Estados miembros pueden determinar sus estándares de 
moralidad pública sobre el territorio290; tan particularmente, en el sentido de la 
jurisprudencia europea que los Estados entran a prohibir la entrada sobre su 
territorio de artículos o de las películas pornográficas291. Sin embargo, esta 
justificación no es absoluta puesto que los Estados miembros deben respetar el 
principio de no discriminación y no podrán prohibir materiales que su fabricación y 
comercialización sean toleradas sobre su territorio292. 
 
De la misma manera, las medidas destinadas a asegurar la seguridad pública son 
una excepción justificada a la libre circulación de mercancías en el sentido de la UE 
y el CAN cuando estas sean necesarias y proporcionales293; la seguridad pública 
                                            
288DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,p. 312 nº 571 
 
289 Definición de orden público por Serge BRAUDO, consultado en: https://www.dictionnaire-
juridique.com/definition/ordre-public.php 
 
290GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 43. 
 
291 TJCE, 14 de diciembre de 1979, Henn y Darby, asunto.34/79, citado por DUBOIS, Louis. 








comprende la protección de las instituciones de un Estado Miembro, sus servicios 
públicos esenciales y la supervivencia de sus habitantes294.  
 
Subrayando la importancia de la seguridad interna y externa de los Estados, los 
legisladores andinos previeron excepciones relativas a la adopción y cumplimiento 
de las medidas destinadas a la regulación de las importaciones o las exportaciones 
de las armas, las municiones y otros materiales de guerra y, en circunstancia 
excepcional, de todos los demás artículos militares, a condición de que no interfieran 
con lo dispuesto en los tratados sobre libre tránsito irrestricto vigentes entre los 
Estados miembros. Se debe subrayar que la elaboración y aplicación de esta 
excepción de seguridad pública debe seguir el principio de proporcionalidad y de 
necesidad295. Por otra parte, los legisladores europeos también le reconocieron esta 
libertad a los Estados miembro, particularmente en el artículo 346-b del TFUE, el 
cual prevé que " todo Estado miembro podrá adoptar las medidas que estime 
necesarias para la protección de los intereses esenciales de su seguridad y que se 
refieran a la producción o al comercio de armas, municiones y material de guerra” 
pero, a condición que estas medidas no alteren las condiciones de competencia en 
el mercado interior respecto de los productos que no estén destinados a fines 
específicamente militares.  
 
También, el Tratado de Cartagena prevé la adopción y el cumplimiento de las 
medidas destinadas a la exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, 
productos radiactivos o cualquier otro material utilizable en el desarrollo o 
aprovechamiento de la energía nuclear como una excepción justificada al principio 
de la libre circulación de mercancías, estas medidas deben también cumplir la 
prueba de proporcionalidad296. A diferencia del Acuerdo de Cartagena, el TFUE no 
                                            
294 GORMLEY, L. (2009), citado por Ibid. 
 
295GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 44 




prevé este tipo de excepción, pero es necesario subrayar que el Tratado 
EURATOM, firmado el 25 de marzo de 1957, establece un marco regulatorio de 
base para la creación y el desarrollo de una industria y un mercado común nuclear 
entre los  Estados miembros, con condiciones de seguridad previniendo todo riesgo 
para la vida y la salud de las personas y garantizándoles el uso y el abastecimiento 
de los materiales nucleares297.  
 
En segundo lugar, el artículo 36  del TFUE y el artículo 73 del Acuerdo de Cartagena 
previeron también excepciones debido a policías sanitarias. Estos dos artículos 
establecen la excepción de la protección de la salud y de la vida de las personas, 
animales así como de la preservación de los vegetales; aunque los Estados 
miembros tienen la libertad de determinar el nivel de protección de estos 
enunciados, estas medidas deben respetar el principio de proporcionalidad puesto 
pueden dar lugar a restricciones abusivas a la libre circulación de mercancías298, en 
este sentido constituye un fuerte litigio tanto en  la UE como en la CAN, las 
exigencias de los certificados sanitarios, así como también licencias para la 
importación, las cuales restringen que solamente ciertas personas puedan vender 
ciertos productos299. Por otra parte, en el sentido de esta excepción, la Comisión 
Europea ha definido la unión aduanera de la UE como un espacio donde todos los 
Estados miembros trabajan juntos para garantizar la libre circulación de las 
mercancías importadas en la UE y la seguridad para las personas, los animales y el 
medio ambiente300. Aunque esta concepción es próximo de la unión aduanera 
andina, la Secretaria General Andina y el Tribunal de Justicia Andino, al igual que 
                                            
297 Consultado en: https://www.csn.es/organismos-nucleares-internacionales/union-europea 
 










el Tribunal de Justicia de la UE, son muy exigentes en el momento de calificar una 
medida como justificada en el sentido de derecho de la UE y del CAN. 
 
La excepción a la protección de los tesoros nacionales que tienen un valor artístico, 
histórico o arqueológico es desarrollada en los artículos 36  de TFUE y 73 del 
Acuerdo de Cartagena. Esta excepción  tiene por objeto prevenir la exportación de 
los bienes que se incluyen en los tesoros nacionales; estas deben estar conforme 
al  principio de proporcionalidad301.  
 
Teniendo en cuenta la gran riqueza de metales preciosos que tienen los países de 
América del Sur,  la adopción y cumplimiento de medidas destinadas a la 
importación y exportación de oro y plata metálicos son consagradas como 
excepciones a la libre circulación de mercancías en el CAN; estas medidas debe 
cumplir el principio  de proporcionalidad302. 
 
El artículo 36 del TFUE propone como una excepción al principio de la libre 
circulación de la mercancía, la protección de la propiedad industrial y comercial, esta 
excepción comprende el conjunto de las propiedades intelectuales como los 
derechos de una persona sobre una invención, una marca  o un modelo, la 
propiedad literaria y artística, los derechos de obtenciones vegetales, las 
denominaciones particulares, las denominaciones de orígenes o las etiquetas 
nacionales303. Teniendo en cuenta el hecho que las legislaciones nacionales les 
reconocen a sus titulares los monopolios sobre sus invenciones o sus obras, las 
propiedades intelectuales pueden obstaculizar el principio de la libre circulación de 
                                            
301 GORMLEY, L (2009), citado por GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 44-45 
 
302Id., p. 44 
 




mercancías304; se debe subrayar que los derechos de propiedad intelectual son 
oponibles y válidos solamente dentro del Estado miembro en el cual ha sido 
solicitado su reconocimiento  o atribución305. 
 
Es importante citar que estas excepciones al principio de la libre circulación de 
mercancías son justificadas solo por la salvaguardia de los derechos que 
constituyen el objeto específico de esta propiedad306. Así, el titular de una patente  
podrá oponerse a la comercialización del producto por parte un tercero en otro 
Estado miembro antes del primer acto de comercialización, mientras que el titular 
de un derecho de marca podrá oponerse a su misma utilización incluso después del 
primer acto de comercialización307. 
 
El 19 de febrero de 2013, el Consejo de la UE firmó la creación de la Patente 
Europea con Efecto Unitario que permite a título del Convenio de la Patente Europea 
del 5 de octubre de 1973 que los usuarios puedan obtener una patente unitaria 
sobre los Estados participantes tras una solicitud de patente única en un solo 
lenguaje ante la Oficina Europa de Patentes (EOP)308 
 
Aunque la protección a la propiedad intelectual no se enuncia como una excepción 
justificada al principio de la libre circulación de mercancías en la CAN, los 
legisladores andinos establecen normas comunitarias que pretendan proteger los 
derechos de propiedad intelectual en el marco comunitario; las principales normas 
comunitarias vigentes son: la Decisión 351-Régimen común sobre Derecho de Autor 
                                            
304 Ibid. 
 
305 TJCE, 26 septiembre de 2000, Comisión c/ Francia, asunto. C-23/99, citado por Ibid.  
 
306 TJCE, 8 de junio de 1971, Deutsche Gramophon, asunto. 78/80, citado por Ibid.  
 
307 T JCE, 30 de noviembre de 1993, Deutsche Renaut, asunto.C- 317/91, citado por Ibid.  
 




y Derechos Conexos; la Decisión 486-Régimen común sobre Propiedad Industrial; 
la Decisión 345-Régimen Común de Protección a los Derechos de los Obtentores 
de las Variedades Vegetales; la Decisión 391-Régimen Común sobre Acceso a los 
Recursos Genéticos; y la Decisión 291-Régimen Común de Tratamiento a los 
Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Licencias y Regalías 309.  
 
 Las derogaciones jurisprudenciales 
Aparte de las excepciones referidas por el artículo 36 del TFUE, el Tribunal de 
Justicia de la UE ha reconocido otras excepciones al principio de la libre circulación 
de mercancía mientras que el Tribunal de Justicia Andino se limitada a tomar sus 
decisiones de acuerdo a las excepciones textuales referidas por el artículo 73 del 
Acuerdo de Cartagena, pero esto no impide que si en alguna vez este Tribunal es 
llamado a resolver un caso particular donde sea necesario la extensión de estas 
derogaciones, seguirá el ejemplo del Tribunal de Justicia de la UE como lo ha hecho 
en muchos otros campos de la libre circulación de mercancías. 
 
Particularmente, en el asunto Cassis de Dijon, el Tribunal de Justicia de la UE 
reconoció que podían subsistir otras barreras a la libre circulación no consagradas 
en el artículo 36 de TFUE, estas son justificadas por exigencias imperativas de 
interés general valorando particularmente la eficacia de las inspecciones fiscales, la 
protección de la Sanidad Pública, la lealtad de las transacciones comerciales y la 
defensa de los consumidores310. Esta noción es extendida en otros campos como  
la protección de los trabajadores, la defensa de la creación cinematográfica, la 
protección del consumidor y la protección medioambiental. Es importante anotar 
                                            
309 Secretaria General de la Comunidad Andina, Decisiones Andinas en propiedad Intelectual, texto 




310 TJCE, 20 de febrero de 1979, Rewe-Zentral, asunto.120/78 citado por DUBOIS, Louis. 




que estas excepciones jurisprudenciales son aceptables solamente si éstas tienen 
un carácter indistintamente aplicable tanto a los productos nacionales como 
importados, mientras que las excepciones textuales del artículo 36 son aplicadas 
sólo sobre los productos importados311.  
 
Otras excepciones  a la libre circulación de mercancías aparecen en la UE  resultado 
de principios superiores de precaución y derechos fundamentales. 
 
El principio de precaución se deriva de la Cumbre de la tierra por las Naciones 
Unidas de Rio de Janeiro  de 1992 e integrado en el TFUE en su artículo 11 
consagra que “las exigencias de la protección del medio ambiente deberán 
integrarse en la definición y en la realización de las políticas y acciones de la Unión, 
en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible". Gracias a este 
artículo, el principio de precaución sale del campo estrictamente medioambiental y 
adquiere un alcance muy determinante en el dominio de la protección de la Sanidad 
Pública312; rápidamente, este principio de precaución se confrontó con el principio 
de la libre circulación de mercancías pero el Tribunal de la UE parece reticente a 
dar al principio de precaución un gran alcance que, tomando cuenta su carácter 
vago y subjetivo, podría entrar con derechos o situaciones jurídicas ya adquiridas313. 
Por otro lado, es oportuno subrayar que el Estado que invoca este principio debe 
apoyarse en una evaluación profunda del riesgo alegado,  teniendo como base 
datos científicos  recientes; así la apreciación del principio de proporcionalidad va a 
ocupar un lugar importante en la apreciación del principio de precaución, cuando 
solo se obtengan consideraciones puramente hipotéticas,  entre la toma de una 
decisión  al azar y una certeza científica314. 
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De la misma manera que el Tribunal de Justicia de la UE, la Secretaria General 
Andina ha admitido la compatibilidad entre el Acuerdo de Cartagena y el principio 
de precaución en caso de que existan  pruebas científicas que permitan apreciar los 
riesgos sobre la vida y la salud de las personas y del medio ambiente, pero que 
sean insuficientes para determinar con certeza su nivel y alcance*315.  
 
La Secretaria General precisa que cuando un reglamento técnico que contempla la 
protección de la vida y de la salud de las personas así como la protección 
medioambiental es adoptada respecto al principio de precaución, ésta debe ser 
justificada en el marco de la causalidad directa e inmediata, la proporcionalidad y la 
sustitución, so pena de ser calificada como una restricción injustificada al comercio 
intra subregional*316. Estas condiciones mencionadas serán el objeto de análisis en 
el próximo párrafo.  
                                            
 
315* “Que, en este sentido, al observarse que las disposiciones que regulan la elaboración, adopción 
y aplicación de Reglamentos Técnicos en los Países Miembros de la Comunidad reconocen como 
uno de sus objetivos legítimos la protección de la salud y la vida de las personas, así como la 
protección del medio ambiente, en consonancia de lo contemplado por el Acuerdo de Cartagena; 
resulta compatible a dicha protección el reconocimiento del principio de precaución o precautorio en 
casos en que existiendo testimonios científicos que permitan apreciar riesgos sobre la vida y la salud 
de las personas o sobre el medio ambiente, éstos sean insuficientes para determinar con certeza su 
nivel y alcance”. Resolución 1289 de la Secretaria General de la CAN, op. cit., p. 19. 
 
316* “Que, en este sentido, se debe entender que una medida que se encuentre destinada a 
salvaguardar la vida y la salud de las personas, así como a proteger el medio ambiente, aun cuando 
sea capaz de generar una dificultad, provocar un encarecimiento o constituir una barrera sobre el 
comercio subregional mediante la imposición de un Reglamento Técnico, se encontrará justificada 
y, en consecuencia, legitimada siempre que se verifique: i) causalidad directa e inmediata, en la 
constatación de que resulte una medida idónea para evitar el daño sobre la salud o la vida de las 
personas; ii) proporcionalidad, en la consideración de que no resulte una medida excesiva respecto 
de la finalidad que persigue; e, iii) insustituibilidad, en el entendimiento de que, entre todas las 
medidas idóneas posibles para evitar el daño, solamente se encuentra justificada aquella medida 
que imponga los menores costos al consumidor y al comercio subregional;  Que, debe considerarse 
que, incluso en los casos en que se alegue que un Reglamento Técnico se adopta en aplicación del 
reconocido principio de precaución o precautorio -lo que permite que, aun cuando no exista certeza 
científica sobre el nivel y alcance de los riesgos sobre la vida y la salud de las personas o sobre el 
medio ambiente, se apliquen medidas destinadas a lograr su protección- resultan de plena 
aplicación los criterios antes señalados en relación con los riesgos estimados de daño, pues, 
caso contrario, las medidas podrían exceder su finalidad y tornarse en restricciones injustificadas del 
comercio subregional” Id., p. 20. 
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Más tarde, el principio superior de los derechos fundamentales aparece como una 
excepción posible a la libre circulación de mercancías; si bien los derechos 
fundamentales y la libre circulación de mercancías se sitúan sobre diferentes 
planos, el Tribunal de Justicia de la UE debió dirimir un conflicto sobre estos dos 
principios, donde tomando en consideración el carácter no excesivo de la 
vulneración a la libre circulación de mercancías, la libertad de expresión y 
manifestación prevalecieron317. No obstante, el órgano judicial europeo parece no 
estar listo a admitir toda invocación de los derechos fundamentales, siendo esto un 
riesgo de constituir un pretexto para poner en peligro el mercado interno318, en este 
sentido, el Tribunal presenta una postura de equilibrio de los intereses respecto al 
principio de proporcionalidad 319, pues es evidente que las libertades de circulación 
no son solamente un instrumento para el desarrollo económico sino que es el 
corazón del proyecto europeo y de las libertades fundamentales, es por esto que no 
ha sido establecida una prevalencia sistemática de los derechos fundamentales320. 
 
En lo relativo a la CAN, contrariamente al sistema jurídico europeo, un asunto que 
confronte la libre circulación de mercancías y los derechos fundamentales no se ha 
presentado, es por esto que el Tribunal de Justicia Andino no ha desarrollado 
jurisprudencia sobre los derechos humanos321. Se debe indicar que la CAN tiene la 
                                            
 
317 TJCE, 22 de junio de 2003, Schmidberger, asunto.C-112/00 citado por DUBOIS, Louis. 




319Id., p. 326 nº 593 
 
320 TJUE, 17 noviembre 2009, Regione Sardegna, asunto. C- 169/08 citado por Ibid.  
 
321HUMMER, Waldemar.FRISCHHUT,Markus.« Diferentes concepciones de la protección de los 
derechos humanos en la integración europea y latinoamericana, la “Carta Andina de la Promoción y 
Protección de los Derechos Humanos» Anuario Argentino de Derecho International, 2002, p. 65 
disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/R21639.pdf 
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intención firme de establecer mecanismos globales de defensa y de protección de 
los derechos humanos322 por lo que se podría pensar que probablemente cuando 
se presente un caso pertinente a estos dos principios, el Tribunal Andino reconocerá 
derechos fundamentales, no obstante, éstos prevaldrían sobre la libre circulación 
de mercancías si cumplen las condiciones de la causalidad directa e inmediata, la 
proporcionalidad y la sustitución. Es indispensable precisar que muy seguramente 
los Estados miembros estarían reticentes a reconocer decisiones andinas  
contrarias a los derechos fundamentales, como por ejemplo Colombia323. 
 
En este escenario, un análisis sobre el régimen jurídico de las excepciones al  
principio de la libre circulación parece adecuado. 
 
7.3.3.2   El régimen jurídico de las excepciones a la prohibición de Medidas de 
Efecto Equivalente  
Para que una restricción al principio de la libre circulación de mercancías sea 
justificada, además de estar abarcada por los artículos 35  y 73 del Acuerdo de 
Cartagena o establecidos por la jurisprudencia, deben seguir condiciones 
                                            




323 “Dado que el acuerdo ha significado la transferencia de competencias soberanas por parte de los 
Estados a las autoridades supranacionales, un amplio número de decisiones comunitarias se aplican 
directamente en los países signatarios y otras surten efectos internos luego de agotado su proceso 
de incorporación. (…) En este sentido corresponderá al Tribunal de Justicia del Acuerdo de 
Cartagena, conforme a las disposiciones del tratado que lo constituyó, declarar la nulidad de las 
decisiones de la comunidad que violen el ordenamiento jurídico de la comunidad, dentro del cual 
deberán entenderse incorporados los expresados principios superiores (…) La denegación de 
justicia por parte del Tribunal o la probada ineficacia de sus mecanismos judiciales para enervar las 
decisiones o actos de la comunidad que violen los derechos humanos u otro principio jurídico 
superior, podría eventualmente llevar a la Jurisdicción Constitucional, en una situación extrema, a 
ordenar su inaplicación interna, siempre que previamente se hubiere procurado obtener del Tribunal 
Andino la interpretación de la norma sobre cuya aplicación se centra la controversia». Corte 
Constitucional Colombiana, Sentencia C-231 de 1997. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Citado por 
JIMÉNEZ, Willian Guillermo. « Papel de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina en decisiones judiciales de los países miembros”, 23 International Law, Revista Colombiana 




especiales, por una parte, las condiciones citadas, en particular, por el artículo 36 
del TFUE y, por otra, las condiciones establecidas por la jurisprudencia europea y 
andina. 
 
El artículo 36 del TFUE establece que las prohibiciones o restricciones impuestas 
por el dicho artículo “no deberán constituir un medio de discriminación arbitraria ni 
una restricción encubierta del comercio entre los Estados miembros”, estas 
condiciones se aplican tanto a las excepciones textuales que a las jurisprudenciales; 
en este sentido, es calificada como una discriminación arbitraria la legislación 
nacional que penalice  directa o indirectamente los productos importados, así en 
este sentido, una discriminación puede ser condenada solamente si va más allá del  
simple trato diferenciado324; también, una restricción encubierta o disfrazada con 
una finalidad proteccionista de la medida nacional y que constituya una especie de 
desviación de poder será, por lo tanto, contraria al artículo 36 del TFUE325.  
 
Aunque el Acuerdo de Cartagena ha guardado silencio sobre las condiciones de las 
excepciones al artículo 73, la jurisprudencia andina también ha instituido el carácter 
no discriminatorio de la medida como una condición para la adopción de una medida 
unilateral en el sentido del artículo 73*326. Del mismo modo que el Tribunal de 
Justicia de la UE, el Tribunal de Justicia de la CAN sanciona las medidas 
aparentemente justificadas, pero que en realidad son restricciones disfrazadas al 
comercio intra subregional327.  
                                            
324DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,p. 328 nº 597 
 
325Id., p 328 nº 598 
 
326*“Un obstáculo o impedimento a la importación libre de mercancías que se salga del objeto 
específico de las medidas de excepción dirigiéndose a imposibilitar injustificadamente la importación 
de un determinado producto o de hacer la importación más difícil o más costosa, puede reunir las 
características de restricción al comercio y más aún cuando una medida tiene el carácter 
discriminatorio (…)”. Proceso 3-AI-97, op. cit. 
 
327Ver Proceso 3-ai-96, op. cit.,  p. 22. 
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La jurisprudencia europea y andina, la segunda inspirada en la primera, ha 
establecido las condiciones de necesidad, proporcionalidad y sustitución. 
 
En este orden de ideas, para que una medida sea necesaria, esta debe tener una 
estrecha relación de causa y efecto con el interés general que se pretende 
proteger328; cabe señalar que el Tribunal Andino no emplea el término de necesidad, 
pero de igual manera a esta condición, este órgano exige que la medida unilateral 
mantenga una relación causal con el objeto de su aplicación329.  
 
La medida debe ser estrictamente proporcional y no excesiva en relación con el 
objetivo perseguido330, dado que la proporcionalidad surge únicamente en la 
ponderación de los bienes o intereses presentes y en juego, el beneficio causado 
por el interés general de la adopción de la medida que debe ser mayor que el 
sacrificio asumido331.  
 
Por otra parte, el principio de proporcionalidad se refiere a una relación justa y 
adecuada entre los fines perseguidos por las autoridades públicas y los medios que 
se determinan de acuerdo con sus objetivos332.   
 
Finalmente, la medida unilateral debe cumplir el criterio de sustitución o del mínimo 
obstáculo, es decir, debe ser lo menos dañino posible para lograr el objetivo de 
protección buscado333. 
                                            
328DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,p. 329 nº 600 
 
329 Resolución nº 1695 de la Secretaria General de la CAN, op cit., p. 22. Ver también Proceso 3-AI-
96, op. cit. 
330DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit., p. 329 nº 601 
 
331GARCÍA PÉREZ, 2001 citado por GAMARRA PODBRSCEK, Gonzalo David, op. cit., p. 46 
 
332BLANKLE, H-J & GARCÍA PÉREZ citado por Ibíd. 
 
333DUBOIS, Louis. BLUMANN, Claude, op. cit.,p. 332 nº 604 
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7.4.  LAS ACCIONES COMUNITARIAS PREVENTIVAS CONTRA LAS 
RESTRICCIONES A LA LIBRE CIRCULACIÓN DE MERCANCIA  
 
La anticipación de los obstáculos a la libre circulación de mercancía como a las 
demás libertades por medio de la armonización fueron planteadas inicialmente en 
la UE, las cuales se encuentran también en el ordenamiento jurídico andino  
 
Igualmente, el derecho de la UE y de CAN han establecido mecanismos preventivos 
para anticiparse a las medidas restrictivas a la libre circulación de mercancía por 
parte de los Estados miembros. En este sentido, los mecanismos preventivos se 
centran en una lectura colectiva de los comportamientos de los Estados, 
particularmente los más sintomáticos, en una perspectiva global, con el fin de 
realizar una convergencia normativa en el ámbito en cuestión334 
 
 
7.4.1  La armonización de las legislaciones nacionales  
En la Unión Europea, la anticipación de obstáculos a la libre circulación de 
mercancía y a las demás libertades están contempladas en los artículos 114 y 115 
del TFUE, el primer artículo fue establecido por el Acta Única Europea – AUE con 
el fin de reformar y ejecutar el mecanismo que había sido fundado por el articulo 
115 TFUE (ex – art 94 CE) originalmente previsto por los Tratados fundadores335. 
 
El articulo 15 TFUE dispone que “Sin perjuicio del artículo 114, el Consejo adoptará, 
por unanimidad con arreglo a un procedimiento legislativo especial, y previa 
consulta al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social, directivas para la 
aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
                                            
 
334  BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 105 nº 211 
 
335Id., p. 106 nº 212 
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Estados miembros que incidan directamente en el establecimiento o funcionamiento 
del mercado interior”. No obstante, este procedimiento tuvo una difícil utilización 
debido a que este no podía responder a sus objetivos a causa de numerosas 
deficiencias336 entra ellas: la exigencia de la unanimidad frenaban los trabajos y la 
toma de decisiones337 ; el establecimiento de la directiva como solo instrumento de 
armonización ponía en peligro su eficacidad y su economía338 puesto que la 
directiva obliga al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba 
conseguirse, dejando, sin embargo, a las autoridades nacionales la elección de la 
forma y de los medios339 ; el carácter excesivamente detallado de las directivas 
adoptadas por el Consejo llevaba a que los Estados miembros hicieran una simple 
transposición del texto, resultando esto una injerencia en el campo de competencia 
interna340 ; y finalmente, la carencia de legitimidad democrática porque Parlamento 
Europeo no tenía más que una participación consultativa y no era vinculado en la 
adopción de las directivas de armonización341. 
 
Con la intención de mejorar dicho procedimiento aparece una reforma establecida 
por el articulo 114 TFUE, impulsada por el Tribunal de Justicia Europeo mediante 
los principios de reconocimiento mutuo y de equivalencia, así como también por la 
Comisión quien promovía una lectura de la totalidad de los obstáculos a los 
intercambios de mercancía en el llamado Libro Blanco342. Por una parte, las 
                                            
 
336Id., p. 107 nº 215 
 
337 Id., p. 107 nº 216 
 
338Id., p. 108. n. 217 
 
339 Artículo 288, TFUE 
 
340 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 108 nº 218 
 
341Id., p. 108 nº 219 
 




innovaciones de este artículo son: la instauración del voto de la mayoría calificada 
que fortalece la aceleración de la toma de decisiones, así que la introducción de un 
nuevo procedimiento legislativo a favor de la codecisión del Parlamento y del 
Consejo343 ; la imposición puesta a la Comisión para adoptar un elevado nivel de 
protección en materia de salud, seguridad, protección del medio ambiente y de los 
consumidores al momento de elaboración de un texto de armonización344 ; y la 
eliminación del uso exclusivo de la directiva, dejando de esta manera disponibles 
todas las categorías establecidas por el artículo 288 del TFUE.  
 
Por otra parte, el artículo 114 establece unas cláusulas de salvaguardias que los 
Estados miembros pueden indicar tras la adopción por el Parlamento Europeo y el 
Consejo, por el Consejo o por la Comisión de una medida de armonización, cuando 
un Estado miembro estime necesario mantener disposiciones nacionales, 
justificadas por alguna de las razones importantes contempladas en el artículo 36 o 
relacionadas con la protección del medio de trabajo o del medio ambiente (Art. 114-
4);  o estime necesario establecer nuevas disposiciones nacionales basadas en 
novedades científicas relativas a la protección del medio de trabajo o del medio 
ambiente y justificadas por un problema específico de dicho Estado miembro (Art. 
114-5); además el numeral 10 consagra una cláusula de salvaguardia que autoriza 
a los Estados miembros a adoptar, por uno o varios de los motivos no económicos 
indicados en el artículo 36, medidas provisionales sometidas a un procedimiento de 
control de la Unión. Es importante precisar que estas cláusulas de salvaguardia 
deben estar sujetas a un procedimiento establecido por  este mismo artículo y a los 
principios de no discriminación, proporcionalidad y necesidad345 
 
                                            
343Id., p. 110 nº 225 
 
344Id., p. 110 nº 226 
 
345Id., p. 112 nº 232, 233 
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Es pertinente interrogarse sobre el grado de intensidad y las formas que puede 
tomar la armonización. En este sentido, para referirse al carácter variable de la 
integración de los derechos nacionales, los términos de coordinación, aproximación 
o armonización pueden aparecer346. En tal contexto, los artículos 114 y 115 del 
TFUE incorporan los términos de aproximación y armonización. Por su parte, el 
artículo 3 del acuerdo de Cartagena dispone que con vistas a alcanzar los objetivos 
del acuerdo, se emplearan mecanismos y medidas para la aproximación de las 
legislaciones nacionales en las materias pertinentes*347. Luego en los artículos 43 y 
58 del Acuerdo de Cartagena se adopta también el termino de armonización, el 
artículo 43 dispone que es una atribución del Parlamento andino promover la 
armonización de las legislaciones de los Estados miembros; mientras que el articulo 
58 reza que “« La Comisión, a propuesta de la Secretaría General y tomando en 
cuenta los avances y requerimientos del proceso de integración subregional, así 
como el cumplimiento equilibrado de los mecanismos del Acuerdo, aprobará normas 
y definirá plazos para la armonización gradual de las legislaciones económicas y los 
instrumentos y mecanismos de regulación y fomento del comercio exterior de los 
Países Miembros que incidan sobre los mecanismos previstos ». 
 
A partir del momento en que se admite como objetivo la armonización de 
legislaciones naciones, son las autoridades comunitarias quienes deben darle su 
forma en función de los instrumentos técnicos348. Siguiendo esta lógica, es oportuno 
evocar los diferentes enfoques que se presentan en la armonización, 
particularmente europea, recordando que el derecho de la UE son fuente de 
inspiración e incluso fuente supletoria del derecho andino. En un principio, antes de 
                                            
 
346Id., p. 133 nº 234 
 
347 “Para alcanzar los objetivos del presente Acuerdo se emplearán, entre otros, los mecanismos y 
medidas siguientes: (...) b) La armonización gradual de políticas económicas y sociales y la 
aproximación de las legislaciones nacionales en las materias pertinentes”. Articulo 3, Acuerdo de 
Cartagena.  
 
348BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 113 nº 234 
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la adopción del Acta única, el enfoque tradicional prevaleció en los trabajos de 
armonización de la comisión349,  
 
El enfoque tradicional incluye tres métodos: la armonización total, es decir, cuando 
la medida de armonización establece reglas que tienen vocación a sustituir 
totalmente las reglas nacionales existentes en el orden jurídico interno350, lo anterior 
teniendo como consecuencia la eliminación de la competencia nacional para la 
adopción de disposiciones complementarias en esta materia y otorgando una 
competencia exclusiva a la Comunidad351, este método ha sido utilizado en el 
cuadro europeo para la adopción de medidas de armonización particularmente en 
los sectores de cacao, chocolate, unidades de medidas, sustancias peligrosas, 
detergentes y componentes químicos352; seguido al método de la armonización 
total, se encuentra la armonización opcional que consiste en la posibilidad que los 
Estados miembros cuenten con dos regímenes jurídicos en sus territorios, uno 
derivado del derecho nacional y el otro del derecho comunitario353, el método 
armonización opcional permite que la mercancía circule libremente en el territorio 
de la Unión sin que pueda constituir una condición exclusiva de comercialización el 
hecho que el régimen nacional subsista354, sin embargo, este método puede 
conducir a una coexistencia de dos mercados, uno por el interno y otro por la 
exportación355, particularmente, la eliminación de restricciones técnicas a los 
intercambios de los sectores de automóviles, instrumentos de medidas o pre 
                                            
 
349Id., p. 113 nº 236 
 
350 Id., p. 113 nº 237 
 
351Id., p. 114 nº 238 
 
352Id., p. 114 nº 239 
 
353Id., p. 114 nº 240 
 
354 Id., p. 115 nº 240 
 
355Id., p. 115 nº 241 
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envasados han sido adoptado bajo este método356; finalmente, surge la 
armonización mínima donde los Estados miembros tienen la posibilidad de 
conservar sus disposiciones nacionales o intentar aproximarlas a las prescripciones 
comunitarias357. 
 
En el contexto andino, a pesar de la gran importancia de la armonización de las 
legislaciones nacionales para la realización de los objetivos del Acuerdo de 
Cartagena, su competencia permanece en las autoridades nacionales*358.No 
obstante, la CAN ha optado por un nuevo enfoque de armonización que es la 
normalización. 
 
Una ruptura del método tradicional es ocasionada por el surgimiento de un nuevo 
enfoque que nace por una iniciativa de la Comisión Europea que establece ciertos 
principios en el Libro Blanco del Mercado interior, teniendo en cuenta que en miras 
a un mercado integrado la Comunidad no podía conformarse con aplicar el método 
tradicional359.  
 
En dicho momento, la Comisión Europea considera que el legislador de la Unión 
Europea debe intervenir solamente en la armonización de materias esenciales como 
la protección de la salud y de la seguridad, o de otras exigencias de interés colectivo 
a la luz del principio de reconocimiento mutuo planteado por la sentencia Cassis de 
Dijon. Es así como corresponde a los órganos competentes para la normalización 
industrial la elaboración de especificaciones técnicas de fabricación, conservando 




357Id., p. 115 nº 242 
 
358 *“Volviendo a la perspectiva del derecho complementario, pasa lo mismo con la armonización 
legislativa, en temas que siguen siendo de competencia nacional, pero que son relevantes para la 
consecución de los objetivos de la Comunidad (art. 43 literal f Acuerdo de Cartagena)* .SCHEMBRI 
CARRASQUILLA, Ricardo. NÚÑEZ RIVERO, Cayetano, op. cit., p. 679. 
 
359 BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 115 nº 243 
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dichas normas un estatus voluntario y beneficiándose de una presunción de 
conformidad con las exigencias esenciales establecidas por la directiva360.  
 
Es así como el reconocimiento mutuo y la normalización aparecen como los nuevos 
métodos de armonización: 
 
El método del reconocimiento mutuo, inspirador de la Sentencia Cassis de Dijon, 
pretende que los productos legalmente fabricados y comercializados en un Estado 
miembro puedan circular con toda libertad en los otros Estados miembro, aun 
cuando las disposiciones nacionales que regulan su proceso de fabricación o de 
comercialización sean diferentes361. 
 
Los nuevos métodos de armonización se basan esencialmente en la normalización 
que es un procedimiento mediante el cual los criterios de calidad aplicable en los 
Estados miembros son establecidos en la búsqueda de una interoperabilidad, es 
decir, la alineación técnica de productos, servicios y procedimientos 
complementarios, que implica el establecimiento de métodos de ensayo y de 
exigencias relativas al funcionamiento de sectores de seguridad y salud362. 
 
Con el objetivo de mejorar el acceso a los mercados, la UE ha establecido 
organismos de normalización- OEN encargados de la normalización y teniendo por 
finalidad la definición de prescripciones técnicas o cualitativas de los procesos de 
fabricación o de servicios, frente a las cuales los fabricantes pueden ajustarse363, 
pero es de advertir que estas son de carácter voluntario364. 
                                            
 
360Id., p. 116 nº 245 
 
361Id., p. 119 nº 254 
 
362Id., p. 116- 117 nº 246-247 
 




De la misma manera, previendo una cierta fluidez del comercio intracomunitario por 
medio de la eliminación de obstáculos técnicos innecesarios  y mejoramiento de la 
calidad de bienes producidos en la comunidad, la CAN ha establecido un  Sistema 
Andino de Normalización, Acreditación, Ensayos, Certificación, Reglamentos 
Técnicos y Metrología llamado Sistema Andino de la Calidad365. Por otra parte, con 
respecto a la normalización y armonización de las normas técnicas de nivel 
comunitario, la CAN funda la Red andina de normalización- RAN que tiene como 
misión la armonización y adopción de las normas técnicas andinas en los sectores 
de producción, y servicios considerados de interés subregional, como el de los 
alimentos, textiles-confecciones, cuero-calzado, maderas-muebles, automotriz, 
entre otros366. Al igual que ocurre en la UE, estas normas son documentos 
normativos de aplicación voluntaria367. 
 
 
7.4.2  La anticipación a la adopción de obstáculos técnicos al comercio 
La UE y la CAN previeron unos mecanismos de prevención que permiten 
adelantarse a los obstáculos técnicos que podrían ser adoptados por los Estados 
miembros; por una parte, un mecanismo de información en el que están sujetos los 
Estados miembros al momento de la adopción de reglas técnicas; y por otra parte, 
un sistema de alerta y un paquete único son instituidos en la UE. 
 
De acuerdo a lo mencionado, los Estados miembros de la UE y de la CAN tienen la 
obligación de notificar, los primeros a la Comisión Europea y los segundos a la 
                                            
364Ibid. 
 
365Consultado en : http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?id=62&tipo=TE 
 
366Consultado en : http://www.comunidadandina.org/Seccion.aspx?id=62&tipo=TE 
 
367 Secretaría General de la CAN, Rumbo a los 50 años. El arduo Camino de la integración,  mayo 





Secretaria General Andina, como a los otros Estados miembros, todo proyecto de 
reglas técnicas que pretenden adoptar. Hoy, este procedimiento es regulado por la  
Directiva 2015/1535/UE en la UE y por la Decisión 562 de la Comisión Andina en el 
contexto andino. Esta situación permite afirmar que la CAN no solo ha incorporado 
las normas y jurisprudencia de la UE sino también los mecanismos de prevención 
al principio de la libre circulación de  mercancías.  
 
Se debe mencionar que la UE cuenta con otros mecanismos de prevención de la 
libre circulación de mercancías; de una parte, un sistema de alerta rápida contra los  
obstáculos hacia esta libertad que sean imputable a un Estado miembro sea a nivel 
nacional o comunitario, este sistema es instaurado por el Reglamento (CE) 
nº2679/98 del Consejo del 7 de diciembre de 1998368; por otra parte, en búsqueda 
de mejorar la seguridad y fortalecer la vigilancia de los productos de consumación 
no alimentaria que circula en la UE, la Comisión Europa ha propuesto la adopción 
de un paquete único que es una proposición de reglamento sobre la seguridad de 
productos así como un plan de acción plurianual de vigilancia de los mercados, en 










                                            
 
368BOUTAYEB, Chahira, op. cit., p. 126 nº 271-272 
 
369Id., p. 128 nº 276-277 
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8. CONCLUSIONES  
 
 
Después de este estudio comparativo del derecho de la libre circulación de 
mercancías en el derecho de la UE y el CAN, su pudo observar que casi la totalidad 
de las disposiciones y de jurisprudencias del derecho de la UE han sido 
incorporadas en el ordenamiento jurídico andino por medio de su Tratado fundador: 
el Acuerdo de Cartagena, al igual por las decisiones de la Comisión andina y por la 
jurisprudencia andina. 
 
En primer lugar, el Acuerdo de Cartagena al igual que el TFUE suprimen tanto las 
barreras tarifarias como no tarifarias, pero que pareciera solamente relativas a las 
importaciones según la lectura del Acuerdo de Cartagena, mientras que el TFUE 
suprime estas mismas  tanto a las importaciones como a las exportaciones. Sin 
embargo, la Comisión andina mediante la decisión 284 estableció  normas para la 
prevención o la corrección de las restricciones a las exportaciones, indicando en la 
misma una noción de estas barreras tarifarias y no tarifarias también a las 
importaciones. Desde luego, una diferencia entre estos derechos no había sido 
todavía encontrada  
 
No obstante, es observada una gran diferencia entre estos dos derechos respecto 
al hecho que la CAN haya concedido este principio de la libre circulación de 
mercancía sólo a los productos originarios los Estados miembros; apartándose 
fuertemente de la disposición del artículo 28-2 del TFUE que extiende este principio 
a los productos provenientes de terceros Estados que se encuentra puesto en libre 
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práctica. Pero esto no es sorprendente puesto que los Estados miembros andinos  
son unos países en vía de desarrollo que se preocupan por proteger su mercado. 
 
En el curso de este trabajo, se pretendía evidenciar la fuerte inspiración que 
representa la UE para la CAN, la cual ha sido señalada en varios textos de 
doctrinantes latinoamericanos, pero aplicada en el derecho de la libre circulación de 
mercancías. Es por esta razón que en el transcurso de esta investigación, se hizo 
una  exploración en el derecho andino con el objetivo de analizar cómo la 
Comunidad Andina ha regulado su derecho de la libre circulación de mercancía de 
acuerdo a la experiencia europea, por eso se analizó y comparó cada uno de los 
componentes que implica la libre circulación de mercancías con la supresión de 
barreras tarifarias y no tarifarias, así como también se refirió los diferentes 
instrumentos de normalización y prevención que acompañan esta libertad.  
 
Los resultados en cada parte de estudio fueron casi siempre los mismos, la mayoría 
de los elementos, nociones, distinciones o excepciones que habían sido 
establecidos por el Tribunal de Justicia de la UE fueron también incorporados en el 
derecho andino. Es principalmente la Secretaria General Andina y el Tribunal de 
Justicia Andina quienes han incorporado la jurisprudencia y las disposiciones 
europeas para argumentar y aclarar sus decisiones importantes, prueba de esto es 
que en algunas de las jurisprudencias andinas fue citada la jurisprudencia europea 
sea en las consideraciones previas como en el desarrollo de la decisión o por medio 
del derecho comparado. Esta fuerte inspiración hacia la UE ha llevado a que el 
Tribunal de Justicia Andino cree conceptos tomando como punto de referencia la 
jurisprudencia europea como fue el caso particular del reconocimiento de las 
medidas de efecto equivalente a las restricciones cuantitativas aunque no estaba 
establecido por el Acuerdo de Cartagena. Recuérdese incluso que el derecho de la 
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UE fue reconocido como fuente supletoria del derecho de la libre circulación de 
mercancía por el Tribunal de Justicia Andino. 
 
Además también fue evidenciado que la CAN ha incorporado los instrumentos 
comunitarios aduaneros, de armonización y prevención de la libre circulación de 
mercancía inicialmente establecidos por la UE. La semejanza de estos derecho no 
fue sorprendente puesto que como se conoció en el proceso de recolección de 
información, la UE ha participado activamente en la construcción del mercado 
andino como por ejemplo por medio de capacitaciones o formaciones dadas a los 
funcionario andinos por expertos europeos, donde permite que estos agentes 
puedan aprender a partir de la experiencia europea para luego poder ser 
implementada en la CAN en lo relativo a la libre circulación de mercancía. 
 
Tras este estudio, se evidenciaron ciertas diferencias en el derecho de la libre 
circulación de mercancía entre estas dos integraciones, como el no reconocimiento 
por la autoridad comunitaria de la obligación de rembolso de los recargos de efecto 
equivalente indebidamente pagadas, sino dejado a criterio de las Autoridad 
Nacionales, lo anterior puede ser explicado por el hecho de que los Estados 
miembros andino no hayan querido entregar totalmente su soberanía a la CAN que 
es posible causa de las diferentes ideologías políticas de estos Estados que 
dificultan la consolidación de un mercado común andino  
 
Este trabajo de comparación y exportación evidencia que hoy la CAN se respalda 
en un ordenamiento jurídico solido relativo al derecho de la libre circulación de 
mercancías, el cual ha sido basado en la experiencia europea impulsado gracias a 
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La unión aduanera andina, una unión aduanera imperfecta 
 
 
La adopción del arancel externo común- AEC es un compromiso claro y vigente del 
artículo 81 del Acuerdo de Cartagena que dispone que los Países miembros se 
comprometen a dar cumplimiento un arancel externo común en los plazos y 
modalidades establecidos por la Comisión. 
 
En 1995, un AEC había sido adoptado pero siendo considerado por los expertos 
como imperfecto, dado que Perú no participó en este mecanismo, Bolivia por su 
parte adoptó una estructura aduanera diferente como también Ecuador que admitió, 
por su parte, numerosas excepciones [1]. 
 
De ese modo, el AEC funcionó durante doce años contribuyendo y unificando una 
parte importante de aranceles entre Colombia, el Ecuador y Venezuela, como 
también disminuyendo las diferencias aduaneras de estos últimos nombrados [2]. 
 
No obstante, el AEC fue abandonado en 2007 debido a la salida de Venezuela y 
también a negociaciones comerciales no comunitarias con países terceros. En lugar 
de un AEC, los Estados se comprometieron en optar una política aduanera, pero la 




 “El propósito de una unión aduanera se socavó definitivamente con la posibilidad 
de negociaciones no comunitarias acordada en la Decisión 598 de 2004, más el 
abandono del compromiso con la Decisión 669 de 2007. Ésta última Decisión, 
contraria al mandato del Acuerdo de Cartagena, es el Evolución de la Comunidad 
Andina (CAN) SP/Di No. 7-14 25 mayor retroceso para el logro de la unión 
aduanera, puesto que desliga a los países del compromiso del AEC y lo sustituye 
por una “Política Arancelaria de la Comunidad Andina que incorpore a todos los 
Países Miembros“, lo que más parece un eufemismo que el propósito de asumir un 
compromiso que presupone la voluntad política de llegar a instancias superiores de 
integración económica”[4] 
 
El 16 de mayo de 2018, la Comisión del comercio de la OCDE aceptó la entrada de 





[1] SELA (Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe), Secretaría 
Permanente. «Evolución de la Comunidad Andina (CAN)». SELA, 2014, XI Reunión 
Ordinaria del Consejo Latinoamericano, Caracas, Venezuela, 26 al 28 noviembre 
de 2014. SO/CL/XL.O/DI Nº 6-14, p. 14. Disponible en internet:  
http://www.sela.org/media/1876349/di_6_-_evolucion_can.pdf.  
[2] Ibíd. P. 3 
[3] Ibíd. 
[4] Ibid, p. 24-25 
[5]Consultado en :http://m.portafolio.co/economia/ocde-aprueba-el-ingreso-de-
colombia-517196 
